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1.-  Introducción 2001-2007:  

La hacienda restaurada 
 

“Chablekal es un ‘lugar muy privilegiado por su 
cercanía a la Ceiba  y a las maquiladoras y eso implica 

que no se queden sin trabajo 
 y que siempre salgan adelante’.” 

Manuel Fuentes Alcocer –  
Alcalde del municipio de Mérida 2004-2007 

Tomado del periódico comunitario Aajen Kaj – Septiembre de 2005 
 

“...de lo que no se han dado cuenta esos ejidatarios es 
que están entregando las tierras a los ricos y cuando se 

gaste sus cien mil pesos serán más pobres de lo que son y 
volverán a trabajar como esclavos limpiando los pisos 

del nuevo club de golf que se va a hacer justo en el 
terreno que ya vendieron y van a ganar la miseria del 

salario mínimo, los nuevos patrones y los nuevos amos 
van a vivir en la nueva hacienda que se va a llamar  

 “Country Club”. 
Don Pepe – Anciano de Chablekal 

 
Pero hay otros que decimos: No; si este es un sistema 

histórico y por primera vez un sistema histórico con una 
economía mundial, entonces es eso: histórico, y yo tengo 
que ver sus indicadores, no sólo de desarrollo del mismo, 

sino también los indicadores de sus límites.  
Raymundo Sánchez Barraza. CIDECI 
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Las abuelas y abuelos mayas se refieren al período de la hacienda como el tiempo de 
la esclavitud, un tiempo que se prolongó más allá de lo que la historia oficial registra, 
sobrevivió a los primeros gobiernos revolucionarios para después institucionalizarse 
y, como recuerdo del porvenir, regresó para ser restaurada por el primer gobierno 
panista de Yucatán. Es la imagen que utiliza el equipo Indignación para calificar un 
período de gobierno en el que, a costa del pueblo maya, de sus tierras, territorios y 
condiciones de vida, se restauraron, no sólo los antiguos “cascos” de las haciendas 
para convertirlos en hoteles de lujo, sino un tipo de relaciones que genera 
dependencia y discriminación y que privilegió a un exclusivo sector de la población. 
Evaluar a un gobierno desde sus obligaciones en materia de derechos humanos obliga 
a situarse en el lugar de quienes han sido dejados fuera, de quienes ven violados sus 
derechos más elementales, de los prescindibles en los proyectos de desarrollo, de las 
y los excluidos, del pueblo maya, de las mujeres, de la infancia, de las personas 
homosexuales, de los jóvenes, de los agredidos por una policía impune, de las y los 
torturados, de los detenidos en razzias, de quienes han sido despojados de sus tierras 
pero, eso sí, por primera vez a precio de mercado. 
 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
Una sola persona excluida y/o reprimida constituye el indicador para evaluar al 
gobierno en materia de derechos humanos. Pero en Yucatán es aplastante mayoría la 
que lucha cada día por la sobrevivencia y son muchos quienes pierden la batalla. No 
hay fatalidad en la derrota, que no es de quien libra la batalla, sino de la humanidad. 
Hay responsables. Y hay beneficiarios. Y en México hace muchos sexenios que los 
gobiernos se constituyen para estos últimos, a costa de la mayoría. 
La alternancia entre el PRI y el PAN en Yucatán ha permitido constatar lo que 
permanece, a pesar del cambio partidista: un mismo proyecto económico que genera 
desigualdad y discriminación; la pobreza lacerante y extrema que mantiene a la 
infancia de Yucatán con severos índices de desnutrición; concentración del capital en 
grupos económicamente poderosos favorecidos a través de la gestión gubernamental; 
control gubernamental sobre organizaciones, sobre los medios de comunicación del 

7



Estado e incluso sobre instituciones ciudadanizadas. Y represión a las víctimas del 
proyecto económico y a quienes se atrevan a protestar. 
Más allá de indicadores en los que pueden registrarse tan leves como vergonzosas —
y cuestionables— variaciones, el proyecto económico prevalece; a la gente la despoja 
ya no sólo de sus derechos sino de la posibilidad de verlos algún día garantizados, 
intentando arrebatar incluso su futuro: Independientemente del signo partidista de la 
administración, el país es para unos cuantos y los más están sólo para estar al servicio 
del gran capital, sometidos, supeditados a un proyecto económico. Los derechos son 
privilegios de acceso exclusivo. 
Incluso la infraestructura carretera y urbana se construye con visible discriminación. 
La misma selección de las obras está encaminada a garantizar el proyecto, no a 
restituir la equidad ni a revertir la injusticia. 
Escuelas técnicas para una población cuyo futuro, se admite de antemano y se actúa 
en consecuencia, es trabajar en fábricas ajenas, en un país cada vez más ajeno. 
El gobierno de la alternancia continuó y profundizó un proyecto económico que, si 
bien va más allá del estado y del país y responde a intereses de empresas 
transnacionales, en Yucatán ha implicado la profundización de la inequidad, la 
negación de la justicia y la frivolidad que reduce la democracia a un ejercicio 
electoral todavía cuestionado, el despojo de tierras y territorios al pueblo maya, 
represión y sometimiento. 
La administración 2001-2007 no garantizó el derecho a la igualdad, primer derecho 
en los tratados internacionales  y en la Constitución mexicana. Condición para que los 
derechos no se conviertan en privilegios a los que pueden acceder sólo quienes 
puedan comprarlos. 
 
Pueblo maya 
A lo largo de la administración 2001-2007, el equipo Indignación documentó 
diversos casos de violación a los derechos del pueblo maya, incluyendo dos eventos 
de represión, ambos relacionados con el despojo de tierras y territorios a un pueblo 
amenazado por un modelo de desarrollo excluyente y racista que lo considera 
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únicamente, por insoportable que resulte el término, en condiciones de servidumbre. 
A un pueblo que se encuentra en peligro de perder un elemento vital para su 
existencia: el territorio. 
En el diseño de políticas públicas, en la ausencia de consultas, en el proceso de 
elaboración y aprobación del presupuesto estatal, en la aplicación de programas, en la 
‘resolución de conflictos’, en la ‘impartición de justicia’, en las condiciones de 
extrema pobreza en la que viven sus integrantes, los derechos del pueblo maya de 
Yucatán han sido conculcados, hasta hoy impunemente. 
La incapacidad del Estado mexicano para asumirse pluricultural —se constituyó 
nacionalista y pretendió “integrar”, es decir, desaparecer a los pueblos indígenas— 
viola el derecho elemental y primero a ser pueblo y perpetúa la discriminación. 
En la raíz está la negación del derecho a ser pueblo, es decir, a la libre determinación 
y a la autonomía como expresión de ésta, derecho primero del cual se derivan otros. 
 
Represión 
Para preservar un proyecto económico excluyente y antidemocrático, se hizo uso de 
la represión. Quienes protestaron por las consecuencias, fueron reprimidos. 
Hacia el final del sexenio, el ejecutivo exhibió la reacción autoritaria ante la crítica y 
el descontento social, como lo expresan los casos de represión documentados por este 
equipo: Caucel, Oxcum y Mérida. Represión dirigida contra mayas y jóvenes, 
precisamente dos grupos en condiciones de discriminación. 
Desde el trabajo de documentar las violaciones a los derechos humanos, el equipo 
Indignación ha podido constatar el empleo de la violencia institucional en contra de 
grupos y organizaciones que exigen derechos, de quienes son víctimas del proyecto 
económico neoliberal.  
En todo México preocupa a las organizaciones de la sociedad civil organizada la 
creciente criminalización de la protesta y de los movimientos sociales, tan 
característico de la profundización de las contradicciones y de los desgastes del oficio 
político, tan característico del ejercicio del poder arrogante y gerencial y que 
contrasta con la grosera impunidad de quienes ejercen la violencia institucional.  
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En Yucatán se criminalizó la protesta, la diferencia, la pobreza, la juventud, el 
ejercicio de derechos e incluso la defensa de éstos, mientras permanecen impunes 
quienes son responsables de violaciones a los derechos humanos. 
Caucel, Oxcum y Mérida en martes 13 exhiben la utilización de los aparatos de 
procuración de justicia para fabricar expedientes.  
 
La impunidad mayor, desde los menores 
En la administración de Patricio Patrón Laviada no se sancionó a ningún funcionario 
por violación a los derechos humanos, ni de este período ni de las administraciones 
anteriores, a pesar de que al iniciar la administración de Patrón Laviada la CNDH 
expuso los tratos crueles, inhumanos y degradantes a los que estuvieron sometidos 
niños y niñas internas en la Escuela Social para menores infractores. 
El gobierno se excusó en el pasado e incluso reclamó que se le atribuyesen 
responsabilidades por violaciones cometidas en administraciones anteriores. Pero no 
hizo nada por revertir la situación, por crear las condiciones para impedir la 
continuación de violaciones, incluyendo el combate a la impunidad. 
La impunidad viola el derecho a la justicia, vulnera la democracia, profundiza las 
desigualdades y exhibe el fracaso del Estado. La Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha definido a la impunidad como “la falta, en su conjunto, de investigación, 
persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones 
de los derechos protegidos por la Convención Americana” y ha señalado que "El 
Estado tiene la obligación de combatir tal situación por todos los medios legales 
disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica de las violaciones de 
los derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y sus familiares.” 
Lamentablemente los informes de gobierno, en el rubro de derechos humanos sólo  
mencionan infraestructura realizada, (malas) recomendaciones cumplidas y cursos 
dados en esta materia a policías y otros servidores públicos, sin notar que, mientras 
prevalezca la impunidad, ningún curso llevará a quienes abusan de su poder a dejar de 
hacerlo. El mensaje fue claro: en la administración de Patricio Patrón Laviada han 
podido violarse los derechos humanos sin consecuencias para los responsables. Esto a 

 00



pesar de que en la administración 2001-2007 el equipo Indignación denunció casos 
que podrían constituir tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes. El 
gobierno no ha respondido públicamente ante estas acusaciones. Únicamente ha 
rendido incompletos y dilatados informes ante una temerosa Comisión de derechos 
humanos que no ha resuelto estos casos. 
 
Democracia, derechos civiles y políticos, instituciones 
ciudadanas 
El control gubernamental sobre organizaciones obreras, campesinas, empresariales y 
estudiantiles, por mencionar algunas, fue marca de los tiempos priístas. En el “tiempo 
de la alternancia” han sido visibles los esfuerzos que desde el poder ejecutivo se 
realizan para intervenir algunas de esas organizaciones o bien para crear, desde el 
ejecutivo, grupos similares que rompan el monopolio o que, al menos, compitan por 
el control para fisurar algunos bastiones priístas. Es el caso de los taxistas, de las 
asambleas ejidales, de las organizaciones estudiantiles y, aun peor, el mayoriteo 
legislativo que contradice el respeto a la división de poderes presumida en el sexto 
informe de gobierno. 
Pero el intento de control gubernamental en la administración de Patricio Patrón 
Laviada fue más allá y llegó hasta organismos ciudadanizados que se suponen 
autónomos. A través de la fracción de su partido en el Congreso (PAN), el ejecutivo 
intervino y/o contribuyó a malograr tres instituciones ciudadanas: el Instituto Estatal 
Electoral de Yucatán, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán y el 
instituto de acceso a la información pública. 
 
Antecedentes: Los veinte años previos al 2001 
En 18 años, tiempo en el que los períodos sexenales permitirían a un estado de la 
República mexicana contar con tres gobernadores, Yucatán tuvo siete titulares del 
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poder Ejecutivo1, uno de los cuales, Víctor Cervera Pacheco, lo fue en dos períodos 
distintos, a pesar de la prohibición constitucional. Tiempo de centralismo y 
presidencialismo, el número de gobernadores en Yucatán exhibe cuán sometida 
estuvo la entidad a la voluntad del Presidente de la República en turno, quien podía 
poner o remover gobernadores a su arbitrio. 
El mandato de Cervera, personaje de intensa influencia y que estableció un férreo 
control en Yucatán, concluyó con el evento conocido como el “desacato”, estrategia 
mediante la cual pretendía imponer a los integrantes de un Consejo Electoral que le 
resultara favorable, aunque prevaleció la decisión del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación que incluso insaculó a quienes organizaron las elecciones de 
2001, en las que resultó electo el primer gobernador no priísta desde 1930, Patricio 
Patrón Laviada, postulado por Acción Nacional y una coalición de partidos. 
El gobierno de Dulce María Sauri (1991-1993) marcó en Yucatán el inicio de una 
etapa de despojo de tierras y territorios mayas. Nombrada gobernadora interina 
cuando era presidente Carlos Salinas de Gortari, llegó al gobierno de Yucatán a 
ejecutar el proyecto privatizador de Salinas que incluía el desmantelamiento del ejido. 
A su ilusión de ver “lleno de maquiladoras de Umán hasta Puerto Progreso” siguió la 
represión a campesinos despojados de sus derechos ejidales al tiempo que se 
modificaba el artículo 27 constitucional para dejar la tierra sujeta a la especulación y 
el mercado. 
Estos son algunos de los antecedentes inmediatos de la primera administración de un 
gobierno distinto al PRI en Yucatán. Resulta significativo que con una represión (25 
de junio de 1992) inicie el proceso de desmantelamiento del ejido yucateco y de 
despojo al territorio maya que, diez años después, continuó con un gobernador 
proveniente de un partido político distinto que también recurrió a la represión. 
Gobiernos de distinto signo partidista han supeditado sus decisiones a proyectos 
económicos que excluyen a la mayoría de la población o la contemplan únicamente 

                                                 
1 Graciliano Alpuche Pinzón (1982-1984), Víctor Cervera Pacheco (1984-1988), Víctor Manzanilla Schaffer 
(1988-1991), Dulce María Sauri Riancho (1991-1993), Ricardo Ávila Heredia (1993-1994), Federico Granja 
Ricalde (1994-1995), Víctor Cervera Pacheco (1995-2001). 
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como mano de obra. Que suponen natural la pobreza y la inequidad, fruto éstas de las 
decisiones tomadas.  
El contrainforme que presentamos para evaluar la gestión del primer gobernador de 
un partido político distinto al PRI parte de la descripción de las obligaciones de los 
Estados en materia de derechos humanos. A partir de esas obligaciones, y de las 
violaciones documentadas por este equipo, valoramos su gestión. 
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2. Obligaciones del gobierno en materia de derechos humanos2

¿Mandar obedeciendo? 
 
 

Los tratados internacionales de derechos humanos establecen obligaciones específicas 
para los Estados que los ratifican. 

La obligación de respetar implica la existencia de límites al ejercicio del poder 
estatal. El Estado no puede obstaculizar o impedir el disfrute de los derechos 
humanos y no puede fomentar que otros interfieran en el disfrute de los mismos. 
Por ejemplo, el Estado debe abstenerse de: aprobar leyes que vulneren derechos para 
beneficiar a unos cuantos; efectuar desalojos forzosos; torturar; detener 
arbitrariamente; practicar esterilizaciones sin el consentimiento de la persona; ejercer 
violencia de género; concertar acuerdos bilaterales o multilaterales con otros Estados 
o con otras entidades, como por ejemplo, las empresas multinacionales, sin tomar en 
cuenta las obligaciones con respecto al derecho a la salud o los derechos laborales; 
entre otras medidas. 
La obligación de proteger implica adoptar medidas que eviten que terceros 
(particulares o empresas), conculquen los derechos humanos; para esto el Estado debe 
prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos humanos y procurar, 
además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la 
reparación adecuada de los daños producidos por la violación de los derechos 
humanos. Esto incluye el deber de proveer recursos efectivos, sencillos y rápidos, o 
cualquier otro medio, que amparen a la persona de violaciones a sus derechos 
humanos. 
El Estado debe, por ejemplo: prevenir que las empresas violen los derechos laborales 
de los trabajadores mediante la legislación y desarrollar un sistema de justicia laboral 

                                                 
2 Tomado de la Agenda de la Red de Derechos Humanos Todos los Derechos para Todas y Todos, 2007 
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que proteja eficazmente los derechos de los trabajadores; adoptar leyes u otras 
medidas para velar por el acceso igual a la atención de salud y los servicios de salud 
proporcionados por terceros; emitir leyes, investigar y sancionar a empresas que 
contaminen el agua; promulgar leyes para proteger a los consumidores frente a 
productos alimenticios peligrosos o frente a medios de producción insostenibles; 
proteger a las mujeres contra la violencia y procesar a los autores de la misma; 
modificar el diseño de programas del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios 
y costumbres y otras prácticas basadas en la premisa de la inferioridad o superioridad 
de cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer 
que justifican o exaltan la violencia contra la mujer; o proteger el acceso de los 
Pueblos Indígenas a los recursos de agua en sus tierras ancestrales de toda trasgresión 
y contaminación ilícitas. 
La obligación de garantizar (satisfacer, cumplir, realizar) se refiere a que el 
Estado debe organizar todo el aparato gubernamental y en general, todas las 
estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de 
manera que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los 
derechos humanos. Así mismo, es el deber de satisfacer de manera plena el disfrute 
de los derechos humanos y adoptar todas las medidas necesarias (tributarias, 
legislativas, de gasto público, de políticas públicas, de reglamentación de mercados, 
de suministro de infraestructura) para garantizar a las personas y colectivos que se 
encuentren bajo su jurisdicción, los recursos y las oportunidades requeridas para 
satisfacer las necesidades básicas reconocidas como derechos humanos, en la medida 
en que las personas o colectivos no puedan satisfacerlas con sus propios medios.  
El Estado debe, por ejemplo: llevar a cabo un programa de reforma agraria para los 
grupos que carecen de tierra; adoptar una política nacional de salud que garantice el 
derecho a la salud de todas y todos; desarrollar un sistema de justicia independiente y 
eficaz, dotándolo de los recursos necesarios; facilitar recursos para que los Pueblos 
Indígenas planifiquen, ejerzan y controlen su acceso al agua; garantizar el acceso a la 
educación de calidad de forma gratuita a nivel primaria y secundaria; asegurar el 
acceso a una alimentación esencial mínima; garantizar el acceso a la vivienda, 
condiciones sanitarias básicas, y agua potable; incluir en las legislaciones internas 
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normas penales, civiles y administrativas que aseguren a las mujeres una vida libre de 
violencia; eliminar la trata de mujeres y prestar asistencia a las víctimas de la 
violencia derivada de la prostitución y la trata de mujeres. 
Sin embargo, la realidad nos señala que los Estados actuales no tienen como eje de su 
actuación la vigencia de los Derechos Humanos. Más bien han encaminado sus 
esfuerzos a propiciar las condiciones para la implementación de una economía 
globalizada, asegurando las mejores condiciones para su reproducción en detrimento 
de las personas (en sus recursos materiales y sus libertades), y en una dinámica de 
agotamiento y explotación de los recursos naturales.  
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3. Derechos económicos, sociales, culturales y ambientales:  

El derecho a vivir bien 
 

Los derechos económicos, sociales, culturales y 
ambientales (DESCA), reconocidos desde 1966 
por los países pertenecientes a la Organización 
de las Naciones Unidas como verdaderos 
derechos humanos, garantizan y aseguran a los 
ciudadanos y ciudadanas condiciones de vida, 
dignas y humanas. Es deber del Estado respetar, 
proteger y satisfacer el disfrute de estos 
derechos y debe sancionar a los servidores 
públicos que los violen, especialmente por 
omisiones culpables y por actos de corrupción. 
Su vigencia es de relevante importancia, pues 
tienen que ver con el derecho mismo a la vida y 
a las condiciones de la existencia. Solamente en 
un contexto que garantice condiciones de vida 
digna pueden ejercitarse plenamente los 
derechos civiles y políticos.  
El Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) 
firmado y ratificado por México, reconoce: “El 
derecho de toda persona a un nivel de vida 
adecuado para sí y para su familia, incluyendo 



aliment
condicio
perspectivas
Ser firmant
stos derech
s informes de los gobiernos estatales pocas

compromisos y en qué se traducen lo
El estado catastrófico en el que 
económicos, sociales y culturales al 
no les llame así el gobierno y se refie
los derechos como educación o salud
informes de gobierno como justif
situación y, la complejidad del proble
estado en la ambigua responsabilidad
Hubo un gran contraste entre el exa
sexto informe de gobierno, un mínim
pobreza en relación al país y la mode
este tema en el quinto informe5. 
                                                

ación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejoría continua de las 
nes de existencia”3. Este nivel de vida adecuado puede valorarse desde tres 

: la pobreza, la desigualdad y la exclusión social.  
e del PIDESC, como lo es nuestro país, impone obligaciones para que 
os sean protegidos y garantizados a toda la población. Lamentablemente e

lo  veces reportan el cumplimiento de estos 
s avances.  

se encontraba la vigencia de los derechos 
comenzar la administración 2001-2007 (aunque 
ra a la pobreza o enuncie en particular alguno de 
) ha sido tomado reiteradamente en los distintos 
icación de la imposibilidad de remontar esa 
ma fue utilizada para diluir los compromisos del 
 de toda la sociedad4. 
cerbado optimismo con el que se expresó, en el 
o avance respecto al lugar que ocupa Yucatán en 
rada cautela con la que el gobernador se refirió a 

 
3 Primer párrafo del artículo 11 del PIDESC 
4 “No hay fórmulas mágicas: sólo el crecimien
requieren para reducir y eventualmente acabar
responsabilidad es de toda la sociedad, no sólo gobernador en el quinto 
informe de gobierno. Agosto de 2006. 
5 “La pobreza y la desigualdad que todavía persi
los avances que se han logrado para reducirlas s
condiciones. No se trata sólo de destinar más 
problemas, se requiere desterrar la cultura del pa
sobre todo que la sociedad en conjunto asuma co
sólo porque es justo y deseable, sino porque senc
una economía que propicie la concentración de recursos y privilegios sin resolver la miseria y marginación de los 
más necesitados. La desigualdad es una realidad que debe cambiar no sólo por razones de justicia: o se modifica 
pronto y de manera sustancial, o el país no resistirá la presión.” Mensaje político del gobernador en el quinto 
informe de gobierno. Agosto de 2006 

to económico acelerado nos permitirá crear los empleos que se 
 con la pobreza y la marginación, no hay otro camino. La 
 del gobierno.” Mensaje político del 

sten en Yucatán han sido mi preocupación central. Por desgracia 
on limitados y muy lentos, porque esa es la naturaleza de estas 
recursos, que nunca son suficientes, para atender estos graves 
ternalismo, del mínimo esfuerzo, del conformismo. Se requiere 
mo propia la responsabilidad de cambiar ese estado de cosas, no 
illamente no es viable a largo plazo una sociedad tan desigual, ni 
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En el sexto informe de gobierno encontramos, sobre todo, un manejo estadístico a 
partir de indicadores que resultan  engañosos por diversas razones. Por una parte, 
porque no son consistentes. Mientras que algunos informes reportan esa ligera 

con datos de 2000), cuando ocupó la 

r hace dos décadas con el 

imos para cubrir su costo” . 
Las directrices de Maastrich7 especifican a qué se refieren con “obligaciones mínimas 

9... Por ejemplo, incurre prima facie en una 

movilidad a la que alude el sexto informe de gobierno, el informe sobre desarrollo 
humano del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo de 2006 (con datos 
de 2004) coloca a Yucatán, con respecto al ámbito nacional, en el lugar 20; un lugar 
menos que en 2004 (con datos de 2002), y 2002 (
posición 19. 
Por otra parte, estimaciones del Conapo basadas en el censo del INEGI de 2000 y de 
2005, respectivamente, mantienen a Yucatán en el mismo décimo primer lugar 
nacional, con un alto grado de marginación. Por otro lado, el aumento de la población 
que gana dos salarios mínimos, aun cuando es todo un indicador, no especifica que 
“El salario mínimo que entró en vigor el 1º de enero de 2006 alcanza para adquirir 
apenas 16 por ciento de lo que un trabajador podía compra
mismo sueldo; es la remuneración que ha sufrido el mayor, más grave y drástico 
deterioro de toda América Latina” y, según la Universidad Obrera de México “el 
salario mínimo en México sólo puede cubrir 27.7 por ciento de una canasta básica y 
se requieren al menos cuatro mín 6

esenciales” e incluso ejemplifica: “
violación del Pacto un Estado en el cual un número significativo de personas se ven 
privados de alimentos esenciales, atención básica de salud, habitación y vivienda 
mínima o las formas más básicas de la enseñanza”. 
De tal manera que, para valorar el respeto y la vigencia de los DESCA se requiere 
mirar de cerca a las comunidades más pobres, su nivel de vida, los servicios con que 
cuenta, el estado de sus viviendas, la solución de sus problemas de salud y educación, 
etc. Esta óptica no solamente arroja resultados concretos acerca del fenómeno de la 

                                                 
6 La Jornada. 2 de enero de 2006. El artículo puede consultarse en 
http://www.jornada.unam.mx/2006/01/02/032n1soc.php 
7 Establecen las obligaciones de los Estados en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
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pobreza, sino que nos permite, estableciendo comparaciones, plantear el problema 
estructural de la desigualdad y la exclusión en nuestro estado y mirar a todas aquellas 
personas que no ven garantizado ese derecho.  
Pero, además, como ha expresado de manera magistral el español José Ignacio 
González Faus: “No se puede olvidar que los llamados “derechos humanos” sólo son 
verdaderamente derechos “humanos” en la medida en que son derechos de todos. Y 
en la medida en que no puedan ser de todos, tienen más carácter de privilegios que de 
derechos”8.  
Así que, para evaluar el respeto y la vigencia de los DESCA en el sexenio del 
gobernador Patricio Patrón Laviada, hemos decidido partir del estudio de la situación 
de algunos municipios del sur del estado de Yucatán, donde es más lacerante la 
pobreza9. El cuadro resultante no es, desde luego, aplicable a todas las capas de la 
población yucateca, sino solamente a los mayas que viven en esa zona. Pero es 
suficiente, desde nuestro punto de vista, para evaluar los resultados del combate 
contra la pobreza dado que éste es, en palabras del mismo gobernador, el medidor 
fundamental del éxito o fracaso de su gestión.  
“Más allá de la cantidad de obras en escuelas, hospitales y carreteras, el gobernador 
Patrón Laviada recordó que su administración espera ser calificada por su capacidad 
de combatir la pobreza extrema y lo que hace por revertir los índices negativos que 
comenzaron a profundizarse a fines de la década pasada. Enfatizó que su gobierno 
trabaja para sacar de la pobreza extrema al mayor número posible de yucatecos y 
municipios, y únicamente así podrá cuantificarse el éxito del presente sexenio”10

                                                 
8 GONZÁLEZ FAUS José Ignacio, Paseo por la resurrección y la muerte (Sal Terrae, Santander 1981) p. 91 
9 Nos basaremos en el estudio de LOZANO CORTÉS M., "El sur de Yucatán, México. Pobreza extrema" en 
Observatorio de la Economía Latinoamericana, 58 (marzo 2006). M. Lozano Cortés es profesora-investigadora de 
la Universidad de Quintana Roo-Unidad Chetumal. Su estudio forma parte de un trabajo de evaluación que se le 
hizo al Programa Social Oportunidades, en el sur de Yucatán durante septiembre de 2004 a septiembre de 2005. El 

ede consultarse en http://www.eumed.net/cursecon/ecolat/index.htmestudio pu   
a, el 11 de agosto de 2004. Más tarde repitió lo 

culos para reforzar el Programa estatal de combate a la 

10 Declaraciones del gobernador en el Foro de combate a la Pobrez
mismo el 7 de febrero de 2006 cuando entregó 14 vehí
desnutrición: “Nosotros nos pusimos una tarea más difícil para ser medidos como buen gobierno y va a ser 
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Yucatán es uno de los estados más pobres de la República y, al mismo tiempo, uno de 
los estados del país que más concentración tiene de población indígena. La cuarta 
parte de los mayas se concentran en el sur del estado, en comunidades de los 

desigualdad: El derecho a un nivel de vida digna 

ara 1998 la inversión foránea estaba 

amas 
sociales como Oportunidades y Procampo. Un tercer elemento, aunque no produzca 

 relevantes, es el del urdido de hamacas o la costura, actividades artesanales 

municipios de Chacsinkin, Tahdziú, Tixméhuac, Peto, Tekax, Oxkutzcab, Akil y 
Tzucacab11. No nos limitaremos solamente a esta zona, pero sí haremos referencia a 
estos municipios en buena parte de esta evaluación.  
 
Pobreza y 
Con una población rural de hasta el 86.8%, los municipios del sur del estado viven 
una economía de subsistencia. El 80% de la población ocupada percibe un ingreso de 
dos salarios mínimos o menos. Consumen el maíz y frijol que ellos mismos siembran, 
manteniéndose la milpa como el centro de las actividades de la familia. Esta realidad 
se agrava cada vez más, al punto que una encuesta del Centro de Investigación y 
Estudios Superiores en Antropología Social (CIESAS) de 2004 refiere un descenso en 
la actividad milpera del 42.2% al 21.2%.  
La desatención del campo no es nueva. Ya p
dirigida a las instituciones financieras, restaurantes, hoteles y comercio12. Las cosas 
en este rubro no cambiaron en el sexenio que termina. Entre los “detonantes” de 
inversión económica del gobierno de Patricio Patrón Laviada, nunca estuvo el campo.  
La sobrevivencia de estas comunidades depende de dos elementos: la migración hacia 
algunos centros turísticos cercanos, las más de las veces para emplearse los varones 
como albañiles, y las transferencias de fondos federales a través de progr

ingresos

                                                                                                                                           
precisamente el combate a la pobreza, y en particular el flagelo mayor, la desnutrición y la desnutrición infantil”. 
www.criterios.com 
11 INEGI y CONAPO 2000. También GüEMEZ PINEDA Miguel (2003) “Consideraciones sobre la lengua 
maya en Yucatán”, Unidad de Ciencias Sociales, CIR/UADY, Mérida, Yucatán, Marzo de 2003. 
12 Cfr. CAPURRO Luis R. “Contrato social de la ciencia: combate a la pobreza en las comunidades rurales de 
Yucatán” noviembre-diciembre 1998. http://www.hemerodigital.unam.mx/ANUIES/  
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de las mujeres mayas de la zona. La emigración de los jóvenes a los Estados Unidos, 
a pesar de las restricciones del país del norte, sigue realizándose a través de redes 
familiares.  
Hacia el final del sexenio, hay en Yucatán todavía ocho municipios clasificados entre 
los 500 municipios más marginados de todo el país; Según los indicadores expresados 
con tanto optimismo en el sexto informe de gobierno, ocupamos el lugar número 14 
n la peor de las pobrezas, la pobreza alimentaria, con un 18.5 de su población en esta 

lto 

 Yucatán en el sexenio que termina.  

de los pobladores siguen siendo las mismas: cuando se requiere medicina 
especializada hay que dirigirse hasta la ciudad de Mérida para ser atendidos.  

 

e
dolorosa situación de no tener lo suficiente para comer. Ya la Oficina del A
Comisionado de la Organización de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
en México había recomendado, en su Diagnóstico sobre la situación de los Derechos 
Humanos en México (2004) al Estado Mexicano “definir y poner en práctica una 
política nacional de alimentación que fomente la producción para el mercado interno, 
reduzca la dependencia alimentaria y los niveles de desnutrición…”, así como 
también “diseñar y ejecutar un programa nacional de empleo digno…”13 Estas dos 
recomendaciones han sido desatendidas en
 
Hacemos los hospitales… y también a los enfermos:  
El derecho a la salud 
El derecho a la salud no se garantiza solamente con la construcción de hospitales. 
Uno de los éxitos que más exhibe el gobierno del estado en cuestión de salud es la 
construcción de varias unidades de atención hospitalaria. “Hemos construido más 
hospitales en seis años que los que se habían construido en sesenta”, reza la 
propaganda oficial, pagada con nuestros impuestos. Uno de esos hospitales se 
encuentra en la zona sur del estado, pero las quejas que pueden escucharse por parte 

Los servicios de salud de los municipios del sur del estado no tienen médicos 
permanentes, a veces pasan meses sin que los haya. En las localidades más pequeñas
                                                 
13 Diagnóstico sobre la situación de los Derechos Humanos en México (OACNUDH-México 2004)
recomendaciones 23 y 26 

, 
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solamente hay un centro de salud, sin acceso a medicamentos, y en otras ni siquiera 
eso. En ocasiones, la distancia que hay que recorrer para llegar a la unidad médica 
más próxima es de seis o siete kilómetros de camino en malas condiciones. Un 94.8% 

e a la 
tención de pacientes con Seguro Popular, muestra que tal afiliación no tiene más 

luación a nivel 
pobres aparecerán en las estadísticas como contando 

 mismo 

de la población no es derechohabiente de ninguna institución, por lo que solamente le 
queda recurrir a los servicios de salud públicos del gobierno del estado.  
Como seguimiento de una decisión política del gobierno federal se inició en Yucatán, 
durante el sexenio que termina, la afiliación de la población de escasos recursos al 
Seguro Popular. El Seguro Popular implica un reconocimiento de la pobreza y de la 
profunda desigualdad que existe en el estado, pues funciona para la población que se 
mantiene con el equivalente a dos salarios mínimos o menos. Pero además, ha venido 
a ser solamente un empadronamiento de la pobreza, dado que los lugares en que se 
presta el servicio del Seguro Popular son los mismos: el Hospital O’Horán y el 
Centro Materno Infantil, que ya prestaban este tipo de atención a las personas sin 
ningún otro tipo de seguridad social. Las deplorables condiciones de esos centros 
hospitalarios y el nulo crecimiento del personal médico dedicado expresament
a
objetivo que dar la apariencia de cubrir con un requisito de eva
internacional. Ahora, muchos 
con un seguro de salud con el que, en realidad, no cuentan. Se trata de maquillar la 
realidad, no de transformarla.  
El marco de pobreza que describimos en el apartado anterior está íntimamente ligado 
al fenómeno de las enfermedades que se presentan en el campo yucateco. En los 
últimos seis años las enfermedades relacionadas con la desnutrición sigue cobrando 
vidas: 161 en 2001, 187 en 2002, 166 en 2003, 162 en 2004, 175 en 2005 y 150 en 
2006, de tal manera que la muerte por causas relacionadas con la desnutrición ocupa 
entre el noveno y duodécimo lugar de la lista de causas de mortalidad. Lo
puede decirse de la muerte por anemia, que se ha cobrado la vida a más de quinientas 
personas a lo largo de este sexenio14.  

                                                 
14 Fuente: estadísticas de los Servicios de Salud de Yucatán, accesibles en su portal electrónico.  

33



Considerando estos datos puede afirmarse que la situación de los empobrecidos, 
generalmente indígenas mayas, en Yucatán no ha cambiado mucho en estos últimos 
años: muchos niños, mujeres y ancianos siguen muriéndose de enfermedades 
curables, de desnutrición y de otros factores que se considerarían ya superados por la 
modernidad.  
El gobierno de Yucatán no ha garantizado el respeto y disfrute del derecho a la salud, 
tal como está establecido en el Protocolo de San Salvador que, a la letra establece, en 
su artículo 10: “Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del 
más alto nivel de bienestar físico, mental y social”, lo que incluye “la atención 
primaria a la salud, entendiendo como tal la asistencia sanitaria esencial puesta al 
alcance de todos los individuos y familiares de la comunidad”.  
 
El sexenio de Patricio Patrón Laviada y el VIH/SIDA 
Mención especial merece el tema del VIH/SIDA en el estado. Yucatán es el tercer 
estado del país con mayor incidencia acumulada de casos de VIH/ Sida, sólo debajo 
del Distrito Federal y Baja California. Con un total de 3851 casos registrados desde 
1983 hasta septiembre de 2005, en Yucatán la incidencia acumulada (casos por cada 
cien mil habitantes) es de 135.15

El protocolo de San Salvador establece como obligación de los Estados parte “la 
satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo  y que por 

iendo las recetas marcadas con el sello de 
                                                

sus condiciones de pobreza sean más vulnerables.”16 Dos recomendaciones de la 
Comisión de Derechos Humanos del estado de Yucatán (CODHEY) fueron dirigidas 
contra el Gobernador del estado y el Director de los Servicios de Salud del Estado de 
Yucatán (SSY) por cuestiones relacionadas con el VIH/SIDA.  
El 21 de julio de 2004, el Oasis de san Juan de Dios A.C. interpuso ante la CODHEY 
una queja en contra de los Servicios de Salud de Yucatán por el desabasto de cinco 
medicamentos de los más utilizados para combatir el VIH/Sida. El Oasis de san Juan 
de Dios A.C. pudo demostrar, exhib

 
15 Fuente: Base de datos SSY hasta el 30 de septiembre de 2005. 
16 Artículo 10, inciso f 
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“PENDIENTE”, que hubo desabasto de dichos medicamentos durante casi un mes. 
En el trámite de la queja, la misma autoridad de salud reconoció tal desabasto, a pesar 
de que el Gobierno del Estado ha firmado un convenio con el Gobierno Federal en el 
que se garantiza la cobertura total de medicamentos antirretrovirales para la población 
que no tiene IMSS o ISSSTE.  

mo las terapias para 
ombatir el VIH/Sida son tratamientos que tienen que combinar varios 

IH/Sida puede sobrepasar los 

tamiento tan caro. Esta recomendación es muy 

El desabasto representa una situación grave para todo enfermo, pero de manera 
especial para los enfermos de VIH/SIDA por dos razones sencillas: la primera, 
porque los medicamentos que combaten el VIH/Sida y que son conocidos como 
“antirretrovirales”, exigen un apego estricto al tratamiento y no deben suspenderse ni 
un solo día. La segunda razón es el costo de los medicamentos. Algunos de los 
antirretrovirales llegan a costar hasta ocho mil pesos. Y co
c
medicamentos, el gasto de una persona que vive con V
15,000 pesos al mes… ¿quién puede sostener un gasto tan grande? Por estas dos 
razones señalamos que el desabasto de medicamentos antirretrovirales puede llegar a 
provocar un deterioro de la salud e, incluso, la muerte del paciente: por la resistencia 
que se crea en el organismo y por la imposibilidad económica de la mayoría de los 
pacientes para sostener un tra
importante por varias razones17. Aunque se refiere a algunas personas afectadas (los 
                                                 

17 La recomendación consta de los siguientes puntos:  
1. Se recomienda al Secretario de Salud del Gobierno del Estado de Yucatán, adoptar las medidas 

administrativas y operativas necesarias para garantizar de manera integral el derecho a la salud de los 
pacientes con VIH/Sida.  

2. Se recomienda al Secretario de Salud adoptar las medidas administrativas y operativas necesarias a fin 
de asegurar el abasto permanente de todos y cada uno de los medicamentos que se requieren para la 
debida atención de los pacientes con VIH/Sida en el Estado.  

3. Se recomienda al Secretario de Salud iniciar el proceso de control interno a fin de determinar si las 
formas de abastecimiento, entrega y recepción de medicinas en la farmacia del Hospital O’Horán se 
llevan a cabo de acuerdo a los principios contenidos en los artículos 1 y 4 de la Constitución.  

4. Se recomienda al Secretario de Salud iniciar el proceso administrativo de responsabilidades en contra de 
los servidores públicos responsables del desabasto de medicinas en el Hospital O’Horán.  

 en su caso a los servidores públicos responsables del 
dicinas en el Hospital O’Horán. 

5. Se recomienda al Secretario de Salud sancionar
desabasto de me
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pacientes cuyas recetas se exhibieron como parte del proceso de queja), la 
recomendación va a beneficiar a todos los pacientes de VIH/Sida que reciben 
tratamiento en la clínica especializada que funciona en el Hospital O’Horán. Es 
también significativo que una organización no gubernamental haya interpuesto esta 
queja, mirando más allá del interés de sus propios afiliados. También lo es que se le 

acuerdo suscrito por el Consejo de Salubridad General en el que se establecían 
disp , atención y control del VIH/SIDA. El 
pre e
prevenc
de l
imágen
La p m
de o
evitar gunda, 
man  
cam
en la m a CODHEY recomienda instruir y vigilar 

recuerde al gobierno estatal la responsabilidad que adquiere al firmar convenios con 
la Federación. No cabe duda que sólo la vigilancia de la sociedad puede ejercer 
presión sobre los gobernantes. El cuerpo de la queja da cuenta de cómo el Oasis de 
san Juan de Dios A.C. solicitó formalmente una copia del convenio firmado entre el 
Gobierno del Estado y la Federación, recibiendo solamente negativas de parte de la 
Secretaría de Salud. La tenacidad del Oasis lo llevó hasta solicitar el mencionado 
convenio ante el Instituto Nacional de Acceso a la Información (IFAI). Sólo así pudo 
conseguirlo.  
Ya hacia el final del sexenio, el gobernador del estado y el director de los SSY 
vuelven a recibir una recomendación de la CODHEY en materia de VIH/SIDA, 
fechada el 3 de enero de 2007. La recomendación se emitió a partir de una queja 
presentada por Carlos Méndez Benavides, presidente del Oasis de san Juan de Dios 
A.C., con fecha del 29 de diciembre de 2004, en la que acusaba al gobierno del estado 
por las malas prácticas de prevención en materia de VIH/SIDA que contravenían un 

osiciones obligatorias para la prevención
sid nte del Oasis de san Juan de Dios establecía en su queja que la política de 

ión del gobierno del estado era discriminatoria y creaba confusión y sentido 
cu pabilidad al usar expresiones como “game over”, figuras de calaveras, 

es del diablo rondando, etc.  
era recomendación de la CODHEY señala queri  las campañas publicitarias han 

inf rmar debidamente sobre las medidas de prevención en VIH/SIDA y deben 
confusiones que puedan derivar en actitudes discriminatorias. La se

da adoptar medidas operativas y administrativas para que en adelante las 
pañas preventivas se ciñan al Acuerdo del Consejo de Salubridad y a otras leyes 

ateria. Finalmente, en el punto tres, l
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al personal médico y administrativo para que las campañas de prevención se realicen 
en el marco de la tolerancia, el respeto a la diversidad y a la dignidad de las personas 
afectadas por el VIH/SIDA. 
La emisión de estas dos recomendaciones deja en claro que, tanto en materia de 
atención médica y clínica, como en el importante rubro de la prevención, 
obligaciones mínimas a las que el Estado está obligado en materia de una pandemia 
de tal trascendencia, el sexenio que termina deja mucho que desear.  
 
Al servicio de las empresas: El derecho a la educación 
Ha sido este sexenio el del auge de las escuelas privadas. Han surgido y se han 
consolidado instituciones de educación superior y universidades privadas, lo cual no 
es, en sí mismo,  criticable. Lo que sí, en cambio, resulta alarmante es que la 
obligación de garantizar el derecho a la educación por parte del Estado se haya 

una educación pragmática, concebida para dar 

limitado a los niveles básicos de primaria y secundaria, y eso sin mencionar la calidad 
de la educación, que al ser evaluada identifica los conocimientos de alumnas y 
alumnos con grados inferiores a los que cursan.  
Es cierto que hasta el momento la educación pública y gratuita se limita a estos dos 
niveles de forma obligatoria, pero también lo es que las acciones del estado en 
relación con la promoción de la educación superior dicen mucho acerca de sus 
opciones sociales y de sus prioridades. Fuera de la Universidad Autónoma de 
Yucatán,  casi la totalidad de la inversión del estado en materia de educación superior 
es de nivel tecnológico. Bajo la premisa de que los jóvenes, lo que necesitan es 
capacitación laboral, el estado ha rehuido ofrecer a las personas de menor ingreso 
económico, oportunidades educativas de contenido humanístico. La educación 
superior ofrecida por el Estado es 
trabajadores a la empresa privada. Esta situación es reconocida por la misma 
Secretaría de Educación que, en su lista de “debilidades” señala: “la oferta de 
programas de nivel superior se ha limitado a ciertas áreas del conocimiento”18.  

                                                 
18 Programa Estatal de Desarrollo. Situación actual del sistema educativo, en www.educacion.yucatan.gob.mx 
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La situación de la educación en la zona sur de Yucatán muestra también las 
deficiencias aún no superadas en los niveles educativos básicos. El porcentaje de 
analfabetismo en la población indígena sigue siendo alto. Ya para 2004, a tres años 

ctualmente, según un estudio de 2006, los municipios del sur del Estado de Yucatán 
alcanza un 

el derecho a la educación, tal como 

del ejercicio de la gestión gubernamental que ahora concluye, el 50 % de la población 
indígena mayor de 15 años no tenía la primaria completa y el promedio general de 
educación de indígenas mayas era de cinco años, cuando la media nacional era de casi 
siete19.  
A
tienen una escolaridad promedio de 5.3 años, cuando a nivel nacional se 
7.5. Lo normal en estas familias es cursar educación básica, aunque pocos la 
concluyen. Es difícil encontrar en la zona sur alguna persona maya con nivel de 
estudios superiores. En la mayor parte de los casos en que se deserta aún de la 
educación básica, se debe a los bajos ingresos familiares, lo que dificulta que los 
padres puedan sostener a hijos estudiando, y a que los niños y niñas deben trabajar 
desde pequeños para contribuir a la economía familiar.  
La situación antes descrita incumple la garantía d
lo reporta el Protocolo de San Salvador cuando señala que tanto la enseñanza 
primaria, secundaria y superior debe ser accesible a todos por cuantos medios sean 
apropiados y, en particular, por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita en 
todos los niveles20.  
 
Y las golondrinas se fueron también: El derecho al trabajo 
El gobierno del Estado apostó, desde el inicio del sexenio y como lo han hecho los 
gobiernos priístas que lo antecedieron en tres períodos inmediatos, al auge del trabajo 
maquilador para paliar el desempleo creciente, sobre todo en la zona henequenera. El 
dos de marzo de 2006, el Centro de Promoción y Defensa de los Derechos Humanos 
Laborales publicó un informe de lo que llamó “el derrumbe de la industria 

                                                 
19 Investigación de Cimac en el año de 2005. Disponible en su portal electrónico bajo el título “Pobreza, 
desnutrición y “descuido” minan a indígenas maya”.  
20 Protocolo de San Salvador, artículo 13. 
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maquiladora en el Estado”21. Del 2001, cuando se alcanzó la cifra máxima de 33 mil 
828 trabajadoras empleadas en las maquiladoras, a noviembre de 2005 se perdieron 
cinco mil 883 puestos. Sólo en el año 2005 cerraron doce maquiladoras. 
De acuerdo con cifras del INEGI, Yucatán comenzó 2005 con 88 plantas 
maquiladoras; durante cinco meses; febrero, marzo, abril, mayo y junio funcionaron 
87 plantas; en julio se fueron dos maquiladoras más para quedar en 85; en agosto se 
fue una más: 84; en septiembre se fue una más: 83; en octubre en Yucatán ya habían 

on frecuencia los derechos 

 sindicato). Costos de operación altamente competitivos, los 
uales, son en proporción, 50% menores que en los Estados Unidos. Acceso de 

o Japón y 

levado anclas a lo largo del año ocho maquiladoras para quedar en 80; y en 
noviembre sólo quedaban 72. Es decir que ya habían cerrado 12 maquiladoras. 
El reporte refiere que esta baja ocurre debido a circunstancias económicas y a la 
“amenaza China”. De hecho, una de las maquiladoras más emblemáticas, la conocida 
como Monty Industries, está ya desmantelando su planta para emigrar a ese país. Esta 
emigración de la industria maquiladora muestra que la opción por los capitales 
conocidos como golondrinos está destinada al fracaso, además que, como se ha 
documentado, la industria maquiladora suele violar c
laborales de sus trabajadores y trabajadoras. Esto ocurre a pesar de la amplia 
propaganda que la gestión del gobernador Patrón Laviada ha hecho de Yucatán como 
un paraíso para la inversión maquiladora, ofreciendo, entre otras cosas, 
“disponibilidad de mano de obra calificada y estable (bajos índices de rotación y 
ausentismo, 90% sin
c
mercado preferencial a casi un billón de consumidores (incluyend
Singapur), a través de la red global de tratados de libre comercio de México. 
Disponibilidad de terrenos. Paz laboral y social, siendo el índice de seguridad 
superior al nacional. Mínima contaminación industrial. Apoyo gubernamental. Tasa 
de desempleo abierto menor a la nacional. Disponibilidad de un importante puerto de 
altura que facilita el acceso a otros mercados”. No se tiene conocimiento de la 

                                                 
21 “Cerraron doce maquiladoras en Yucatán”, artículo publicado el 2 de marzo de 2006 en el portal de la agencia 

u portal electrónico www.criterios.comde información Criterios, y disponible en s .  
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alternativa que el gobierno del estado haya planteado para la absorción de la fuerza de 
trabajo, remanente del cierre de las empresas maquiladoras.  
Hay que reconocer, sin embargo, que el gobierno de Patrón Laviada ha alcanzado 

vance 

estado ha financiado a los empresarios para conseguir terrenos a bajo costo, mientras 
que los créditos a la vivienda de interés social son todo, menos ventajosos.  

algunas de sus metas más preciadas. A pesar de la emigración de la industria 
maquiladora, el INEGI informa que en el cuarto trimestre de 2006 el empleo en 
Yucatán aumentó el 5.8 %. Los rubros que mayor crecimiento tuvieron en su 
personal, según el mismo reporte del INEGI, fueron la agricultura, la ganadería y 
silvicultura, la industria de la construcción y la manufacturera. Además, se tiene que 
del cuarto trimestre de 2005 al cuarto trimestre de 2006 no sólo se registró un a
en el número de empleos, sino también en la calidad de éstos, ya que durante este 
periodo se registró una mejora en las remuneraciones percibidas por el personal 
ocupado22. De manera que la población que gana más de dos salarios mínimos se 
incrementó en este lapso en un 14.18 %, aunque dos salarios mínimos signifique aún 
un grado de pobreza insultante, ya que no bastan para satisfacer ni siquiera los 
requerimientos alimenticios de una familia.
 
Las casas del FONDEN: El derecho a la vivienda  
La promoción de vivienda en Yucatán durante este pasado sexenio, fue una de las 
ocupaciones más redituables para las empresas constructoras. No es de extrañar, por 
tanto, la felicitación de media plana dirigida al gobernador en los diarios locales, y 
financiada por las compañías constructoras. En efecto, el proyecto de Ciudad Caucel, 
los fraccionamientos recién abiertos en las orillas de la ciudad de Mérida y la 
vivienda de alto costo, entre la que destaca la construcción del Yucatán Country Club, 
han multiplicado la oferta de vivienda en casi todos los niveles. 
Este amplio programa de viviendas, sin embargo, no solamente favorece la 
concentración de población en la ciudad de Mérida, sino que además resulta un 
jugoso negocio para las compañías constructoras. Con dinero público, el gobierno del 

                                                 
22 Reporte difundido en Milenio.com con fecha 19 de febrero de 2007.  
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Quizá el escándalo mayor se ha dado en el despojo de tierras que ha sufrido el pueblo 
maya que vive en los alrededores de la capital del estado. Ejidatarios de Chablekal, 

ndo son jóvenes tienen más de un par 
ero los niños (as) y adultos solo tienen los que calzan y la mayoría son sandalias 

 mesa pequeña en 

tan con su baño lo 

                                                

Caucel, Oxcum y otros ejidos colindantes con la ciudad de Mérida, han vendido sus 
tierras a bajo precio para favorecer los intereses de los empresarios de la 
construcción. En muchos de esos casos, como en otra parte documenta con detalle 
este mismo informe, funcionarios al servicio del gobierno del estado han realizado 
bajo engaños esta compra-venta desventajosa para los mayas.  
En el sur de Yucatán, en cambio, otra es la situación. Cerca de 315 localidades, con 
un total de población de 113,133 habitantes, de los cuales 72,500 son maya 
parlantes23, viven en casas del mismo tipo de la de sus abuelos, esto es, de palos y 
huano, con cocinas compartidas con otras familias. La descripción de la vivienda de 
los mayas de esta zona habla por sí misma:  
“Sus pertenencias, son muy escasas; del cuarto de huano cuelga una hamaca, y está 
atravesado en el techo un palo donde cuelgan la ropa que es poca, algunas están 
remendadas; (en cuando a) el calzado, cua
p
de hule. En la cocina, tampoco hay mucho, dos o tres ollas, una
una esquina donde descansan algunos platos y jícaras, dos o tres bancos, un cántaro 
de agua de pozo, leña en otra esquina y en la otra, en el suelo, está la candela, con 
un comal de hierro al lado para las tortillas. El techo está atravesado por un palo 
donde cuelgan algunas vasijas para que los gatos no alcancen los alimentos que 
guardan… En el patio, que es amplio, hay gallinas que tienen su “corral” hecho de 
palos y huano, y algunas familias tienen en el patio un baño “casi nuevo”, dicen, 
que se los dio un Programa del gobierno. Las familias que cuen
mantienen en buen estado y lo usan. Sin embargo, existen varios poblados pequeños 
que no tienen baño y en el solar tienen una letrina. Se bañan en la cocina… Cuando 
llueve, todo se inunda y llena de lodo y los niños juegan en medio del lodo y la 
lluvia… Los avances tecnológicos no han llegado a las familias del sur de Yucatán, 
no tienen refrigerador, ni estufa, muchas familias carecen de un radio y más aún de 

 
23 Resultados del Censo. INEGI 2000 
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una televisión y ya no se diga teléfono, cuando los hay sólo existe uno en la tienda 
“Diconsa” o en la Unidad Médica. Muy pocos cuentan con una bicicleta, aunque ya 
casi en todos los poblados existe alguna camioneta o carro particular con redilas que 
sirve como transporte colectivo para ir a la cabecera municipal, aunque cuenta con 
pocos horarios, de manera que los jóvenes o niños (as) que acuden a la escuela 
lejos, se ven en dificultades y más aún cuando se presenta una urgencia médica”24.  
La única promoción de vivienda de que se tiene noticia en esta zona durante el 

ierto, políticamente capitalizado en las 

 

 
 

 
 
 
 
 

sexenio que termina, fue la construcción de los refugios anticiclónicos financiados 
por el Fondo Nacional de Desastres Naturales (FONDEN). Algunas familias, en 
efecto, cuentan con un cuarto de concreto, las más de las veces es fruto del 
programa de reconstrucción llevado adelante por el gobierno federal después del 
huracán Isidoro (2002), un programa, por c
elecciones de 2004. No obstante, puede constatarse que en muy pocos casos las 
familias usan ese cuarto como vivienda. Sirve más bien para almacenar maíz, hace 
las veces de bodega y sirve para resguardarse en las inundaciones.  
 
A manera de conclusión 
La persistencia de la pobreza, la desigualdad y la exclusión, violatorias de los
derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, constatan que la alternancia 
partidista en Yucatán y en México garantizó la continuación de un modelo económico
que mantiene a la mayoría de la población empobrecida y al servicio de una minoría,
perpetuando relaciones de dependencia y discriminación. 
La leve —y cuestionable— movilidad del lugar ocupado por Yucatán en el contexto
nacional en algunos indicadores de reciente construcción muestran que, contrario al
optimismo con el que el titular del ejecutivo leyó esos datos en el sexto informe de
gobierno, no se establecieron medidas encaminadas a revertir el empobrecimiento y
la desigualdad, sino apenas acciones que paliaron en un reducido porcentaje de la

                                                 
24 LOZANO CORTÉS M., "El sur de Yucatán, México. Pobreza extrema" en Observatorio de la Economía 
Latinoamericana, 58 (marzo 2006). 

 33



población, y de forma temporal, los efectos más devastadores del proyecto
económico. 
Las acciones asistenciales son ineficaces para resolver el problema de fondo. Y e
problema de fondo es, sí, la pobreza, la desigualdad y la discriminación. Pero lo es
también el proyecto de país y de organización social que motiva las acciones.  
Una persona que recibe una donación por parte de alguno de los programas 

 

l 
 

 
 
 
 
 

 
 

seguido, por su 
propio esfuerzo, lo que recibieron de 
regalo. Sus hijos serán parte de una 

sociales de todas las 

desigualdad y a fortunas obscenas y cada vez más públicas), sino que desmantele la 
injusta distribución de la riqueza y de las oportunidades.  

asistenciales (Oportunidades, Procampo, etc.) o a quien le construyen un piso de
cemento o un cuarto del FONDEN verá momentáneamente aliviada una carencia
suya. Pero su situación de fondo no cambiará. Los pobres del campo son una especie
a la que quisiera extinguirse (hace ya varios sexenios que la política agraria da
bandazos sin rumbo) y los pobres de la ciudad son la mano de obra barata que

sostiene un sistema de privilegios.  
Las personas que recibieron los
beneficios de un estado asistencial no
podrían haber con

cadena de pobreza que se extenderá 
por muchas generaciones, en tanto no 
haya acciones sociales concertadas 
que garanticen el respeto a los 
derechos 
personas. Para ello necesitamos un 
gobierno que no centre sus esfuerzos 
mejores en satisfacer las demandas de 
los empresarios, pretextando que con 

ello favorece la creación de empleos (aunque de paso contribuya al crecimiento de la 
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4. El derecho a la Justicia:  

Represión e impunidad 
 
 
 
La procuración de 
justicia y la seguridad 
pública en México han 
sido dos de los temas 
que más críticas, 

 33

observaciones y 
recomendaciones han 
generado hacia el 
Estado mexicano por 
parte de diversos 
actores nacionales e 
internacionales. 
Analistas, abogados, 
defensores y 
organismos de derechos 
humanos y 
universidades han sido 
coincidentes en señalar 

s ámbitos gubernamentales, 
 incluso de que en algunas entidades ya se han iniciado procesos para reestructurar el 

que el actual sistema de seguridad pública y procuración de justicia es ineficaz, pues 
no resuelve las necesidades de las víctimas del delito ni de los procesados y genera 
graves violaciones a los derechos humanos.  

 pesar de que esta situación se ha reconocido en diversoA
e



maltrecho sistema penal25, Yucatán perdió, en e
estableciendo, junto con la sociedad, las pautas 
de las institucion
No sólo no hubo

ólo en el últim
arte de la Secretaría de protección y Vialidad del estado y la Procuraduría de 
usticia. Estos hechos indican no sólo una disfuncionalidad en los órganos encargados 

 yucatecos, sino una utilización facciosa de los 
de consolidar un proyecto de gobierno que benefició a 

l interés general de la población.  
e la vigencia de los derechos civiles en relación con el 

anos encargados de brindar seguridad y justicia a la 
a en algunos aspectos fundamentales característicos 
que este Equipo de Derechos Humanos pudo 

stos seis años. Son pautas que fueron fortaleciéndose 
dministración de Patrón Laviada y que tuvieron su punto 

o año de su gobierno, caracterizado por un creciente 
tores de la población, y por el actuar autoritario del 

cer frente, generalmente a través de la fuerza pública, a la 
s por dichos sectores.  

petuada 

e el deber de evitar y combatir la impunidad, 
ha sido definida como “la falta en su conjunto de 

stos seis años, la oportunidad de ir 
que permitieran un reforma a fondo 

es encargadas de brindar seguridad y procurar justicia en el estado.  
 avance en este tema, sino que incluso podemos hablar de retroceso. 
o año se pudieron documentar tres hechos graves de represión por S

p
J
de brindar seguridad y justicia a los
cuerpos policíacos en aras 
unos pocos por encima de
Para hacer un balance d
funcionamiento de los órg
población, este apartado se centr
de la administración saliente 
documentar a lo largo de e
conforme fue avanzando la a
de mayor expresión en el últim
descontento de diversos sec
ejecutivo al momento de ha
distintas demandas expresada
 
A) Impunidad heredada y per
 

…el Estado tien
que 
investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena 
de los responsables de las violaciones de los derechos 
protegidos por la Convención Americana (Corte 

                                                 
25 En Chihuahua ha entrado ya en vigor un sistema de justicia de corte acusatorio y juicios orales, y en Nuevo 
León, Oaxaca y el Estado de México también se han iniciado procesos similares aunque menos logrados.  
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Interamericana de Derechos Humanos Caso Ivcher Bronstein. 
Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74, párr. 186  

 
El gobierno de Patricio Patrón Laviada llegó con la responsabilidad de solucionar 
casos que se habían cometido en la administración anterior y que implicaban graves 
violaciones a los derechos humanos. Quizá dos eran las situaciones más 
paradigmáticas sucedidas durante el sexenio de Víctor Cervera Pacheco que exigían 
del gobierno entrante una atención inmediata: el de la Escuela Social de Menores 
Infractores y el de Don Ricardo Ucán Seca.  
 
La Escuela de Menores Infractores 
En el primer caso, familiares de adolescentes internos en la Escuela Social de 
Menores Infractores denunciaron, en julio de 2001, la comisión de graves violaciones 
a los derechos humanos cometidas por diversos funcionarios de esa institución, 
principalmente por la entonces Directora de la Institución, la Dra. Rocío Martell. La 
Dra. Martell utilizaba como métodos de castigo en contra de los menores internos 
diversos tipos de humillaciones y amenazas que implicaban tratos crueles, inhumanos 
y degradantes e incluso tortura psicológica: los encerraba en celdas de condiciones 
inhumanas, los dejaba varios días sin comer, vestía a los varones de mujer y los 
amenazaba con inyectarles sangre contaminada de VIH. Incluso, y a raíz de la 

spección realizada por visitadores de la Comisión Nacional de los Derechos 
 situaciones de abuso sexual y 

esapariciones de menores.     
El 23 de abril de 200
queja presentada por
institución pública de
Laviada, entre otras c
decir que se promo
servidores públicos responsables de las violaciones a derechos humanos cometidas en 

in
Humanos (CNDH), se llegaron a mencionar
d

2, la CNDH emitió la recomendación 10/2002 derivada de la 
 Indignación el 23 de julio de 2001. En dicho documento la 
 derechos humanos recomendaba al gobierno de Patricio Patrón 
osas, la investigación administrativa y penal de los hechos, es 
vieran las sanciones respectivas hacia los servidores y ex 
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perjuicio de adolesce
salvaguarda de los me

 pesar de la recomendación el gobierno del estado se mostró apático desde un 

ntes internos en la Escuela Social, además de recomendar la 
nores internos en la Escuela Social26.  

A
principio a realizar las acciones tendientes para investigar y sancionar los hechos, tan 
es así que el 25 de junio de 2002, Indignación dirigió una carta al entonces 
procurador Miguel Ángel Díaz Herrera en la cual expresaba su alarma en virtud de 
que dicho funcionario atribuía a la cerrazón de los testigos el nulo avance de las 
                                                 
26 PRIMERA. Gire instrucciones a quien corresponda para que se realicen las gestiones necesarias a fin de que 

sen las violaciones a los derechos humanos de los niños y niñas internos en la Escuela de Educación Social para 
señaladas en el cuerpo de la presente recomendación, y 

 cuenten con lugares adecuados para albergar a los menores víctimas de 

del estado de Yucatán, en las que se establezcan claramente las infracciones, las sanciones y los procedimientos 
para su aplicación. Dichas sanciones, bajo ninguna circunstancia deberán de ser de carácter corporal. 

ce
Menores Infractores del estado de Yucatán, 
particularmente que se realicen las acciones necesarias para cumplir con la Ley para el Tratamiento y Protección 
de los Menores Infractores de esa entidad federativa.  
SEGUNDA. Dé vista al órgano de control interno correspondiente, a fin de que se inicie una investigación para 
determinar la responsabilidad administrativa en que pudiesen haber incurrido los servidores actuales y los 
exservidores públicos de la Escuela de Educación Social para Menores Infractores, del Consejo Tutelar de 
Menores Infractores, de la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia y de la Procuraduría General de 
Justicia, instituciones todas del estado de Yucatán, que estén involucrados en las violaciones a derechos humanos 
descritas en el cuerpo de la presente recomendación, así como por el hecho de que se incumplieron las medidas 
cautelares dictadas por esta Comisión Nacional, no obstante haberse aceptado. 
TERCERA. Dé vista al procurador general de justicia del estado, para que inicie la investigación correspondiente 
respecto a las conductas referidas y, en caso de existir probable responsabilidad, se ejercite la acción penal contra 
los servidores actuales y exservidores públicos de las instituciones señaladas en el punto de recomendación 
anterior, que por su participación en las mismas se considere han cometido delitos, e informe de ello a esta 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
CUARTA. Se realicen las acciones necesarias para que la Procuraduría General de Justicia del Estado y el Sistema 
para el Desarrollo Integral de la Familia,
delitos, de violencia intrafamiliar y desamparados, respectivamente. 
QUINTA. Instruya a las autoridades de la Escuela de Educación Social para Menores Infractores, para que en lo 
sucesivo no se permita el ingreso de menores que no estén a disposición del Consejo Tutelar de Menores 
Infractores. 
SEXTA. Gire instrucciones a fin de que se tomen las medidas necesarias para proporcionar una adecuada atención 
médica a los menores internos de la Escuela de Educación Social para Menores Infractores del estado de Yucatán, 
y se prohíba el uso indiscriminado de medicamentos para controlar problemas de conducta. 
SÉPTIMA. Se expida, a la brevedad posible, el Reglamento Interno y demás disposiciones aplicables que rijan 
todas y cada una de las actividades que se desarrollen en la Escuela de Educación Social para Menores Infractores 

33



investigaciones. De igual manera, en la Glosa ciudadana del primer informe de 
gobierno se le señalaba al gobierno que:  
 

El caso de la Escuela Social para Menores Infractores pareciera exhibir una 
especie de fascinación por la impunidad. Es incomprensible que continúen en 
sus cargos personas cuya participación en irregularidades quedó plenamente 
comprobada al constatarse que internaron en la Escuela Social a niños y 
niñas víctimas de delitos. También continúan en sus cargos personas que 
trabajan en la Escuela Social y que fueron cómplices de los tratos crueles 
infligidos a los niños y las niñas internos o participaron en ellos27.    

   
La impunidad persistió durante todo el año 2002, tan es así que, en el segundo 
informe de Gobierno, Indignación, al dirigir al gobernador diversos cuestionamientos 
sobre varios temas de derechos humanos, al referirse al caso de la Escuela Social de 
Menores, preguntó: 

… 
2. El punto 4 de la recomendación 10/2002 (“Que se realicen las acciones  
necesarias para que la Procuraduría General de Justicia del Estado y el 
Sistema de Desarrollo Integral de la Familia cuenten con lugares adecuados 
para albergar a menores víctimas de delitos, de violencia intrafamiliar y 
desamparados, respectivamente”),permanece sin cumplirse. ¿Qué acciones se 
están realizando para dar cumplimiento a este punto de la recomendación? 
¿Dónde albergan actualmente a menores víctimas de delitos?¿Dónde a 
menores víctimas de violencia intrafamiliar? ¿Dónde a menores 
desamparados? 
3. ¿Qué procedimientos se han iniciado contra funcionarios de alto nivel de 
la administración  pasada que tuvieron responsabilidad en las violaciones 
descritas en dichas recomendaciones?... 

 
                                                 
27 La glosa ciudadana del Informe. De súbditos a ciudadanos. Revista el Varejón núm. 38. Agosto de 2002.  
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A pesar de la insistencia para que fueran castigadas las graves violaciones a los 
derechos humanos cometidas durante la administración de Rocío Martell en contra de 
dolescentes internos en la Escuela Social, nunca se investigó ni sancionó a los 

respon
durante
mencio
Justicia
con la 
que pe
que sal

a situación permitió que el proceso penal instaurado en contra de la Dra. Martell se 

 años de estos 

 y 

o el entonces Secretario General de 
                                              

a
sables. Si bien es cierto que la ex Directora fue sometida a proceso penal, 
 el mismo se cometieron una serie de irregularidades que impidieron que la 
nada ex funcionaria fuese sancionada. Efectivamente, la Procuraduría de 
 no sólo permitió que los adolescentes víctimas de los malos tratos se carearan 
Dra. Martell, sino que ni siquiera estableció mínimas medidas de protección 
rmitieran a los menores confrontarse con su victimaria en mínimas condiciones 
vaguardaran su seguridad e integridad psicológica28.  

Es
prolongara y diluyera. En su columna del martes 4 de mayo de 2004, Raúl Lugo 
recordaba que:  

… 
Han pasado ya 
dos
acontecimientos. 
Los procesos 
judiciales que 
derivaron de la 
recomendación de 
la CNDH aún no 
concluyen…El 
interés por el caso 
se ha desinflado
no sabemos ya cuando concluirán sus tiempos jurídicos. En ningún momento 
del proceso han sido, hasta ahora, citados para comparecer los funcionarios 
públicos de mayor responsabilidad com

   
28 Tal como en su momento se consignó en el boletín de prensa del 12 de noviembre de 2003 emitido por 
Indignación: Careos Infantiles: el caso de la Escuela Social de Menores Infractores.  
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Gobierno, o el propio ex Gobernador, Víctor Cervera Pacheco, hoy flamante 
candidato a la alcaldía de Mérida, para que las autoridades judiciales 
investiguen  su responsabilidad en las violaciones a los derechos humanos y 
en los delitos cometidos contra niños y niñas internos en la Escuela Social de 
Menores Infractores29. 

 
El caso de las violaciones a derechos humanos cometidas en contra de adolescentes 
internos en la Escuela Social de Menores Infractores quedó en la impunidad, al 
menos por lo que respecta al gobierno de Patricio Patrón Laviada. La ausencia de 
voluntad política y la nula acción de la representación social generaron que el caso se 

olescentes. Todavía, en abril de 2006, cuatro años después de haberse 
emitido la recomendación de la CNDH, Indignación señalaba en un boletín que:  
 

enes se atrevieron a denunciar las violaciones a los 
menores documentadas y exhibidas en la recomendación 

sufrimiento de quienes estuvieron sometidos a tratos 
gradantes parecen haber sido en vano. Hoy persisten 

mpiden sancionar a los violadores de derechos humanos 
s derechos de la infancia en Yucatán. 

e emitida la recomendación, a casi cinco años de denunciados 
NDH, el Equipo Indignación lamenta profundamente la 

tado para garantizar a las niñas y niños de Yucatán el 
rechos30.    

 

           

diluyera en los tribunales. A pesar de la existencia de pruebas e incluso de una 
recomendación de la CNDH  no se sentenció a ninguno de los responsables  de estos 
delitos contra ad

La valentía de qui
derechos de los 
10/2002 de la CNDH, el 
crueles, inhumanos y de
las condiciones  que i
y ponen en riesgo lo
… 
A cuatro años d
los hechos ante la C
incapacidad del Es
pleno respeto a sus de

                                      
29 Diario de Yucatán, 04 de mayo de 2004. 
30 Comunicado del Equipo Indignación de fecha 28 de abril de 2006. La urgente lucha contra la impunidad. El 
caso de la escuela social de menores infractores.  
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El caso de la Escuela 
Social de Menores 
Infractores demostró que 
para gobierno de Patrón 
Laviada no era prioritario 
atender violaciones a 
derechos humanos 

n de 
cibir por parte del Estado por su grado de vulnerabilidad. Esta desatención hacia la 

niñez p
final 
constit
reform
finalida
Infract
 
Ricard
El caso
actual 
derech con la que actuó a lo largo de su gobierno.  
El día 05 de junio de 2000, Ricardo Ucán Ceca privó de  la  vida  con  su  escopeta a  

ste, invadiendo su terreno, se disponía a agredir con 

e  puesto a disposición de la Agencia 12 del 

cometidas en 
administraciones 

anteriores. La impunidad 
en este caso guarda 
especial gravedad, puesto 
que las víctimas 
involucradas fueron 

niños, niñas y adolescentes, uno de los sectores que mayor protección debiera
re

or parte del gobierno de Patrón Laviada se vio confirmada también hacia el 
de la administración al no establecerse, en los tiempos previstos 
ucionalmente, el Sistema Integral de Justicia para adolescentes derivado de la 
a al artículo 18 de la Constitución Federal, y, que entre otras cosas, tiene como 
d erradicar situaciones como las acontecidas en la escuela Social de Menores 

ores del estado.  

o Ucán 
 de Ricardo Ucán es una de las expresiones más claras del desinterés de la 

administración por la situación de personas a las que le han sido violados sus 
os humanos y de la discriminación 

Bernardino  Chan  Ek  cuando  é
un  arma de fuego a su esposa e hijas, es decir, fue un acto de  legítima defensa. A  
raíz de  este hecho, don Ricardo  fu
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Ministerio Público  del Fuero  común  con  sede  en Tekax, Yucatán,  en  donde,  a  
pesar  de  ser  maya  monolingüe,  no  contó  con  traduc
declaración y le permitiera  explicar el contexto en el cual  s
Durante todo el proceso se le violó el derecho a una d
defensora de oficio omitió presentar   las  pruebas  que
Ricardo  actuó  en defensa de  su vida y  la de  su  familia 
instancias subsecuentes convalidaron las violaciones  com
Ricardo Ucán. A partir  de su puesta a disposición del M
momento  en  que  se  agotaron  todas  las  instancias  jud
Ucán le fue violado el derecho al  debido  proceso  y  diversos  dere
en el Convenio 169 de la Organización Internacional del  T
consecuencia, también una violación al derecho a no  ser d
su pertenencia a un grupo indígena.   
A pesar de que las violaciones a los derechos humanos 
Ricardo Ucán iniciaron en la administración anterior, y no

 Yucatán (CODHEY) y que entre otras cosas señalaba a la 
rocuraduría la necesidad de investigar al Ministerio Público y a quienes, dentro de la 

ultaran responsables de estas violaciones31. En esa ocasión, al 

tor que le auxiliara en su 
ucedieron  los hechos.  
efensa  efectiva, pues la 
  demostraban  que  don 
y  tanto  el  juez como las 
etidas en agravio de don 
inisterio Público, hasta el  
iciales internas, a Ricardo 

chos establecidos 
rabajo (OIT), habiendo, en 
iscriminado por  razón de  

cometidas en perjuicio de 
 obstante que buena parte 

de estas fueron cometidas por el Poder Judicial del estado, el gobierno de Patricio 
Patrón no efectuó ninguna medida tendiente a resarcir los daños que se generaron a lo 
largo del proceso que se le siguió. No sólo eso, sino que su administración se negó a 
sancionar a los responsables de las graves violaciones a derechos humanos cometidas 
en perjuicio de don Ricardo.  
Ejemplo de lo anterior fue la respuesta que el Procurador del estado dio a la 
recomendación 40/2003 que en su momento emitió la Comisión de Derechos 
Humanos del estado de
P
institución, res
responder al informe de la CODHEY, el Procurador argumentó que: 

                                                 
31 Las recomendaciones de la CODHEY dirigidas a la Procuraduría 
 General de Justicia fueron las siguientes:  
CUARTA.-SE RECOMIENDA al Procurador General de  Justicia del Estado  instruir al personal que conforma  
la  Agencia  Décimo  Segunda  Investigadora  del  Ministerio  Público a fin de que apliquen en su desempeño a las 
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…además de que del contenido del aludido numeral indicado (artículo 45 de 
la Ley de la CODHEY) no aparece  la facultad concedida a la citada 
Comisión, para  enderezar  formalmente  queja  alguna  en  contra  de  

da en contra del Juez Mixto y de  los Familiar 

ninguna  autoridad  contra  la  cual  se  hubiere  interpuesto   la  queja  en  
agravio  de  persona  alguna,  ya  sea que el agraviado sea el propio quejoso, 
o en su  defecto,  sea una  intérposita  (sic.) persona, es decir,  que en el caso 
específico de la ciudadana Donaciana  Chan  Chel  que  interpuso  la  queja  
en  agravio  del  señor Ricardo Ucán Seca, lo  fue únicamente en contra  de la 
Defensora de Oficio, adscrita al Juzgado  Mixto  y  de  lo  Familiar  del  
Segundo Departamento  Judicial del Estado, con  residencia en el Municipio  
de  Tekax,  Yucatán  pero  en  ningún  momento  dicha  queja  fue  instada en  
contra del  entonces Titular de  la Agencia Décimo Segunda del Ministerio 
Público y  menos fue promovi
del Segundo Departamento Judicial del  Estado;  lo que  significa 
indudablemente que  la Comisión  Estatal de  los Derechos Humanos  se 
excede  en sus atribuciones al enderezar una queja en contra  de servidores 
públicos que ni siquiera se mencionaron  en la queja se trata.    

                                                                                                                                           
directrices  nacionales e internacionales relativas a las garantías  judiciales de las personas pertenecientes a grupos  
indígenas.   
QUINTA.- SE RECOMIENDA al Procurador General de  Justicia del Estado adoptar las medidas administrativas 
y  operativas  necesarias  para  que  en  la  Agencia  Décimo  Segunda del Ministerio Público  exista personal 
adscrito  que domine  la  lengua maya, a  fin garantizar a  los  integrantes de dicha etnia el debido acceso a la 
procuración  de justicia.   
SEXTA.-  SE  RECOMIENDA  al  Procurador  General  de  Justicia del Estado DOCUMENTAR LA 
RESPONSABILIDAD  en la que incurrió el Titular de la Décima Segunda  Agencia del Ministerio Público, al 
abstenerse de proveer  de  traductor  y defensor  de  oficio  bilingüe  al  inculpado  Ricardo Ucán Seca al momento 
de emitir su declaración  ministerial,  tomando  en  consideración  que  la  actitud  de  dicho  servidor público,  
trascendió a  la  sentencia condenatoria  definitiva dictada por el Poder Judicial del Estado 
SEPTIMA,-  SE  RECOMIENDA  al  Procurador  General  de Justicia del Estado SANCIONAR de conformidad 
con  la  normatividad  respectiva  al  Titular  de  la Décima  Segunda  Agencia del Ministerio Público, por no 

veer de  traductor  y  defensor  de  oficio  bilingüe  al  inculpado Ricardo  Ucán  Seca  al  momento  de  emitir  
nismo   ha  determinado  tal  omisión  como  

OS HUMANOS. 

pro
su  declaración  ministerial, tomando en consideración que este Orga
una  VIOLACIÓN  GRAVE LOS (sic.)DERECH
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…  

   
Es de
respon
derech
argume
derech
pesar d
Ministe
“mater
Ministe
hacía  
funcion
de  hacer  efectivos  los  derechos  al  debido proceso.  

 pesar de ello y de la insistencia de 

En mérito de lo anterior, es incontrovertible la improcedencia  de las 
recomendaciones formuladas en  contra de la  Institución que  representa el 
suscrito,  marcadas con los números 6ª y 7ª   

cir, que a criterio del Procurador, la causa principal para negar la 
sabilidad de la Procuraduría   de  Justicia  en  las  graves  violaciones  a  los  
os  humanos cometidas en perjuicio de don Ricardo, no la constituyeron 
ntos ni pruebas que evidencien  que  el Ministerio  Público  actuó  apegado  a  

o,  sino el ejercicio arbitrario de  la CODHEY al  imputarles  responsabilidad a 
e no haber  sido  señalados por  la quejosa. Además de que el Agente  del 
rio Público adscrito a la Agencia Décima  Segunda  ya  había  fallecido  y  era  

ialmente   imposible” sancionarlo.  Es cierto que el fallecimiento del 
rio Público  responsable  de  las  violaciones  en  perjuicio  de  don  Ricardo 

imposible  su  sanción, pero  lo que no  se  extingue  con  la muerte de  dicho  
ario  público   es  la  responsabilidad  institucional  que  la Procuraduría   tiene  

Por tanto, ninguna de las autoridades dependientes del Ejecutivo fueron sancionadas. 
Tan es así que Blanca Segovia, quien fungió como Defensora de Oficio de Ricardo 
Ucán y una de las principales responsables de las violaciones a derechos humanos 
cometidas en su contra, sigue ejerciendo como defensora en los Juzgados de lo 
Familiar de Tekax.  
La impunidad perpetuada en este caso por el gobierno de Patricio Patrón también se 
vio reflejada en su inacción para establecer medidas que repararan las violaciones a 
los derechos humanos que derivaron en la injusta condena de Ricardo Ucán. Cuando 
menos en dos ocasiones durante su mandato se le insistió en la necesidad de impulsar 
las medidas necesarias para otorgar el indulto a don Ricardo. En la última de ellas, 
recibió incluso una carta directa del Relator Especial de Naciones Unidas para los 
Derechos y las libertades fundamentales de los indígenas, en la cual se le instaba a 
establecer medidas que beneficiaran no sólo a don Ricardo, sino a cualquier indígena 
maya que se encontrara en una situación similar. A
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diverso
impuls as violaciones 
a derechos humanos cometidas en perjuicio de don Ricardo, a pesar de que esta 
petició
nacion
Ante la  el gobernador respondió con el 

encio.  La reparación de las violaciones cometidas desde diversos ámbitos en 

s organismos estatales, nacionales e internacionales, el Ejecutivo nunca 
ó la reforma necesaria para establecer el indulto ni para resarcir l

n estuvo avalada por más de 800 firmas ciudadanas y múltiples organismos 
ales de derechos humanos32.  
s constantes peticiones de solicitud de indulto

sil
contra de indígenas mayas no fue una prioridad para este gobierno.  
 
B) Impunidad generada en la actual administración y uso 
faccioso de las instituciones 
El gobierno de Patricio Patrón Laviada dio a conocer, en agosto de 2005, un proyecto 
de reordenamiento urbano denominado “Metropolisur”. Este proyecto tenía como eje 
central la construcción de un nuevo aeropuerto, bajo el argumento de que el actual era 
el causante de la pobreza en la que viven los habitantes del sur de la ciudad de 
Mérida. Al mismo tiempo se fueron desarrollando otros megaproyectos impulsados 
desde el Ejecutivo en diversas Comisarías de Mérida y Umán cuya finalidad era la 
puesta en marcha de grandes negocios con fines ajenos al interés general.  
Para la ejecución de estos proyectos, el ejecutivo inició un proceso de compraventa 
de terrenos ejidales, a través de intermediarios que pagaban a precios muy bajos las 
tierras de los campesinos. Si bien es cierto que en la mayoría de los casos los 
campesinos aceptaron los pagos, hubo cuando menos dos experiencias de resistencia 
que fueron desarticuladas por el Ejecutivo a través de una represión 
institucionalizada.  
Estos casos fueron el de las Comisarías de Caucel en Mérida y de Oxcum en Umán. 
En ambos, los campesinos se organizaron e iniciaron una movilización que pretendía 
cuestionar públicamente el proceso mediante el cual el ejecutivo del estado se había 
apropiado de sus tierras.  
                                                 
32 Un estudio detallado del caso de Ricardo Ucán Seca se encuentra en el Informe especial sobre el caso de 
Ricardo Ucán Seca “Los agravios” disponible en: www.indignacion.org  
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Ciudad Caucel 
En el caso de Caucel, cuyos ejidatarios se oponían a la  venta de terrenos para la 
construcción de las diversas etapas del fraccionamiento “ciudad Caucel” el estado 
utilizó la vieja práctica de criminalizar un movimiento campesino que iba adquiriendo 
cierta fuerza y que amenazaba con ser un obstáculo para la implementación del 
proyecto de construcción de viviendas.   

a trabajos para el 
oyecto de Ciudad Caucel. La manifestación congregó a cerca de 100 personas. 

cuando 
llegaron al lugar cerca de quince unidades 

Vialidad y, 

En este contexto, el 13 de julio de 2006 fueron detenidos 38 campesinos mayas que 
participaban en una manifestación frente a maquinaria de la COUSEY (Comisión 
Ordenadora del Uso del Suelo en el Estado de Yucatán) que realiz
pr
Familiares de los detenidos afirman que alrededor de las once de la mañana, 
ellos se retiraban de la manifestación, 
antimotines de la policía y comenzaron a detener a los varones. Detuvieron a 38 
personas, incluyendo a un niño (al que dejaron libre al llegar al edificio que ocupa en 
Mérida la Secretaría de Protección y Vialidad) y a una mujer, doña Alicia Canul, 
quien preocupada 
por la salud de su 
padre dijo que si se 
lo llevaban a él, 
también se la 
llevaran a ella. 
Los policías 
llevaron a todos los 
detenidos hasta el 
edificio de la 
Secretaría de 
Protección y 

alrededor de las 
cinco de la tarde del 

 33



mismo día, los trasladaron al edificio de la Procuraduría de Justicia del Estado y el 
expediente se inició en la Agencia Receptora Número 1 del Ministerio Público. 

 pesar de que los campesinos salieron en libertad en el lapso de 48 horas, la 
 Justicia mantuvo abierta las indagatorias, en una clara actitud de 

án Yucatán, los terrenos comprados por el 

 era evitar que los trabajos del proyecto Metropolisur que se 
uaran. Dos de ellos, Idelfonzo Dzul García y Gonzalo García, 
eres del grupo de campesinos que se oponen a la ejecución de 
.  Además de las detenciones, los policías agredieron a otra 

se encontraban en el plantón.  
es le siguió la incomunicación en la SPV y posteriormente en las 

ría, de donde fueron consignados  al Juez segundo de 
determinó su libertad por falta de elementos para procesar. A 
se les siguió proceso en el orden federal, mismo que hasta la 

 

A
Procuraduría de
advertencia para evitar que los campesinos detenidos persistieran en sus denuncias, 
bajo la amenaza velada de que las indagatorias podrían reactivarse33.  
 
Oxcum 
En el caso de Oxcum, Comisaría de Um
gobierno al Comisario Ejidal  forman parte del citado proyecto de Metropolisur, cuyo 
eje central es la construcción de un aeropuerto. En esta comisaría, varios campesinos 
afectados por la venta de terrenos denunciaron públicamente que ésta había sido 
ilegal, pues el Comisario las autorizó sin que existiera un acuerdo de la Asamblea. 
Esta situación dio pie a que los ejidatarios inconformes realizaran diversas 
manifestaciones llegando incluso a impedir el trabajo de la maquinaria que se está 
usando en los terrenos en litigio.  
En este contexto, el 6 de octubre de 2006, policías de la Secretaría de Protección y 
Vialidad detuvieron con violencia a cuatro ejidatarios mayas que se encontraban en 
un plantón cuyo objetivo
habían iniciado contin
son los principales líd
obras gubernamentales
veintena de personas que 
A las detencion
instalaciones de la Procuradu
defensa social, quien 
pesar de ello también 
fecha no culmina.  
                                                

hos sucedidos en Caucel puede consultar Caucel: despojo y represión, 
ignacion.org

33 Para un informe detallado de los hec
disponible en la página de web: www.ind   
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En ambos casos existen los siguientes patrones:  
A. La compraventa de terrenos ejidales a través de intermediarios, para el desarrollo 

. La utilización de la Policía para reprimir a quienes se oponen a dichos proyectos, 
 la seguridad pública se pone al servicio no de la ciudadanía, sino que es 

.  

os humanos cometidas por 

resultó insuficiente dadas las violaciones cometidas, también lo es  que entre las cosas 
rescatables se puede mencionar la obligación de investigar las extralimitaciones 

de proyectos que favorecieran a gente cercana al gobernador y que condenan a la 
población de las comisarías a ser la mano de obra, los empleados de los negocios y 
empresas que se instalarían en las comisarías como resultado final de dichos 
proyectos.   
B
es decir,
utilizada con fines ajenos a la seguridad pública, para proteger intereses particulares y 
defender proyectos empresariales.  
C. El círculo de la represión institucionalizada se cierra en la Procuraduría, en donde 
ministerios públicos, cumpliendo las directivas del Ejecutivo, fabrican delitos y 
consignan al poder judicial. El objetivo es evidente, no sólo mantener en prisión a los 
principales líderes de los movimientos campesinos, sino enviar un claro mensaje: 
quien se oponga públicamente a los proyectos impulsados desde el Ejecutivo sufrirá 
el peso de la ley y las instituciones
D. La práctica sistemática de graves violaciones a los derechos humanos por parte de 
los cuerpos policíacos y la Procuraduría de Justicia: Se detiene arbitrariamente, se 
incomunica en las instalaciones de la SPV, posteriormente se traslada a los detenidos 
a la Procuraduría de Justicia en donde se les impide el acceso a bogados o persona de 
confianza. Las declaraciones son realizadas sin la presencia de un defensor y se 
fabrican pruebas.  
Evidentemente, ninguna de las violaciones a derech
elementos policíacos y ministerios públicos ha sido investigada ni mucho menos 
sancionada, a pesar de que la Cohdey emitió recientemente la recomendación 5/2007 
relativa a los hechos de Caucel y Oxcum. Si bien es cierto que esta recomendación 

cometidas por los elementos de la Secretaría de Protección y Vialidad que 
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participaron en ambos operativos. A pesar de ello hasta la fecha no existe ninguna 
investigación ni sanción hacia dichos funcionarios públicos.    

a represión institucionalizada se aplicó no sólo en el caso de Campesinos opositores 
 en otras situaciones en donde la 

  como  agresiones  a policías que  custodiaban  ese edificio.   

tratos  crueles contra la mayor parte de las y los 

L
a proyectos empresariales, sino también se dio
participación ciudadana se expresó a través de una serie de manifestaciones en 
repudio a la visita de George Bush a Mérida.  
En este contexto, el martes 13 de marzo  se  registraron  destrozos  en  el  edificio 
conocido como Palacio Municipal de esta  ciudad, causados por un pequeño grupo de 
personas, así
 Los destrozos y  las agresiones motivaron un operativo en  el  que más  de  
trescientos  elementos  de  las policías municipal y estatal detuvieron arbitrariamente  
y con violencia a 48 jóvenes. A la detención arbitraria y violenta siguió la retención 
ilegal,  incomunicación,  tortura y  
detenidos, su traslado a la Procuraduría en donde fueron incomunicados nuevamente 
y se les impidió el ejercicio de su derecho a una defensa adecuada, para luego ser 
consignados ante diversos juzgados justicia social del estado, en donde los jueces 
avalaron las violaciones a derechos humanos, dictando, en la mayoría de los casos, 
autos de formal prisión basados en graves violaciones a derechos humanos34. 
 
C) La incomunicación y tortura como método de castigo e 
investigación criminal 
 

En el sistema mexicano de justicia penal y de seguridad pública es 
común el uso de la tortura y los malos tratos durante la detención y 
para extraer una "confesión". Como muestra el informe, a la mayoría 
de los presuntos delincuentes se le niega el acceso a asistencia y 
representación letrada adecuada en el momento de la detención, 

                                                 
34 Un informe detallado de las violaciones cometidas durante el operativo del 13 de marzo y sus secuelas, puede 
consultarse en el informe Martes 13 de marzo actualización y conclusiones disponible en la página de web: 
www.indignacion.org  
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cuando más peligro corren de sufrir tortura e intimidación. Las 
autoridades desestiman o ignoran de forma sistemática las denuncias 
de malos tratos bajo custodia y, cuando hay denuncias de tortura o 

 virtud de las disposiciones que se 

. México: 

tado, en 
 cual se le sugerían la adopción de diversas medidas para erradicar esta violación. 

se habían 
 policías de diversas corporaciones municipales y 

tatales: 

a) Agustín N
Agustín Noh C
en Valladolid,
judiciales se disponía a r

o.  

malos tratos, la carga de la prueba recae sobre la víctima. La 
detención arbitraria y en régimen de incomunicación, la tortura y los 
malos tratos se producen con mayor frecuencia cuando los 
sospechosos son detenidos en
aplican en caso de delito flagrante, que no requieren órdenes 
judiciales de aprehensión y cuyo ámbito de aplicación es muy amplio. 
(Amnistía Internacional. México Casos de llamamiento
Leyes sin justicia 
  

Especial mención merece el tema de la tortura en el estado. Durante la mitad de la 
administración de Patricio Patrón Laviada Yucatán siguió sin contar con una Ley 
especial para prevenir y sancionar esta violación a derechos humanos. No fue sino 
hasta diciembre de 2003, cuando se publicó en el Diario Oficial del Estado la Ley 
para Prevenir y Sancionar la Tortura del estado de Yucatán, después de una larga 
insistencia por parte de diversos organismos civiles de derechos humanos. En febrero 
de 2003, Indignación presentó una propuesta dirigida a los tres poderes del es
la
La propuesta estaba sustentada en varios casos de probable tortura que 
hecho públicos, cometidos por
es
 

oh Chan. La madrugada del miércoles 18 de septiembre de 2002, 
han fue detenido por agentes judiciales cerca del barrio de Santa Ana, 

 por portación de armas prohibidas y apología del delito, pues según los 
ealizar un robo, según se señala en una nota publicada el 21 

de septiembre en el Diario de Yucatán. Noh Chan declaró que fue trasladado a los 
separos de la policía judicial y que ahí los agentes lo torturaron para que se declarara 
culpable de un rob
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La noche del 
cubetazo de a
empezó a ech
recibió la visi
Noh Chan ase
en que no lo es
La misma ma
anunció que su
consignado al 
Por la tarde d
trasladarían al
le vendaron lo : "ahora vas a saber lo que es comer candela".  Con 
los ojos vendados lo bajaron de la camioneta y le quitaron la camiseta, que se quedó 

r rumbo a Sodzilchén, donde visitó a su madrina y le relató lo sucedido.  
n una nota posterior se señala que el titular del Ministerio Público, un comandante y 

muerto a las puertas de su domicilio, en el fraccionamiento Héctor Victoria, de 

miércoles, mientras dormía en una celda, unos agentes le echaron un 
gua fría. Luego lo desnudaron y lo sujetaron de manos y pies y otro 
arle agua en la nariz hasta casi ahogarlo.  El jueves por la mañana 
ta de sus familiares y amenazas de no denunciar la tortura que sufrió. 
guró que cuando platicaba con sus parientes un agente judicial insistía 
taban tratando mal.  
ñana del jueves, el detenido fue presentado a la prensa, cuando se 
 expediente estaba ya integrado y sería trasladado al penal de Ebtún y 

juez mixto Júnior Arellano Santana. 
el jueves, los agentes lo sacaron de los separos y le dijeron que lo 
 Cereso de Ebtún, pero extrañamente enfilaron a la carretera de cuota, 
s ojos y le dijeron

atorada en las esposas que tenía en las muñecas, y los agentes empezaron a golpearlo 
con los puños en varias partes del estómago y también le daban bofetadas, lo 
insultaban y le pedían "canta, canta".  
Al no obtener ninguna confesión de su parte, los policías le indicaron que corriera 
porque lo cazarían como un venado. Inclusive hicieron dos disparos que no le dieron. 
El torturado levantó las manos, se quitó la venda y corrió al monte, pero cayó en una 
hondonada y se logró guardar entre unas piedras mientras los agentes continuaban 
buscando en los alrededores. Ahí, dice Noh Chan, le entró la noche. 
La mañana del viernes, "cuando se suspendió un rato el movimiento", cruzó de un 
lado al otro de la vía de cuota, se metió en una milpa y unos campesinos lo orientaron 
para segui
E
dos agentes de la judicial fueron dados de baja por la presunta tortura. Varios días 
después se da a conocer que finalmente el joven Agustín Noh Chan interpuso la 
denuncia contra los agentes que lo torturaron.  
 
b) Cristino Mis Ley. El 8 de octubre de 2002 Cristino Mis Ley  fue encontrado 
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Kanasín, Yucatán. Vecinos del rumbo vieron que policías municipales de Kanasín 
llevaron al occiso hasta ese sitio. Cristino Mis Ley falleció por estallamiento de 

e la Cruz,  Marbell Molina -en la parte trasera-, 

ropios compañeros una vez que 

 Policía Judicial 

os 

unciaron a Chi Ku. 

vísceras, como consecuencia de los múltiples golpes que le infligieron policías 
municipales de dicho municipio, quienes habrían intentado ocultar el crimen al 
trasladar el cadáver hasta el domicilio de Mis Ley y abandonarlo ahí. 
A Cristino Mis Ley lo habían detenido por escandalizar en la vía pública. El arrestado 
fue subido a la camioneta 04 de la policía municipal, en la cual viajaban los 
uniformados Palomo Uc, Jiménez d
José Adalberto Dorantes May y Francisco Argel Bojórquez Puga.  
En el trayecto a la cárcel municipal, Jiménez de la Cruz golpeó con pies y manos al 
detenido en el abdomen, según declararon sus p
fueron detenidos. Por el asesinato de Cristino Mis Ley se detuvo a los policías 
municipales Hugo Jiménez de la Cruz, Eddier Marbell Molina y Filiberto Palomo Uc, 
aunque finalmente el titular del Juzgado tercero de Defensa Social determinó que sólo 
el primero tuvo responsabilidad y exoneró a los otros dos, a pesar de que 
presuntamente participaron en el intento de ocultar el hecho al trasladar el cadáver del 
detenido a las puertas de su casa  
 
c) Menores torturados. El 15 de noviembre de 2002 se publicó en periódicos locales 
que dos menores de edad, acusados de violación, fueron detenidos ilegalmente y 
torturados en Oxkutzcab, Yucatán, por elementos de la Policía Judicial del estado de 
Yucatán.  
Los judiciales, encabezados por Santiago Chi Ku, comandante de la
asignado a Tekax, vagaron en su auto con los detenidos y se detuvieron en una vereda 
de una unidad citrícola, donde bajaron a los sospechosos y los golpearon para que se 
declararan culpables, luego los pusieron a disposición del Ministerio Público y l
mantuvieron incomunicados.  Los padres de los menores solicitaron un amparo por la 
supuesta incomunicación. El Juzgado III de Distrito les concedió ese recurso y los 
adolescentes fueron liberados, pero presentaban huellas de golpes en el pecho y en 
varias partes del cuerpo. Ante esa situación, den
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d) Caso Rosendo Martín Barrera Ávila. En septiembre de 2002 Rosendo Martín 
Barrera Ávila fue golpeado por policías municipales de Oxkutzcab. Rosendo Martín 
Barrera Ávila quedó inválido como consecuencia de los golpes, aunque se ignora si 
esa condición es permanente. A raíz de la denuncia que presentó el agredido, fueron 
detenidos Benny Ortiz Granados, director de la policía Municipal de Oxkutzcab, y los 
agentes José Rosario Pool May y José Arnaldo Dzul Tuz, aunque a Ortiz Granados no 
se le fincó responsabilidad directa por la agresión al joven. Sólo se le halló culpable 

entación de otras 

, Abuso de Autoridad, etc.: 
a creación de una Sub-procuraduría Especializada en  Materia de Tortura, con un 

 quien conozca el caso, y con la certeza de que esta Sub-procuraduría 

de abuso de autoridad por permitir la golpiza al detenido, y de daño en propiedad 
ajena, pues él conducía la patrulla cuando chocó contra el vehículo del denunciante. 
 En el documento enviado por Indignación, además de la tipificación del delito de 
tortura, se sugerían específicamente  al Gobernador la implem
medidas:  
 
Tomando en consideración que la Procuraduría General Justicia del Estado depende 
directamente del Poder Ejecutivo, en quien recae la obligación inmediata de 
proponer y ejecutar medidas necesarias para atender la situación que nos ocupa, 
además de proponer y hacer iniciativas de ley ante el Congreso local, se proponen 
las siguientes medidas necesarias y urgentes para atender casos de Tortura, 
Detenciones Arbitrarias e Ilegales
L
equipo capacitado en la materia, independiente de las ya existentes, en la que las 
víctimas de tortura, detenciones arbitrarias e ilegales y abuso de autoridad, puedan 
presentar su denuncia o querella sin temor a que sea la misma autoridad que cometió 
dicho acto
actuaría de manera imparcial y rápida. 
      
5. Medidas necesarias para la atención de las víctimas de abuso policíaco, 
especialmente, de las víctimas de tortura 
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• Que el Estado brinde inmediatamente atención respetuosa y apropiada a las 
víctimas de tortura y abuso de autoridad, garantizándoles que el hecho de denunciar 

s hechos no les ocasionará mayores lesiones a su integridad física ni psicológica. 

na justicia integral para las víctimas de estas violaciones a los derechos 

 integral y análisis elaborados hasta ahora 

lo
• Que a las víctimas de tortura y abuso de autoridad, se les brinde en todo momento 
atención médica y psicológica especializada. 
• Que exista confidencialidad por parte de la autoridad ministerial encargada de la 
investigación en cuanto a la identidad  de las víctimas y sus testigos, a fin de evitar el 
riesgo de que éstas sufran represalias por parte de los agresores. 
• Que las diligencias ministeriales  necesarias se realicen en el lugar más cercano al 
lugar en que reside la víctima y de preferencia en su propio domicilio si así lo 
deseara la propia víctima. Esto además de que la justicia debe ser pronta, expedita y 
gratuita.  
• Debe garantizarse que la declaración de la víctima se haga sin coacción ni 
represalia alguna. 
• Se logre u
humanos, que incluya: a) investigación y esclarecimiento de los hechos; b) 
identificación y sanción para los responsables; c) reparación integral del daño; d) 
adopción de medidas que aseguren la no repetición de los hechos. 
• Que frente a los casos en que han sido probados los hechos imputables a los 
agentes policiacos y de seguridad pública, el Estado demuestre su disponibilidad de 
lograr una justicia integral y voluntad de respetar y proteger los derechos humanos 
en Yucatán, emitiendo, como parte de la reparación, una disculpa pública a las 
víctimas de las violaciones a los derechos humanos y señalando a las autoridades 
responsables.  
 
6. Medidas necesarias para prevenir las violaciones de derechos humanos por parte 
de la policía judicial y las policías de seguridad pública 

acuerdo a experiencias de atenciónDe 
respecto de la problemática que nos ocupa, entre los componentes que deben ser 
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considerados en la implementación de medidas para erradicar la actuación policial 
violatoria de los derechos humanos, se encuentran los siguientes: 
•  Lineamientos de actuación en los que expresamente aparezca la obligación de 

e cada corporación, expresamente, las 

e el nombramiento 

e mecanismos que aseguren el conocimiento oportuno de los aciertos y 

 decorosos,  dado que este derecho es de los más limitados entre 

ipación de la sociedad civil en la formación policial, así como en 
ateria de violencia doméstica, trato a personas discapacitadas y atención médica 

 documentación, protección 

derechos humanos, sensibilidad cultural, capacidad de mediación, etc. Se debe 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. Se propone incluir en el 
reglamento interno que regula la actuación d
obligaciones que les competen para que el Estado cumpla las que ha adoptado en 
materia de derechos humanos. Ello implica contemplar también la Incorporación de 
los derechos humanos en todo procedimiento policial, incluyéndos
y ascenso de cuadros de mando, supervisión y control de calidad respecto de la 
observancia de procedimientos, etc. 
•  Estrategias de monitoreo y control de la actuación policial. Se requiere la 
adopción d
deficiencias de la actuación de las corporaciones policiacas. 
•  Salarios dignos y
los miembros de la Policías en el estado de Yucatán. 
•  Un sistema de reclutamiento que ponga atención en la formación profesional del 
sujeto, así como sus aspiraciones, desde el punto de vista del servicio que se le va a 
encomendar. 
•  Un sistema de capacitación integral. La creación de academias policiales civiles, 
cuya currícula policial contenga capacitación jurídica y en materia de derechos 
humanos, en derecho penal, en derecho constitucional y en derechos indígenas. 
Ofrecer formación especializada, por ejemplo de cuadros de mando, períodos de 
entrenamiento, práctica de campo, transparencia en la formación policial y desde 
luego, la partic
m
de emergencia. Entrenamiento en rendimiento de testimonios ante tribunales, así 
como en funciones básicas como entrevistas, redacción y
de la escena del crimen, uso de armas, uso de la fuerza, defensa propia, aplicación 
de protocolos de investigación elaborados desde los estándares en materia de 
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impartir temáticas en materia de seguridad, uso de fuerza, detenciones y técnicas de 
investigación. 
•  Se debe dar un lugar prioritario a la participación ciudadana, la que puede 
realizar labores de monitoreo y orientación a la ciudadanía respecto de la función 
que debe desempeñar el agente policial. 
•  Coordinación con los municipios y la federación, para la implementación de las 
políticas de atención a esta problemática. Dado que la implementación de las 
políticas públicas involucraría esferas de competencia municipal o federal, se hace 
necesario el diálogo y la coordinación con sus representantes, a fin de sumar 
esfuerzos, enriquecer las propuestas y prever posibles obstáculos que llegaran a 

ocimientos apropiados. 

des policiales y las tasas de criminalidad en general. 

presentarse. 
•  Los procesos de convocatoria y selección de instructores policiales deben asegurar 
la contratación de instructores idóneos, con habilidades y con
•  Existencia de mecanismos eficaces que detecten, investiguen y sancionen el abuso 
policial. 
•   Creación de mecanismos que garanticen la transparencia del accionar policial, 
incluyendo informes de inicio y de resultado de investigaciones internas de abusos, y 
sobre activida
 
Si bien es cierto que una de las consecuencias de este documento fue finalmente 
incluida en la Ley especial para prevenir y sancionar la tortura, también lo es que no 
se realizó ninguna otra propuesta de las sugeridas para tratar integralmente el tema. 
Tan es así, que a pesar de la publicación de la ley, la incomunicación, la tortura y los 
tratos crueles, inhumanos y/o degradantes continuaron efectuándose de manera 
sistemática por parte de elementos policíacos, tanto preventivos como de la Policía 
judicial. En los tres casos de represión institucionalizada arriba citados, se pudo 
documentar la utilización de métodos que implican una violación a los derechos a la 
integridad física y psicológica y libertad personal, por mencionar los más graves.  
 
Así en la represión de campesinos en Caucel, Indignación señaló que: 
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El equipo Indignación considera que las detenciones de 38 campesinos mayas 

través de la Cousey, quien está invadiendo 

aría de Protección y Vialidad que participaron en la detención 

 Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un 

icio. 

tra sí mismo ni 

en Caucel el pasado 13 de junio, fueron arbitrarias. Las personas que ahí se 
encontraban ejercían su derecho a manifestarse precisamente porque 
consideran que es el gobierno, a 
su territorio. 
Las personas no fueron advertidas para que se retirasen o se procedería a 
desalojarlas o detenerlas. El jefe de dicho operativo, así como el titular de la 
Secretaría de Protección y Vialidad están obligados a demostrar que su 
actuación estuvo debidamente fundada y motivada. Elementos de la 
Secret
arbitraria también violaron el derecho a la libertad personal establecido en el 
artículo 7 de la Convención Americana de Derechos Humanos, ya que, según 
la propia convención, este derecho implica lo que se establece en la fracción 
5:
juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales 
y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en 
libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar 
condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el ju

 
b) Violaciones al debido proceso El Artículo 8 de la Convención Americana 
establece el derecho al debido proceso, que incluye, en caso de ser acusado 
de un delito: el derecho a la presunción de inocencia; el derecho a ser 
asistido gratuitamente por el traductor o intérprete si no comprende o no 
habla el idioma del juzgado o tribunal; una comunicación previa y detallada 
de la acusación formulada; el derecho a que le sean concedidos al inculpado 
el tiempo y los medios adecuados para la preparación de su defensa; el 
derecho del inculpado de ser asistido por un defensor de su elección y de 
comunicarse libre y privadamente con éste; el derecho a ser asistido por un 
defensor de oficio; el derecho a no ser obligado a declarar con
a declararse culpable; y el derecho a la publicidad del proceso penal. 

33



 
Las personas detenidas el 13 de julio, en su mayoría mayahablantes, no 
contaron con intérprete, no tuvieron acceso a sus abogados y no conocieron 
la acusación hecha en su contra, por lo que permanecieron en incertidumbre 
jurídica. 
El equipo Indignación entrevistó a personas que estuvieron detenidas y a 

 
Misma
el caso
elemen
perman
constit
puestos
En amb  en las 

stalaciones de la Secretaría de Protección y Vialidad, era para que el Ministerio 
Público
plazo 
Mexica
supues
traslad
iniciad
podido
instalac
una vio
           

ninguna se le ofreció la asistencia de un traductor o intérprete. El Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, por su parte, expresa en su 
artículo tercero que toda persona acusada de un delito tendrá derecho: “A 
ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, 
de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella.”35

 forma de operar que utilizó la SPV y la Procuraduría de Justicia del estado en 
 de la represión de campesinos en Oxcum, en donde una vez detenidos por la 
tos de la SPV y trasladados a las instalaciones de dicha corporación, 
ecieron ahí durante casi ocho horas, a pesar de que el artículo 16 

ucional establece que, en caso de delito flagrante, los detenido deben ser 
 a disposición inmediata del Ministerio Público Federal.  
os casos, la intención de mantener durante varias horas a los detenidos

in
 del fuero común iniciase la averiguación previa y no empezase a correr el 

de 48 horas que establece la Constitución Política de los Estados Unidos 
nos cuando se pone a disposición del órgano investigador a una persona 

tamente detenida en flagrancia. Por lo tanto, cuando los detenidos fueron 
ados al Ministerio Público del fuero común, las investigaciones ya habían 
o y ya existía un expediente fabricado en su contra, sin que estos hubiesen 
 defenderse durante el lapso en el que estuvieron, de manera irregular, en las 
iones de la Secretaría de Protección y Vialidad. Por lo tanto, no sólo existió 
lación a la libertad personal garantizada en el artículo 16 constitucional, sino 

                                      
l, Despojo y represión. Pág. 3.  35 Cauce

 33



también una violación al derecho a una defensa adecuada, establecido en el artículo 
20 frac
Esta di
esa oca
los der anos, que fue la comisión de hechos posiblemente constitutivos de 
tortura
diversa
despren
conduc
interna
tortura

no de los casos  más graves es el de Gerardo González Miranda, detenido en el  

tó  con dos  costillas 

gritos provenientes de una de las áreas de dicha corporación. Al acercarse al lugar de 

ciones I, V, VII y IX  de la Constitución Federal.    
námica se repitió en el caso de los detenidos del día 13 de marzo, sólo que en 
sión, a la detención ilegal e incomunicación, se agregó una nueva violación a 
echos hum
. Efectivamente, de las entrevistas efectuadas por Indignación, así como de las 
s declaraciones preparatorias emitidas en su momento por lo detenidos se 
de que en no pocos casos los Policías de la SPV y municipales incurrieron en 
tas que podrían ser catalogadas como tortura de acuerdo a la normatividad 
cional e incluso de conformidad con la Ley estatal para prevenir y sancionar la 
.  

U
centro cultural de Santa Ana por varios policías armados vestidos  de civil, alrededor 
de las 10:30 de la noche del día 13 de marzo.  Ahí mismo lo golpearon, lo tiraron al 
suelo y le patearon en los testículos. Posteriormente lo subieron primero a un Stratus, 
después a la camioneta, donde también lo golpearon,  situación que se repitió en las 
instalaciones de la Policía  municipal. Como  consecuencia de  las  constantes  
agresiones  que  sufrió  a manos de  elementos policíacos  resul
rotas, situación que no fue atendida sino hasta varios  días después, ya  en  el 
CERESO y  a  solicitud de un médico  particular. 
No fue el único caso posterior a la aprobación de la ley especial. En el informe 
realizado a un mes de los hechos, Indignación citaba varios casos de personas 
detenidas durante el operativo policial que señalaron haber sido sometidos a diversos 
tipos de tortura físicas y/o psicológicas por parte de los cuerpos policíacos.  
La tortura no únicamente fue aplicada en el contexto de represión de movimientos 
sociales. También se dio en casos particulares. Indignación pudo documentar cuando 
menos dos casos más de tortura cometidos en perjuicio de personas ajenas a cualquier 
movimiento social. El primer caso fue denunciado por Luís Peniche trabajador de la 
Oficialía Mayor del estado quien estando en las instalaciones de la SPV escuchó 
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los hechos pudo grabar un archivo en el cual se escuchaba frases como…por favor… 
comandante…por favor…acepto los cargos…entre otras.  
A pesar de que todos los indicios apuntaban a que se trataba de un hecho de tortura, y 
de que estos fueron hechos del conocimiento de las autoridades, en ningún momento 
hubo ninguna investigación ni sanción para los responsables.  
El 30 de enero de 2007, se pudo documentar otro caso de probable tortura, esta vez 
cometida por elementos de la Policía Judicial del estado en las instalaciones de la 
Procuraduría de Justicia. En esa ocasión Raúl Sánchez Marín36 narró haber sido 
víctima de una detención arbitraria por parte de elementos de la Policía Judicial, 
quienes después de darle vueltas por la ciudad durante varias horas, lo trasladaron a 
las instalaciones de la Procuraduría de Justicia en donde relata haber sido víctima de 

miento y 

golpes y toques eléctricos en diversas partes del cuerpo, todo con el objetivo de que 
se declarase culpable del delito de violación.  
Estos hechos fueron documentados por la CODHEY en el expediente 76/2007, en 
donde el visitador pudo dar fe de las diversas lesiones corporales que presentaba el 
detenido.  
La lentitud de la CODHEY, aunado al nulo interés por investigar estos hechos por 
parte del Procurador, ha significado que este sea otro caso de violaciones a los 
derechos humanos, concretamente tortura, que queda en la impunidad en la presente 
administración.  
 
D) CERESO 
En el caso de los Centros de Readaptación del estado, el gobierno de Patrón Laviada 
enfrentaba serias dificultades y cuestionamientos por su inadecuado funciona
una serie de violaciones a los derechos humanos que ocurrían en su interior. Como 
antecedente de su administración, existían cuando menos 8 recomendaciones de la 
CNDH sobre diversas violaciones a derechos humanos derivadas del sistema 
penitenciario estatal37

                                                 
36 El nombre real se omite por no estar autorizados para revelarlo.  
37 Recomendaciones 94/92, 13/93, 78/93, 105/93, 103/95, 92/96, 41/97 y 195/98-A, todas de la CNDH. 
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Casi iniciando su administración, la CNDH emitió la Recomendación 24/2001, sobre 
el caso de violaciones a los derechos humanos de los internos del Centro de 

en las instalaciones, 

ecesarias a fin de que cesen las violaciones a los derechos humanos de los 

e establecimiento penal. 

é vista al órgano de control interno correspondiente, a fin de que se 

TERCERA. Dé vista al procurador general de justicia del estado, para que inicie la 
nductas referidas como actos de 

 acción 

Rehabilitación Social del estado de Yucatán, en la ciudad de Mérida. Esta 
recomendación señalaba varias violaciones a derechos humanos cometidas en la 
administración de dicho centro: Falta de mantenimiento 
hacinamiento, corrupción, autogobiernos al interior del CERESO, imposición y 
ejecución de sanciones disciplinarias, sin ajustarse a los procedimientos y normas 
aplicables, existencia de lugares destinados para segregación de internos en 
condiciones inhumanas, ausencia de separación entre los procesados y los 
sentenciados, privilegios, instalaciones insalubres, inadecuada atención médica y falta 
de control de los internos con padecimientos en su salud y consumo de drogas.  
En razón de lo anterior, la CNDH emitió las siguientes recomendaciones dirigidas al 
gobierno de Patrón Laviada:  
 
PRIMERA. Gire instrucciones a quien corresponda para que se realicen las 
gestiones n
internos del Centro de Rehabilitación Social del estado de Yucatán, señalados en el 
cuerpo de la presente recomendación, y particularmente, realizando las acciones 
necesarias para cumplir con las leyes y reglamentos que rigen la organización y 
actividades en es
 
SEGUNDA. D
inicie una investigación para determinar la responsabilidad administrativa en que 
pudiesen haber incurrido los servidores públicos del Centro de Rehabilitación Social 
del estado de Yucatán, en la ciudad de Mérida, que estén involucrados en las 
violaciones a derechos humanos descritas en el cuerpo de la presente 
recomendación. 
 

investigación correspondiente respecto a las co
corrupción y, en caso de existir probable responsabilidad penal, se ejercite la
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punitiva contra los servidores públicos e internos que, por su participación en las 
mismas, se considere han cometido delitos. 
 
CUARTA. Dé vista al Ministerio Público de la Federación correspondiente, para que 
investigue los hechos mencionados en el apartado de observaciones de esta 
recomendación, en especial los relacionados con el probable tráfico de narcóticos en 
el Centro de Rehabilitación Social del estado de Yucatán, en la ciudad de Mérida. 
 
QUINTA. Instruya al director general de Prevención y Readaptación Social del 
estado de Yucatán, para que, en lo sucesivo, por ningún motivo se permita que la 
celda denominada “la cápsula”, sea utilizada para alojar internos. 
 
SEXTA. Gire instrucciones a fin de que se tomen las medidas necesarias para 

roporcionar una adecuada atención médica a los internos del Centro de 

acciones tendentes a garantizar que la 
limentación que reciben los internos sea preparada y manejada con absoluta 

ó como Director del CERESO de Mérida a Francisco Brito Herrera, 
uien ocupó dicho cargo durante el sexenio de Víctor Cervera y a quien públicamente 

p
Rehabilitación Social del estado de Yucatán, en la ciudad de Mérida, y se 
implementen programas permanentes de educación para la salud y prevención de 
enfermedades, dirigidos a la población interna y al personal del centro; asimismo, 
que se tomen en cuenta las normas oficiales mexicanas expedidas por la Secretaría 
de Salud, para la atención de los enfermos mentales y los afectados por VIH/SIDA. 
De igual forma, que se realicen las 
a
higiene. 
 
A pesar de que estas recomendaciones fueron realizadas prácticamente al inicio de su 
administración, Patricio Patrón no inició ningún proceso destinado a combatir las 
irregularidades y violaciones señaladas en la recomendación de la CNDH. Tan es así 
que incluso ratific
q
se había sido acusado de generar muchas de las situaciones documentadas por la 
CNDH.  
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Tan no fue prioritario el tema para la administración de Patrón Laviada, que a lo largo 
del sexenio recibió, sólo de la Codhey, 6 recomendaciones más relacionadas con el 
istema penitenciarios: 9/2002 por la segregación de un interno durante tres meses en 

vo 
alizado a raíz de la fuga de tres menores de edad de la Escuela Social de Menores 

e lo anterior se deriva que a pesar de que al inicio de su administración existía ya un 

 de Mérida, las deplorables condiciones de las celdas y del área en general, 
sí como la discrecionalidad con la que se permite o niega la entrada a amistades y 

meral 37 que “37. Los reclusos estarán autorizados para comunicarse 

s
el módulo donde se encuentran los reos de alta peligrosidad en el CERESO de 
Mérida; la 20/2003, por falta de educación en la Escuela Social de Menores 
Infractores del Estado; la 03/2003 por amenazas, malos tratos e incomunicación de 
dos internas en el Centro de Readaptación de Tekax, la 39/2004 por un operati
re
Infractores, la 28/2005 por malos tratos a los internos del CERESO de Ebtún, 
Valladolid y la 06/2006 por violaciones a derechos humanos cometidas en perjuicio 
de menores internos en la Escuela Social y afectados con el VIH.  
D
diagnóstico claro de cuál era la situación que se vivía en  los CERESO y de las graves 
violaciones a los derechos humanos de las y los internos y de familiares que les 
visitan, el gobierno de Patrón Laviada no realizó las acciones necesarias para 
sancionar a los responsables de dichas violaciones. En el sexto informe de gobierno 
se refiere únicamente a acciones de infraestructura en esa materia, específicamente la 
construcción del nuevo CERESO para mujeres, en atención a la recomendación 
general emitida por la CNDH. 
Además de las recomendaciones emitidas por la Comisión Estatal, el equipo 
Indignación pudo constatar el hacinamiento en el área conocida como separos, en el 
CERESO
a
compañeras o compañeros de los internos —en algunas ocasiones se ha negado a 
varones entrar como amistades al área de mujeres—, además de la exigencia de 
requisitos que no tienen sustento y que podrían implicar discriminación, como el traer 
pelo corto en el caso de los varones.  
 
Las Reglas Mínimas para el tratamiento de reclusos, aprobadas por la ONU, indican 
en su nu
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periódicamente, bajo la debida vigilancia, con su familiar y con amigos de buena 
reputación, tanto por correspondencia como mediante visitas” 
El numeral 92, a su vez, indica que “Un acusado deberá poder informar 
inmediatamente a su familia de su detención y se le concederán todas las facilidades 
razonables para comunicarse con ésta y sus amigos y para recibir la visita de estas 
personas, con la única reserva de las restricciones y de la vigilancia necesarias en 
interés de la administración de justicia, de la seguridad y del buen orden del 
establecimiento.” 
 
Por otra parte la CIDH ha indicado que “260. Los principios aplicables al tratamiento 
penitenciario, reconocen como indispensable para la readaptación del interno el 

liares, de amistad y de compañerismo; para tal efecto, 

 

derecho de mantener contacto con el mundo exterior. No obstante, en los Centros 
Federales de Readaptación, los presos se quejan del abuso y maltrato de que son 
objeto sus visitas y las restricciones que tienen al respecto. Se ha llegado a prohibir 
la entrada de personas que no son familiares o abogados de la persona interna, 
además de que no se les permitiría la entrada si no están registrados en la "lista de 
visitas" del interno. Ello a pesar de que el artículo 79 del reglamento respectivo, 
establece que "los internos tienen el derecho a conservar, fortalecer y en su caso, 
restablecer sus relaciones fami
se dijo, las autoridades de los establecimientos dictarán las medidas apropiadas, 
según las necesidades del tratamiento". (Informe de la CIDH con motivo de su 
visita a México. OEA/Ser.L/V/II.100 Doc. 7 rev. 1 Septiembre 24, 1998) 
Tampoco se permite introducir prensa impresa, lo que contraviene el numeral 90 de 
las Reglas Mínimas ya citadas: “Se autorizará a todo acusado para que se procure, a 
sus expensas o a las de un tercero, libros, periódicos, recado de escribir, así como 
otros medios de ocupación, dentro de los límites compatibles con el interés de la 
administración de justicia, la seguridad y el buen orden del establecimiento.”
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E) Justicia para adolescentes  
Mención especial merece la omisión que el actual gobierno del estado tuvo en el caso 

s respectivos ámbitos de competencia un sistema específico de 
sticia para niños y adolescentes.   

to, en su 

ARTÍCULO OCTAVO.- El Sistema Integral de Justicia para Adolescentes 
deberá comenzar a funcionar con todos sus órganos judiciales y 

de la justicia para niños y adolescentes, más aún si se tiene como antecedente el caso 
de la Escuela Social de Menores Infractores mencionado líneas arriba.  
Efectivamente, el 12 de diciembre de 2005, fue publicado en el Diario Oficial de la 
Federación las reformas a los párrafos cuarto, quinto y sexto de la Constitución 
Federal que señalaba la obligación de que la Federación y las entidades federativas, 
establecieran en su
ju
Cuando fue publicada dicha reforma, se estableció un plazo de tres meses para su 
entrada en vigor, a partir del cual la Federación y las entidades federativas gozaban de 
otro plazo de seis meses para que establecieran, en sus respectivas leyes, un sistema 
especial para atender los casos de adolescentes en conflicto con la ley. Dicho plazo, 
por lo tanto, feneció el 12 de septiembre de 2006, fecha fatal fijada por el Diario 
Oficial para que todas las entidades del país contaran con un sistema integral de 
justicia para adolescentes.  
Es el caso que en el estado de Yucatán dicha disposición constitucional, y lo 
establecido en los artículos transitorios, no ha sido cumplida. Efectivamente, si bien 
es cierto que el día 1 de octubre de 2006 se publicó en el Diario Oficial del estado la 
Ley de Justicia para Adolescentes del estado de Yucatán, que establece un sistema 
específico para aquellos adolescentes que sean señalados de haber cometido alguna 
conducta tipificada como delito en la entidad, también lo es que dicho decre
primer artículo transitorio, estableció un plazo de seis  meses para su entrada en 
vigor. 
No sólo eso, sino que en el artículo octavo transitorio de dicho decreto, se estableció 
que: 
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administrativos, antes de que concluyan seis meses siguientes al inicio de la 

o en abril del 

o que el proceso que se le sigue en el Consejo Tutelar de 

o Tutelar para Menores, órgano inconstitucional a partir de la entrada en vigor 

007 presentado por Indignación a favor de Miguel López Ramírez , uno de los 
etenidos el día 13 de marzo en el contexto de las manifestaciones contra la presencia 

de Geo
séptim
                                                

vigencia de esta ley. 
  
Por lo tanto, la vigencia de la ley que en teoría debió de haber iniciad
presente año, en realidad entrará plenamente en vigor hasta octubre del 2007. Eso 
significa que la instancia que sigue conociendo de los procedimientos en tratándose 
de menores acusados de cometer alguna conducta tipificada como delito, es el 
Consejo Tutelar de Menores, órgano inconstitucional de conformidad con lo 
establecido por el artículo 18.    
En tal virtud el desacato de los poderes del estado de Yucatán a lo establecido por el 
artículo transitorio segundo del Decreto por el que se declara reformado el párrafo 
cuarto y adicionados los párrafos quinto y sexto, y se recorre en su orden los últimos 
dos párrafos del Artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ha significado que a los adolescentes acusados de cometer alguna 
conducta contraria a la ley se le estén violando las garantías establecidas en el artículo 
18 de la Constitución, puest
Menores es inconstitucional y no contempla ni protege los derechos que se 
pretendieron garantizar a los menores de 18 años. 
Si bien es cierto que en este aspecto existe una gran responsabilidad por parte del 
poder Legislativo, también lo es que el Ejecutivo es responsable, por omisión, de no 
haber instalado en los tiempo establecidos por la reforma el sistema especial al que 
estaba obligado. Esta responsabilidad quedó consignada en las diversas sentencias de 
juicios de amparo presentadas por adolescentes que seguían siendo juzgados ante el 
Consej
de las reformas al artículo 18 constitucional. Así, en la sentencia del amparo 
333/2 38

d
rge Bush a Mérida, la Juez Primero de Distrito del Estado, en el considerando 
o  

 
38 El nombre no es real en virtud de tratarse de un menor de edad.  
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tucional  se hace extensiva a los actos atribuidos al 

Congreso del Estado de Yucatán, Gobernador y Secretario de Gobierno del 

 de Menores Infractores en detrimento del quejoso, 

 de los hechos y el dictado de las 

                                

La Protección consti

Estado de Yucatán, Director del Diario Oficial del Estado con sede en esta 
ciudad, respectos (sic.) de los actos de aprobación, refrendo y publicación del 
Decreto de uno de octubre de dos mil seis, que contiene la Ley de Justicia de 
Adolescentes del Estado de Yucatán, cuyo artículo transitorio primero 
establece una vacatio legis, que generó la aplicación de la Ley para el 
Tratamiento y Protección
por lo que el amparo se concede para el efecto de que éste sea restituido del 
goce de las garantías protegidas por el artículo 18 constitucional. 

 
Además, se establece que la protección federal no podría ser en términos 
distintos de los señalados en este fallo, pues como se ha mencionado, el 
Consejero Ordinario Segundo del Consejo Tutelar para Menores 
Infractores del Estado, no forma parte del sistema integral de justicia para 
adolescentes establecido en el artículos 18 Constitucional reformado, 
tomando en cuenta la fecha de la comisión
actuaciones aquí analizadas; por el contrario, carece de facultades legales 
para conocer de las conductas imputables a los individuos cuyas edades 
comprendan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho, precisamente 
porque no corresponde a los principios constitucionales establecidos en el 
referido sistema integral de justicia, que hasta la fecha es inexistente39. 
(Énfasis añadido) 

 
 
 

                 
39 Considerando Séptimo de la sentencia de fecha 13 de abril de 2007, correspondiente al juicio de 

tado.  amparo 333/2007 radicado en el Juzgado Primero de Distrito del es
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F) Defensores de derechos humanos  
Durant
casos 
ningun
 
Luís P
El día 
Oficial
Depart
Protecc
cuarto ieron como 

e descargas y golpes. Unos minutos después de estar escuchando, Luis Peniche 
acertó 
graban
disting
por fav
A raíz 
la CO
seguim
investi
entonc
nombre
labores
evidencia quién había denunciado el caso.  

uis Peniche participa en el proyecto de comunicación alternativa “Indymedia 
ucatán” y documentó y denunció la represión del gobierno del estado contra 
mpesinos de Caucel ocurrida el pasado 13 de julio de 2006. Con motivo de lo 

anterior, Luis Peniche recibió un oficio de su trabajo en el que sus superiores le 
expresaban su molestia porque se le vio en el edificio de la Procuraduría de Justicia 

e la administración 2001-2007 el equipo Indignación también documentó 
de represión y hostigamiento contra defensores de derechos humanos. En 
o se sancionó a los responsables ni se restituyeron los derechos violados. 

eniche Novelo  
30 de enero del 2006, Luis Peniche Novelo se encontraba en la oficina de la 
ía Mayor del Gobierno del estado de Yucatán, donde laboraba en el 
amento de Desarrollo Humano y Calidad, edificio contiguo a la Secretaría de 
ión y Vialidad. Al acudir a los sanitarios, escuchó gritos provenientes de un 
del cual lo separaba una pared, precedidos por sonidos que le parec

d
a sacar una cámara fotográfica que tiene funciones de grabación de audio y 
do un archivo de audio de 2 minutos y 26 segundos de duración en el que se 
uen frases como “por favor, por favor…” “…comandante…”, “…por favor, 
or…”, “…acepto los cargos…”, “…como treinta kilos…” entre otras.  
de estos hechos, Indignación, junto con Luis Peniche, presentamos el caso ante 
DHEY, solicitando que fuese dicha institución quien presentara y diera 
iento a la denuncia correspondiente ante el Ministerio Público, además de las 
gaciones que dicha institución está obligada a realizar. Aunque inicialmente el 
es oficial de quejas de la CODHEY ofreció mantener en el anonimato el 
 del testigo y denunciante, personal de esa Comisión acudió al centro de 
 de Luis Peniche, se entrevistó con sus jefes y también con él, poniendo en 

L
Y
ca

del estado cuando los campesinos de Caucel se encontraban detenidos. Si bien faltó a 
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su trabajo ese día, avisó previamente que no podría asistir y le dijeron que no había 

unado a lo anterior, Luis Peniche Novelo es adherente de la Sexta Declaración de la 
articipa en la “Otra Campaña”, iniciativa civil y pacífica 

.), abordo de la camioneta 1825 y de la 

su orientación sexual, intentaron abrir el portafolios del director de la institución, 

problema. La molestia se la expresaron hasta que se supo que el tiempo lo usó para 
acudir a apoyar a los campesinos de Caucel reprimidos por el propio gobierno del 
estado.  
A
Selva Lacandona y p
promovida por el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), además de 
colaborar voluntariamente en este equipo de Derechos Humanos.  
En este contexto, el  viernes 08 de septiembre de 2006, Luis Peniche fue informado 
por sus superiores de la Oficialía Mayor del Gobierno del estado, de que ya no se 
requerirían sus servicios y se le solicitó que ya no se presentara a su oficina a laborar. 
Anteriormente ya sus jefes le habían invitado a considerar la posibilidad de retirarse. 
En tal virtud y sin mediar ningún tipo de justificación, Luis Peniche fue separado de 
su cargo sin ningún fundamento legal, sino más bien por la labor que, en sus tiempos 
libres (a excepción del 13 de julio que se ausentó con el permiso de sus superiores) 
dedica a la defensa y promoción de los derechos humanos.   
Estos hechos claramente constituyen una represalia por la labor de difusión y defensa 
de los Derechos Humanos realizada por Luis Peniche. A pesar de ello, y de la 
insistencia porque se le reinstalara en su trabajo, el Ejecutivo no realizó ninguna 
acción tendiente a resarcir sus derechos laborales, estando su caso ahora en litigio.   
 
Integrantes de Oasis de San Juan de Dios 
El día jueves 5 de octubre de 2006, varios policías armados pertenecientes a la 
Secretaría de Protección y Vialidad (S.P.V
moto 2043 detuvieron y catearon de manera ilegal a varios integrantes y beneficiarios 
del albergue Oasis de San Juan de Dios, organización dedicada a la defensa y 
promoción de los derechos humanos de las personas afectadas por el VIH/Sida en el 
estado.  
Durante este cateo ilegal, los policías, además de dirigirse con formas y expresiones 
discriminatorias (maricones, mariconcitos, putitos) a los retenidos, en clara alusión a 
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Carlos Méndez Benavides, amenazando con detenerlos bajo el falso argumento de 
que la camioneta era robada y que no estaba en regla. 
Este hecho se enmarca en las diversas denuncias que integrantes y beneficiarios del 
albergue Oasis de San Juan de Dios realizaron durante toda la administración panista, 

ndación.   

comunicación en celda de 

en diversos medios de comunicación, estatales y nacionales, sobre varias 
irregularidades que acontecen en el 
CERESO de Mérida, tales como la 
venta de estupefacientes, el comercio 
sexual, y la suspensión de tratamientos 
a personas afectadas con el VIH/sida, 
por mencionar algunas de las más 
graves, situación que hace pensar que 
estas acciones de intimidación fueron 
consecuencia de las denuncias públicas 
que los integrantes del albergue han 
realizado. A lo anterior, hay que añadir 
el añejo litigio que el Albergue Oasis 
ha mantenido con el director del 
CERESO, Alejandro Brito por un 
despojo de terrenos en perjuicio de la 
fu
Además, una de las personas 
hostigadas fue el C. Edwin Alejandro 
González Ávila, quien, cuando estuvo 
recluido en el CERESO de Mérida, 
sufrió varias represiones por parte de 
la administración del reclusorio, tales 
como in
castigo y suspensión de tratamientos 
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médicos del VIH. Dichas represiones eran consecuencia de las constantes denuncias 
que Edwin Alejandro realizó por las graves violaciones a los derechos humanos que 

ón inmediata y exhaustiva de los hechos de 
cometidos en contra de los miembros del 
ios.  

s necesarias para evitar que se sigan dando 
ión en contra de quienes denuncian graves 

.   

 recomendación al respecto ni mucho menos 
diente e imparcial sobre estos actos de 
ados con las constantes denuncias públicas 

gas y las violaciones a los derechos humanos 
 de Mérida.   

s internacionales en materia 

Patrón Laviada diversos organismos Inter.-
e los cuales México es parte emitieron varias 
sobre temas trascendentales para lograr la 
 humanos en el país. Si bien en esas 
 que son de implementación exclusiva de la 
 atañen al Congreso de la Unión, también lo 

es que hay un sinnúmero de observaciones y recomendaciones cuya implementación 

se cometen en contra de las personas recluidas en el CERESO.  
Además de la queja presentada ante la CODHEY, Indignación envió una carta al 
Gobernador del estado y al Secretario de Protección y Vialidad, en la cual se les 
solicitaba expresamente que:  
 

Primero. Ordene una investigaci
intimidación y discriminación 
albergue Oasis de San Juan de D

 
Segundo.  Establezca las medida
actos de intimidación y persecuc
violaciones a los derechos humanos

 
No obstante ni la CODHEY ha emitido
ha existido una investigación indepen
intimidación que pudieran estar relacion
sobre el comercio sexual, la venta de dro
cometidas por la Dirección del CERESO
 
G) Seguimiento de recomendacione
de justicia  
Durante la administración de Patricio 
gubernamentales de derechos humanos d
recomendaciones al Estado mexicano 
vigencia y el respeto a los derechos
recomendaciones existen temas y tópicos
Federación, pues requieren reformas que
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corresponde a los otros dos niveles de gobierno. A pesar de que este sexenio fue 
especialmente prolífico en el número de informes y recomendaciones, el gobierno de 
Patrón Laviada no realizó ningún esfuerzo para implementar aquellas que le atañían. 

elación al grado de (in)cumplimiento del gobierno del 
stado 

.   

Inform
sobre

24 de enero de 2002 

Para ejemplificar este hecho, se presenta el siguiente cuadro donde se comparan las 
recomendaciones emitidas por el Relator Especial sobre Independencia de 
Magistrados y Abogados, en r
e

Recomendaciones� Grado de cumplimiento 
 

e del Relator Especial de Naciones Unidas 
 la independencia de los magistrados y 

abogados (E/CN.4/2002/72/Add.1).  

 
B.  Recomendaciones 

192. El Relator Especial ha formulado las 
siguientes recomendaciones específicas 
derivadas de las anteriores observaciones y 
conclusiones: 

 
 
 
 
 
 
 

a) Prestar la debida atención en la revisión de la 
Constitución qu

 
 

e se está llevando a cabo 

 
 

 

e 
r 
r 

la 
os 
al 

actualmente, a las cuestiones siguientes: 

i)Exigir a los Estados que consagren en sus 
respectivas constituciones la inamovilidad en el 
cargo de los jueces a todos los niveles.  En caso 
de que el nombramiento sea por un período 
determinado, éste será de diez años como 
mínimo y sin posibilidad de renovación. 

 
 
Durante la administración de Patricio Patrón no s
promovió ningún tipo de reforma para garantiza
mayor imparcialidad e independencia en el pode
judicial del estado. No se estableció 
inamovilidad de los jueces, con lo cual ést
siguen estando sujetos a los designios del Tribun
Superior de Justicia del Estado.  
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ii)Exigir también a los Estados que prevean en 
sus respectivas constituciones el 
establecimiento de consejos de la judicatura. 

iii)Asignar anualmente un porcentaje razonable 
y fijo del presupuesto federal al poder judicial.  
Del mismo modo, se ordenará a los Estados que 
prev
constitu

En Yucatán no existe Consejo de la Judicatur
Remediar esta situación no fue una prioridad pa
la administración saliente. No se presen
propuesta legislativa al respecto, a pesar de qu
Yucatán es de los pocos estados que todavía no
cuentan con Consejo de la Judicatura.  
 

ean estas asignaciones en sus respectivas 
ciones. 

iv)Pl  fallo 
de la os 
internacionales firmados y ratificados por el 

v)R
vinculante s de las 
comisiones n erechos 
humanos par incluido el 

lgún 

 
ado, las razones de ese 

a. 
ra 
tó 
e 
 

 
 
 
En e 
es r 
de que recientemente se incluyeron dos 

rencias aisladas al deber de respetar los 
erechos humanos, no existió ninguna propuesta 
e reforma a la Constitución local para establecer 
l reconocimiento de los tratados y resoluciones 
ternacionales en materia de derechos humanos. 
i bien es cierto que el reconocimiento y 
bligatoriedad de dichos tratados pasa por la 
onstitución Federal, también lo es que su no 
stablecimiento en la normatividad local es reflejo 
e la nula importancia que para esta 
dministración tuvieron los derechos humanos.  

 pesar de que este apartado tiene relación casi 
xclusivamente con el Poder Judicial, también lo 

 Yucatán el tema de los derechos humano sigu
tando ausente de la Constitución Local. A pesa

asmar en la Constitución el reciente
 Suprema Corte por el que los tratad

Gobierno tendrán primacía sobre la legislación 
nacional. 

ecoger arácter en la Constitución el c
de las reco endacionem

acionales y locales de d
a todas las autoridades, 

Gobierno Federal.  En el caso de que, por a
motivo, sea imposible respetar las 
recomendaciones, las autoridades de que se 
trate habrán de exponer públicamente, en un
plazo determin
incumplimiento. 

b) En lo que respecta al poder judicial:  

… 

 

 

 

refe
d
d
e
in
S
o
C
e
d
a
 
 
 
A
e
es que muchas de las medidas sugeridas por el 
Relator pasan por una serie de reformas 
legislativas que en su momento debieron haber 
sido impulsadas tanto por Ejecutivo como por el 
Congreso del Estado, en pleno ejercicio de sus 
atribuciones constitucionales.  
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 c) En lo que respecta al Consejo de la 
Judicatura: 

… 

  

 

 

 

 

d) En lo que respecta al ejército y a los 

nal 
 

n. 

ii)Continuar con la política de contratación 
otras, 
dos en 

exámenes. 

i)Incluir las Directrices sobre la función de los 
o las normas de responsabilidad 

rofesional adoptadas por la Asociación 
Fiscales y la Declaración de los 

eberes y derechos fundamentales de los 
fiscales en abril de 1999, y los tratados 

ra 
epurar y profesionalizar la institución. En tal 
irtud, durante la administración que termina no 
 erradicaron ninguno de los vicios que imperan 

uencia de favores, 
rerrogativas o amiguismos.  

tribunales  

… 

e) En lo que respecta al ministerio público: 

i)Acelerar el proceso de destitución del perso
incompetente e ineficiente de la Procuraduría
para ganarse la confianza de la població

basada en titulaciones de tipo jurídico y 
en los méritos y en los resultados obteni
los 

ii
fiscales, así com
p
Internacional de 
d

No obstante en la administración de Patricio 
Patrón el ejecutivo no presentó ninguna propuesta 
legislativa para consolidar al poder judicial del 
estado, situación de la que también es responsable 
el Congreso del estado.   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
A pesar de que existieron varias denuncias sobre 
violaciones a los derechos humanos cometidas por 
Ministerios Públicos, no se tiene conocimiento de 
que el ejecutivo realizara acción alguna pa
d
v
se
en el sistema de procuración de justicia.   
 
Durante la administración que culmina no se 
impulsó al interior de la Procuraduría de Justicia 
un servicio civil de carrera que permita que 
quienes accedan a ser Ministerios Públicos lo 
hagan con base en méritos profesionales y 
formativos y no como consec
p
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internacionales de derechos humanos en
programas d

 los 
e formación, a fin de inculcar a los 

uradores los valores propios de su 
esión. 

las defensorías públicas, 
pendizarlas del ejecutivo para ejercer 

almente la función de defensa en asuntos 
es en los que el acusado no puede 

ermitirse el lujo de pagar a un abogado 
icular.  Los defensores públicos deben ser 

orrectamente remunerados, en particular en los 
ados y encargarse de un volumen de trabajo 

zonable.  Han de ser licenciados en derecho y 

les de derechos humanos y de las 
das garantías para celebrar un juicio.  En el 

 proceso de transformación, el Gobierno 
debería examinar y analizar la posibilidad de 

ita, 
con la cooperación de los grandes bufetes de 

En lo tocante a la profesión jurídica:… 

na 

a defensoría pública del estado representa uno de 
s principales problemas en materia de acceso a 
 justicia en el estado. En la presente 

dministración no se tomó ninguna medida para 
ejorar el servicio. No se impulsaron las reformas 

ecesarias para independizar la Defensoría del 
jecutivo, ni tampoco para mejorar las 
ondiciones laborales y el nivel profesional de 
efensores y defensoras públicos, a pesar de que 
 mayoría de las personas sujetas a proceso penal 
enen que recurrir a esta institución 

omo ya se ha consignado al inicio de este 

amente investigadas 
i sancionadas. Consecuentemente tampoco 

proc
prof

f) En lo que respecta a 
inde
re
penal
p
part
c
Est
ra
haber recibido la formación necesaria, 
especialmente en materia de normas 
internaciona
debi
actual

ofrecer un sistema de asistencia letrada gratu

abogados y de las facultades universitarias de 
derecho. 

h) En lo que respecta a la impunidad: 

i) … 

ii)En este contexto, el Relator Especial insta a 
todos los miembros del anterior Gobierno a 
apoyar enérgicamente al actual en la tarea de 
hacer frente al flagelo de la impunidad, ya que 
en caso contrario, seguirá constituyendo u

 
 
 
 
 
L
lo
la
a
m
n
E
c
d
la
ti
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
C
apartado, la impunidad fue uno de los graves 
problemas que aquejaron a la sociedad yucateca 
en el sexenio que termina. Ninguna de las graves 
violaciones a derechos humanos heredadas de la 
administración de Víctor Cervera, ni muchos 
menos las generadas durante la administración de 
Patrón Laviada fueron debid
n
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lacra para la sociedad mexicana e irá 
deteriorando gradualmente el tejido social. 

iii)En el caso de violaciones de los derechos 
humanos o de cualquier delito de gran 

 

sabe 
 

so, 
 un cargo 

s 

onales que protegen los derechos de 
los detenidos y los Principios 5 a 8 de los 

os 
Abogados.  Debe hacerse un llamamiento a las 

estas 
normas. 

j) Por lo que hace al hostigamiento de los 

 

xistió reparación del daño para las víctimas de 
stas violaciones.   

ampoco fue una práctica del gobierno en turno 
antener informada a la población sobre la 

sta fue una 
ráctica generalizada, principalmente en casos en 
ue el delito se cometía en supuesta flagrancia.  

repercusión social, incluida la corrupción, sería 
de desear que la Procuraduría informase al
público del progreso de las investigaciones. 

iv)Todas las personalidades de las que se 
que han cometidos violaciones de los derechos
humanos en el pasado habrán de ser destituidas 
de los cargos públicos y expulsadas de las 
fuerzas armadas.  Cualquiera con este tipo de 
antecedentes no debería ser, en ningún ca
elegido, nombrado ni contratado para
público en el futuro. 

i) En lo que respecta al acceso de los abogados 
a sus clientes detenidos en las comisarías de 
policía y en las cárceles, deben señalarse a la 
atención de las autoridades encargadas de esto
establecimientos las disposiciones 
constituci

Principios Básicos sobre la Función de l

autoridades para que respeten y cumplan 

abogados y defensores de los derechos 
humanos: 

i)El Gobierno debe ofrecer la protección 
necesaria a los abogados y a los defensores de

e
e
 
T
m
investigación de casos importantes para la 
sociedad 
 
Una de las prácticas más comunes por parte de la 
Procuraduría del estado en la presente 
administración fue la incomunicación en 
instalaciones de la Secretaría de Protección y 
Vialidad y en las instalaciones de la Procuraduría 
de Justicia de los detenidos para evitar que éstos 
tuvieran contacto con sus abogados y ejercieran su 
derecho a la defensa adecuada. E
p
q
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Al contrario de lo recomendado por el Relator 
Especial, durante la administración de Patricio 
Patrón el equipo Indignación documentó  un caso 
de represalia y otro de hostigamiento hacia 
defensores de derechos humanos. 
El Ejecutivo no realizó ninguna acción para 
reparar las violaciones.   
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los derechos humanos contra toda form
amenaza, hostigamiento e intimidación.  En

a de 
 este 

sentido, se llama la atención del Gobierno sobre 
e 

es, 
recibirán de las autoridades protección 

 del 
 

de 

os derechos humanos y 
las libertades fundamentales universalmente 

e a sus 

k) 

tor Especial reitera la recomendación 
realizada por el Comité de Derechos Humanos 

probar 
fesiones que se usan como evidencia 

sean dadas por propia voluntad del acusado, y 
 no 

na práctica recurrente por parte de la 
rocuraduría del estado, avalada por el Poder 

 al 
sor 

 
uras 

 ala detenido a 

el Principio 17 de los Principios Básicos sobr
la Función de los Abogados, que dice: 

"Cuando la seguridad de los abogados sea 
amenazada a raíz del  ejercicio de sus funcion

 adecuada." 

En lo que tocante a los defensores de los 
derechos humanos, se señalan a la atención
Gobierno las obligaciones contraídas en virtud
de la Declaración sobre el derecho y el deber 
los individuos, los grupos y las instituciones de 
promover y proteger l

reconocidos. 

ii)Las informaciones sobre estas amenazas, 
hostigamiento e intimidaciones deben 
investigarse cabalmente y procesars
autores. 

En lo que respecta a los juicios con las 
debidas garantías: 

i)El Rela

en julio de 1999 de que México debería: 
"asegurar que sea el Estado el que deba 
que las con

que las confesiones extraídas por la fuerza
puedan usarse como evidencia en el juicio".  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
U
P
Judicial,  es la de mantener incomunicado
detenido y evitar que tenga acceso a un defen
particular. Durante este estado de incomunicación
existen casos en donde se denunciaron tort
físicas y psicológicas para obligar
declararse culpable de determinado delito.  
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Asimismo, se adhiere a la recomendación de
Relator Especial sobre la cuestión de la tortura 
de que:  "No debe considerarse que las 
declaraciones hechas por los detenidos tengan 
un valor probatorio a menos que se hag

l 

an ante 
un juez".  Todas las denuncias de tortura deben 

sta al Gobierno a reabrir 
todas las causas de personas condenadas a partir 

 

 que hace a los demás tribunales… 

n) s: 

i)Aplicar los acuerdos sobre los derechos y la 
l 

én en 

y 
 

investigarse a fondo y debe llevarse a los 
culpables ante los tribunales. 

ii)El Relator Especial in

de confesiones sobre las que hay motivos 
fundados para creer que han sido obtenidas 
mediante coacción, como en el caso de los 
denominados presos de Loxicha.  Si no se 
puede repetir el juicio contra estas personas por 
impedimentos procesales, debería establecerse
una comisión judicial especial para revisar el 
caso. 

1) En lo que respecta a los recursos de 
amparo…, 

m) Por lo

 En lo tocante a las comunidades indígena

cultura de los pueblos indígenas firmados por e
Gobierno y el EZLN y reconocer las tradiciones 
y el derecho indígenas siempre que no est
contradicción con el sistema jurídico 
dominante.  Si se trata de acusados indígenas 
que han de comparecer ante un tribunal y no 
hablan español, debe garantizarse la presencia 
asistencia de un intérprete calificado.  En caso
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de no conseguir un intérprete en un plazo 
razonable, habrán de adoptarse medidas para 
evitar que se prolongue la detención pre
del acusado. 

ii) . 

En lo que respecta a lo

ventiva 

o) s niños, la Ley 
nacional para la protección de los derechos de 

a ley, 
ato.  
ntes 

 de 

p) 

i) … 

diarse la erradicación de las 
prácticas discriminatorias contra la mujer en el 

s 
para mejorar el acceso de las mujeres a la 

formación sobre la forma de tratar a las víctimas 

q) R : 

l tema de la justicia para niños y adolescentes 
e otro de los grandes pendientes de la 
dministración de Patricio Patrón. A pesar de que 
esde septiembre de 2006 entraron en vigor las 
formas al artículo 18 constitucional que 

bligaban a la Federación y entidades federativas 
 establecer un sistema especial de justicia para 
dolescentes, el estado de Yucatán no cumplió con 
s lapsos establecidos en la reforma. En tal 

irtud, los adolescentes en Yucatán siguieron 
endo procesados en el Consejo Tutelar, órgano 
constitucional de conformidad con la reforma 

el 18. 

niñas, niños y adolescentes, debe hacerse 
efectiva sin demora.  Si es preciso aprobar 
una norma de habilitación para aplicar l
debe promulgarse con carácter inmedi
Deben establecerse tribunales independie
para ocuparse de todos los casos
delincuencia juvenil. 

Por lo que hace a la situación de la mujer: 

ii)Debe estu

lugar de trabajo.  Deben articularse programa

justicia.  La policía y los fiscales han de recibir 

de la violencia sexual.  Debe examinarse la 
posibilidad de establecer unidades especiales 
que se ocupen de los delitos de violencia contra 
la mujer. 

ecomendación general - Proyecto experimental
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En
El g su principales características la de ser un 
esp erzos estuvieron enfocados en dotar de 
may os generalmente cercanos a la esfera 
pers galidad y los derechos de la ciudadanía. 
Par ó, no ólo de los espacios administrativos a 
su e  faccioso de los cuerpos policíacos y los 
órganos encargados de procurar justicia para reprimir, criminalizar y exhibir ante la 
opinión pública a quienes, desde diversos espacios, establecieron una postura crítica o 

 políticas públicas efectuadas desde el 
Ejecutivo.  

n ese tenor, Caucel y Oxcum desnudaron no sólo la añeja práctica de la utilización 
arbitraria de los cuerpos policíacos y Ministerios Públicos para desarticular 

 Conclusión 
obierno que culmina tuvo como una de 

acio clientelar, cuyos principales esfu
ores privilegios a determinados grup
onal del gobernador, por encima de la le

a ello la actual administración se vali
ncargo, sino que también se hizo un uso

s 

, 

 s

realizaron acciones de rechazo contra las

E
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movimientos campesinos que reclamaban la ilegalidad en los procesos de 
compraventa de terrenos ejidales, sino que también exhibieron las profundas 
carencias que imperan en el sistema de procuración de justicia del estado, y más allá, 
la existencia de un política pública en la cual los derechos humanos eran 
prescindibles, sólo referidos en el discurso, pero ausentes de la práctica cotidiana de 
las instituciones públicas encargadas de brindar seguridad y justicia a la población.  
Como consecuencia de lo anterior, la administración saliente no realizó, ni impulsó 
ningún tipo de reforma legislativa o política pública que permitiera la reestructuración 
de cuerpos policíacos y procuraduría de justicia. Por el contrario, durante este sexenio 
se afianzaron muchas de las prácticas violatorias de los derechos humanos cuya 
erradicación ha sido insistentemente recomendada desde espacios públicos y civiles 
estatales, nacionales e internacionales. La inexistencia de políticas públicas y 
propuestas legislativas tendientes a lograr la eficacia y autonomía de policías y 
procuraduría de justicia se entiende en el marco de los intereses que se privilegiaron 
en la administración de Patricio Patrón: era necesario mantener el control absoluto de 
estas instituciones puesto que eran funcionales para garantizar que cuerpos policíacos 
 Procuraduría estuvieran al servicio de dichos intereses, tal como sucedió en los 

el, por mencionar los más graves. 
y
casos de Oxcum y Cauc
Para el ejercicio de esta política pública discriminatoria, el Ejecutivo contó con la 
complicidad, en no pocos casos, tanto del Congreso del Estado como de la Comisión 
de Derechos Humanos del estado de Yucatán (CODHEY), cuyos silencios y 
omisiones fortalecieron la utilización de recursos públicos e instituciones para 
cometer graves violaciones a los derechos humanos. También el poder judicial del 
estado contribuyó. Si bien es cierto que existió una confrontación pública entre éste y 
el ejecutivo en algún lapso de la administración de Patrón Laviada, en la práctica el 
Judicial convalidó muchas de las violaciones a los derechos humanos cometidas por 
la Procuraduría General de Justicia del Estado. 
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5. Pueblo Maya40: 

 El derecho a ser pueblo 
  
 

El pueblo maya peninsular se encuentra en 
un territorio que abarca tres estados de la 
República mexicana: Yucatán, Campeche 
y Quintana Roo. En toda la península, la 
población indígena representa el 46.3 por 
ciento de la población y en Yucatán casi el 
60 por ciento de la población es maya41.  
Con instituciones vigentes —aunque 
vulneradas—, con sistemas normativos 
propios, con lengua compartida por más de 
un millón de personas, con expresiones 
culturales de intensa vitalidad, el pueblo 
maya, como otros pueblos indígenas de 
México, ejerce prácticas de autonomía 
pero en ámbitos cada vez más limitados y 
continuamente agredido por un sistema 
ajeno que sistemáticamente se ha negado a 
reconocer sus derechos. 
A lo largo de la administración 2001-2007, 
el equipo Indignación documentó diversos 

                                                 
40 En diciembre de 2006 el equipo Indignación publicó el informe “Mix Maak” (Los Nadies), sobre el estado que 

arda el reconocimiento, respeto y ejercicio de los derechos del pueblo maya en Yucatán. Este capítulo es una 
aptación actualizada de dicho informe. 
 Fuente: Indicadores socioeconómicos de los pueblos i as de México, 2002. Basado en estimaciones de la 

población indígena a partir del XII Censo general de pob ción y vivienda 2000, INEGI. 

gu
ad
41 ndígen

la
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casos de violación a los derechos del pueblo maya, incluye
represión, ambos relacionados con el despojo de tierras y ter l
amenazad
únicamen
A un pu

ausencia de consultas, en el proceso de 
tatal, en la aplicación de programas, en la 
tición de justicia’, en la elección de 
pobreza en la que viven sus integrantes, 
tán han sido conculcados, hasta hoy 

ente las violaciones a los derechos del 
n estas violaciones. 

 que guarda ‘el reconocimiento, respeto y 
cuando ni siquiera está reconocido en la 
ocal en materia indígena.” Señalaba en 
l informe ‘Mix Máak’ (Los Nadies). 
un Decreto con modificaciones a la 
posición pluricultural del Estado, la 

echo a la libre determinación.  
ner previamente a disposición del propio 
tiva, a pesar de que el propio decreto 
mecanismos que garanticen la efectiva 

participación del pueblo maya (...) cuando  se  prevean  medidas  legislativas 

ndo dos eventos de 
ritorios a un pueb o 

o por un modelo de desarrollo excluyente y racista que lo considera 
te, por insoportable que resulte el término, en condiciones de servidumbre. 
eblo que se encuentra en peligro de perder un elemento vital para su 

existencia: el territorio. 
En el diseño de políticas públicas, en la 
elaboración y aprobación del presupuesto es
‘resolución de conflictos’, en la ‘impar
autoridades, en las condiciones de extrema 
los derechos del pueblo maya de Yuca
impunemente. 
Este informe pretende documentar pr cise am
pueblo maya y la responsabilidad del Estado e
 
Derecho al reconocimiento 
“Parecería un despropósito hablar del estado
ejercicio de los derechos del pueblo maya’ 
constitución y en Yucatán no hay una ley l
diciembre de 2006 el equipo Indignación en e
Tres meses después el Congreso aprobó 
Constitución Local para reconocer la com
existencia del pueblo maya, así como su der
Sin embargo, la LVII legislatura omitió po
pueblo maya y de la ciudadanía la inicia
establece que “las leyes establecerán los 

relacionadas con éste.” 
En septiembre de 2005 más de dos mil mayas firmaron un documento para exigir al 
Congreso que se abstuviera de legislar en materia indígena en tanto no se 
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reconocieran los acuerdos de San Andrés en los términos que establece la ley Cocopa. 
En ese momento, el Congreso no presentó a los firmantes la iniciativa confusa y 
temerosa que estaba preparando, que ni siquiera se atreve a mencionar los sistemas 
normativos del pueblo maya. Es decir, en algunos aspectos, la legislación yucateca es 
más limitada que la contrarreforma indígena de 2001. 
Hagamos memoria. En 1992 la Constitución Federal reconoció que México es “una 

te instrumento, sin embargo, requería transformarse en iniciativa de 

ió como “Iniciativa 
e Ley Cocopa”, pero el gobierno de Ernesto Zedillo obstaculizó y los legisladores 

 OIT y El Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

nación pluricultural y multiétnica sustentada originariamente en sus pueblos 
indígenas”. Varios estados de la república mexicana adecuaron su constitución para 
reconocer su conformación pluricultural. Yucatán omitió hacerlo. 
En 1996, a raíz del diálogo entre el Ejército Zapatista y el Gobierno Federal, México 
contó con un nuevo instrumento en materia de derechos indígenas: Los Acuerdos de 
San Andrés. Es
ley para después ser reconocido en la Constitución Federal. Integrantes de la 
Comisión de Concordia y Pacificación elaboraron lo que se conoc
d
federales omitieron tratar el asunto. 
Fue hasta 2001, después de insistentes exigencias al gobierno, cuando los legisladores 
trabajaron el tema. Sin embargo, el resultado fue una reforma constitucional que no 
respetó los acuerdos de San Andrés y fue rechazada prácticamente por todos los 
pueblos indígenas del país. 
El Congreso de Yucatán ni siquiera votó como parte del constituyente.  
El 11 de abril de 2006 se publicó en el Diario Oficial del Estado el decreto de 
modificaciones a la Constitución yucateca aprobado por el Congreso. 
 
Instrumentos internacionales 
Entre los instrumentos internacionales que reconocen derechos de los pueblos 
indígenas, que México ha firmado y que, por tanto, son ley suprema en la nación está 
el Convenio 169 de la
Sociales y Culturales, cuyo primer artículo establece que “Todos los pueblos tienen 
derecho a la libre determinación”. Adicionalmente, diversas declaraciones y 
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convenios contienen apartados específicos sobre los pueblos indígenas. Actualmente, 
tanto la ONU como la OEA estudian la posibilidad de adoptar una declaración sobre 
derechos de las poblaciones indígenas. El reconocimiento de los derechos de los 
pueblos indígenas es, también en el ámbito internacional, un proceso inacabado. 
El gobierno de Yucatán y el poder judicial del estado están obligados a respetar lo 

e sus derechos 

uento proyecto de esclavitud que en Yucatán se 

or el reconocimiento de su derecho a ser pueblo. 
sus derechos 

o del Estado un 
ocumento titulado “No en nuestro nombre” (que puede consultarse en el anexo de 

posición a una legislación en la materia en 

establecido en los instrumentos internacionales que México ha suscrito con respecto a 
los pueblos indígenas y a proteger los derechos ahí reconocidos. 
 
La lucha del pueblo maya por el reconocimiento d
Las luchas de 1761 y 1847 son sólo dos de las fechas que marcan con mayor énfasis 
una historia continuada de resistencia y de lucha del pueblo maya peninsular por el 
derecho a ser pueblo, a determinar su vida y su camino, a ejercer la autonomía, a 
darse sus propias leyes: a lo que hoy se conoce como derecho a la libre 
determinación. 
A la resistencia y organización maya siguió la persecución y el etnocidio, por una 
parte, y la implementación de un cr
expresó en las haciendas henequeneras y que intentó destruir al pueblo maya en 
cuanto tal acabando con muchas vidas, vulnerando sus instituciones y estableciendo 
una relación de sometimiento y dominación que, a pesar de su crudeza, no logró 
acallar la aspiración maya p
Es en continuidad con la historia de lucha por el reconocimiento de 
como el equipo considera un reciente manifiesto de integrantes del pueblo maya: 
En septiembre de 2005 cerca de dos mil mayas presentaron al Congres
d
este informe) en el que manifestaron su o
tanto no se reconocieran los Acuerdos de San Andrés.  
Con este documento manifestaron su posición frente al intento del gobierno del 
Estado de presentar una iniciativa en materia indígena y rechazaron un proceso de 
“consultas” promovidas por el propio gobierno a través del Indemaya que no cumplió 
con las características que requiere un ejercicio de esta naturaleza para considerarse 
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válido: ser informadas, de buena fe, diseñarse en acuerdo con los pueblos interesados 
y realizarse a través de instancias válidas y reconocidas por los propios pueblos, entre 
otras. 
El manifiesto se dio a conocer a distintos pueblos a través de un movimiento que los 

 cuya discriminación 
 hizo evidente hasta en la forma de realizar la consulta. Sin embargo, la consulta no 

atividad 

 que 

mayas que participaron en él dieron a conocer como “P’uj”, en referencia al nombre 
que le dan las poblaciones mayas a la batida que realizan para cazar venado. 
El movimiento maya conocido como P’uj exhibió a un gobierno
se
se repuso ni se diseñó algún mecanismo para escuchar la opinión del pueblo maya 
sobre la iniciativa de reformas a la constitución local aprobadas a fines de marzo. 
“Podrán decretar leyes, siempre ha sido así; son “sus” leyes. Para ellos el pueblo 
maya seguirá siendo objeto del poder occidental en turno”, nos expresaron 
compañeros que firmaron el manifiesto.  
 
Derecho a la tierra y al territorio 
La situación del pueblo maya en lo que toca a sus derechos humanos no es muy 
distinta de la situación de los otros pueblos indígenas que subsisten en nuestro país. 
Una larga tradición de despojo que se remonta a los tiempos de la invasión española 
que conocemos como “conquista” nos impide muchas veces reconocer el derecho que 
los pueblos indígenas tienen al uso y control de sus territorios. La norm
agraria pre y post revolucionaria se construyó sobre la expoliación, saqueo y pillaje 
que sufrieron los pueblos originarios. Es por eso que los Acuerdos de san Andrés,
concentraron las principales demandas indígenas en una propuesta que fue rechazada 
por los tres principales partidos políticos que conformaban el Congreso de la Unión 
en 2001, reconocen el derecho al territorio:  
 
II. 5. Se propone al Congreso de la Unión y a las Legislaturas de los estados de la 
República reconocer y establecer las características de libre determinación y los 
niveles y modalidades de autonomía, tomando en cuenta que ésta implica: 
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a. Territorio. Todo pueblo indígena se asienta en un territorio que cubre la 
totalidad del hábitat que los pueblos indígenas ocupan o utilizan de alguna 
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manera. El territorio es la base material de su reproducción como pueblo y 

iedad de 

 
ojo y etnocidio 

deral, puesto que al mencionar el 
derecho a acceder al uso y disfrute de los 

expresa la unidad indisoluble hombre-tierra-naturaleza.  
 
Para los pueblos indígenas, el territorio es mucho más que el sistema de prop
la tierra. Hay una profunda vinculación entre la identidad indígena y el hábitat en el 
que la comunidad indígena se desenvuelve. Una buena parte del universo simbólico 
que da identidad al pueblo maya está ligado al contacto con la tierra y a la práctica 
agrícola. El tipo de relación que se establece con la tierra define, desde muchos 
puntos de vista, quién es maya y quién no lo es. Es muy difícil imaginar un proceso 
garantizado de reproducción de la cultura de los mayas si lo pensamos desligado del 
territorio que ocupan.  

Desp
Sin definición jurídica del territorio que 
les pertenece, los mayas han ido víctimas 
de una política ininterrumpida de despojo.  
La reciente reforma a la constitución del 
estado de Yucatán no reconoce el derecho 
del pueblo maya a su territorio, como 
tampoco lo hace la contrarreforma federal 
de 2001. Sin embargo, en este aspecto es 
también peor la legislación local que la 
fe

recursos naturales, la federal especifica: 
“acceder al uso y disfrute preferente...”, 
especificidad que omite la constitución 
estatal. 



La 
despoja
durante
apropia su incorporación al 

ercado. 

tentable (DOF 25/02/05), la Ley de Aguas Nacionales (DOF 
29/04/04), la Ley de Bioseguridad y Organismos Genéticamente Modificados (DOF 
18/03/05), la Ley Federal de Acceso y A sos Genéticos, 
aprobada en el Senado (DOF 27/04/05)
16/06/05) y la Ley Minera (DOF 28/04/05)
“En todas ellas se fortalece la liberalización
propiedad social y se fragmentan de maner
al bosque, a los recursos genéticos, a los re
 “Derivado de la reforma al Artículo 27, e
Parcelarios (PROCEDE), impulsado en la 
resistencias, la propiedad colectiva de las ti
propiedad individual las parcelas de cultivo
de incluirlas en el mercado. 
 “En territorios en los que el PROCEDE ha 
los ejidos y comunidades pueden decidir
presiones económicas los han obligado a
como garantía de créditos agrícolas hasta e
el mejor de los casos, aun y cuando los ind tengan su parcela, la certificación 
individual de la tierra tiene como efecto perder el control de las tierras de uso común 

reforma a la legislación agraria en 1992, desprotegió a las tierras indígenas al 
rlas del carácter inalienable, inembargable e imprescriptible que habían tenido 
 toda la época posrevolucionaria, en una lógica de destrucción de la 
ción colectiva de la tierra de ejidos y comunidades para 

m
Así lo expresa la Agenda de la Red “Todos los derechos para todas y todos” cuando 
dice: “La punta de lanza para la individualización y privatización de las tierras de 
propiedad social, lo constituye el Programa de Certificación de Derechos Ejidales 
(PROCEDE) y su símil para el caso de las comunidades indígenas (PROCECOM). 
“Junto con las nuevas leyes agrarias, toda una generación de reformas a las leyes con 
incidencia en el sector rural, pero sin consultas legítimas, han venido a conformar 
nuevas amenazas al territorio indígena y sus recursos, por ejemplo: La ley General de 
Desarrollo Forestal Sus

provechamiento de Recur
, la Ley de Propiedad Industrial (DOF 
.  
 del acceso a los recursos en las tierras de 

a arbitraria los derechos a la tierra, al agua, 
cursos del subsuelo, entre otros. 
l Programa de Certificación de Derechos 
última década va minando, aunque no sin 
erras. Dicho programa pretende otorgar en 
 de cada uno de los campesinos con el fin 

sido implementado, se observa que si bien 
 el régimen de tenencia de la tierra, las 
 aceptar el programa y poner sus tierras 
l punto de verse obligados a venderlas. En 
ígenas re
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como los pozos de agua o los agostaderos, y con esto, la posibilidad de materializar la 
concepción colectiva de relación espiritual profunda entre la comunidad y la tierra, 
sufre una nueva y poderosa agresión estructural, es decir, se pierde la dimensión del 
territorio en su integralidad y con ello la posibilidad de desarrollar y reproducir la 
cultura del Pueblo indígena. 

 virtud de la necesidad de desarrollar 

d de que 

isición de tierras en las Comisarías cercanas a la capital. 

“El PROCEDE ha ido dejando una agudización de conflictos agrarios, sociales, 
culturales y ambientales. Al parecer, uno de los objetivos es el de despoblar al campo 
de campesinos e indígenas y con ello se está dando paso a esquemas agroproductivos 
de corte industrial, en gran medida controlados por trasnacionales”.42

 
Los mayas frente a los megaproyectos de infraestructura 
Es a partir de la reforma al artículo 27 constitucional impulsada por el ex presidente 
Carlos Salinas de Gortari e implementada en Yucatán por la entonces gobernadora 
Dulce María Sauri, cuando inicia en el estado un acelerado proceso de despojo y 
privatización de tierras ejidales. Este fenómeno se da principalmente en comisarías 
pertenecientes al municipio de Mérida en donde la cercanía con la capital hace que 
las tierras ejidales tengan un alto valor en
infraestructura de diversa índole ante el crecimiento desorganizado de la ciudad. Esta 
situación de especulación y despojo se ha acelerado a partir de la llegada, en el 2001, 
del panista Patricio Patrón Laviada a la gubernatura del estado, en virtu
buena parte de la política pública de su gobierno está enfocada en la construcción de 
diversos proyectos que benefician a capitales privados y cuya construcción y 
ejecución está planeada en zonas ejidales mayas.  
Este hecho ha generado que el gobierno del estado, a través de intermediarios, haya 
iniciado un proceso de adqu
En algunos casos este proceso ha guardado las formas legales de una compra venta, y 
en otros se han denunciado situaciones de despojo. No obstante, incluso cuando la 
adquisición de tierras se ha dado por vías aparentemente legales, la ausencia de 
                                                 
42 Agenda de la Red de organismos civiles de derechos humanos “Todos los Derechos para Todas y 
Todos”. 2006. Capítulo IV Derechos de los Pueblos Indios. 
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consulta, el secretismo y la manipulación de la situación de pobreza y marginación en 
la que vive el pueblo maya son elementos que cuestionan la legitimidad de acciones 
aparentemente legales.  
Algunos ejemplos de estos proyectos son Metropolisur, Ciudad Caucel, Yucatán 
Country Club y Residencial Xcanatún (estos tres últimos como proyectos  

n grupo de ejidatarios de Tahdziú inició en agosto de 2002 un proceso para 
atarios 

n la ley agraria que contempla la 

derecho. 

inmobiliarios y residenciales), además de la propia infraestructura carretera 
construida durante este sexenio 
 
Carreteras: Tahdziú  
U
denunciar diversas violaciones a sus derechos como pueblo maya y como ejid
a raíz de la construcción de la carretera que va de Sotuta a Tahdziú, obra que ni 
siquiera les fue consultada previamente a pesar de que afectaba su propio territorio. 
Como en otros casos, distintas instancias del gobierno intervinieron en las decisiones 
de la asamblea. Los ejidatarios que se inconformaron expresaron que “el visitador de 
la Procuraduría Agraria, el representante de Vías Terrestres y el Comisario ejidal se 
coludieron en tratar de convencer a los ejidatarios mintiendo y manipulando 
información sobre sus derechos ejidales.” Le ofrecieron, aclarándoles que era como 
regalo pues no tenían derecho a indemnización, 20 mil pesos por más de veinte 
hectáreas, pero un grupo de ejidatarios continuó el proceso de denunciar violaciones a 
sus derechos como pueblo maya, entre otros, el derecho a la consulta, la afectación de 
vestigios arqueológicos, la utilización de material tomado su propio territorio para la 
construcción de la carretera e invocaron tambié
expropiación mediante indemnización. 
El proceso seguido en el caso de Tahdziú exhibe la forma como la administración 
2001-2007 vulneró derechos del pueblo maya, que ni siquiera consideró consultarlos 
cuando realizó obras que afectan directamente sus territorios, que siguió la lógica del 
despojo y que incluso escatimó, negó o redujo la indemnización a la que tienen 
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Después de una larga batalla, fue hasta 2006 cuando el ejido de Tahdziú logró 
únicamente el pago por el polvo, sascab y material  que la empresa constructora 
extrajo de un sitio que se encuentra en su propio territorio. 

rimera ciudad satélite de Mérida con 12 núcleos de 
oblación cada uno de los cuales va a corresponder a un subcentro o a un barrio con 

cios, escuelas, parques, iglesias, canchas, pequeños centros 

án, y Hunucmá, municipio cercano a Mérida, 

                                

 
Ciudad Caucel 
El megaproyecto de ciudad Caucel contempla la construcción de 31 mil casas en 
cinco años. Este sitio será la p
p
infraestructura de servi
comerciales y otros establecimientos. Arranca la primera etapa en dos meses con 10 
mil viviendas. Para efectuar este proyecto el gobierno del estado expropió más de mil 
hectáreas a ejidatarios vendiendo posteriormente a 10 pesos el metro cuadrado a los 
empresarios que efectuarán la construcción de las casas y la infraestructura de esta 
ciudad satélite43.  
A raíz de la expropiación del gobierno del estado diversos ejidatarios afectados han 
expresado públicamente su inconformidad, realizando diversas manifestaciones 
pacíficas en contra de la política gubernamental de despojo de tierras ejidales. Ante 
estos hechos de denuncia pública el gobierno del estado ha respondido con la 
represión, descrita en el apartado sobre impunidad, en este mismo informe y 
documentada más ampliamente en el informe “Caucel, despojo y represión” emitido 
por Indignación en julio de 200644

 
Metropolisur 
En el caso de Oxcum, comisaría de Um
la compra de tierras forma parte de un megaproyecto gubernamental presentado en 
agosto de 2005 bajo el nombre de “Metropolisur”, un proyecto de reordenamiento 
urbano que, según el propio gobierno, pretende “acabar con la división entre la 
Mérida del norte y la Mérida del sur”. Según el propio gobierno el aeropuerto actual 
                 
43 La Revista Peninsular, 4 de junio de 2006 
44 Disponible para su consulta en www.indignacion.org 
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constituye un elemento que mantiene la división entre una y otra Mérida, por lo que 
dicho proyecto requiere reubicar el aeropuerto actual de la ciudad capital. Un 
aeropuerto en óptimas condiciones, con dos pistas cruzadas, sería sustituido por un 
eropuerto de una sola pista, es decir, de menor capacidad que el actual, por lo que 

il justificar la necesidad de ese aeropuerto. 

 de veinte personas que se mantenían en vigilancia sobre terrenos 

 instrumentos de trabajo, no es una conducta 
cialmente reprochable para la población indígena de la península de Yucatán 

En las comisarías de Chablekal y Dzibichaltún, el gobierno del estado adquirió, a 
azán, que había también jugado ese papel en la 

0 hectáreas para que un grupo de 

a
resulta muy difíc
En este caso, diversos ejidatarios mayas de Oxcum, han denunciado públicamente 
que la venta de propiedades ejidales de dicha Comisaría al gobierno del estado, fue 
hecha de manera ilegal, puesto que el Comisario ejidal autorizó las ventas sin que 
existiese un acuerdo de la Asamblea. Esta situación ha dado pie a que los ejidatarios 
inconformes realicen diversas manifestaciones, llegando incluso a impedir el trabajo 
de la maquinaria en terrenos que están en litigio.  
Bajo este contexto, el 6 de octubre de 2006, Policías de la Secretaría de Protección y 
Vialidad de Yucatán (SPV) detuvieron con violencia a cuatro ejidatarios mayas y 
agredieron a cerca
del ejido de Oxcum en litigio para evitar que se introduzca maquinaria a trabajarlos 
(ver más en el apartado sobre Represión e impunidad, en este mismo informe). 
La acusación de portación de armas e instrumentos prohibidos, de portación de armas 
de uso exclusivo del ejército y de ataques peligrosos, a pesar de que no hubo 
lesionados, expresa la voluntad del gobierno estatal de fabricarles expedientes y 
criminalizar la resistencia, además de violar derechos del pueblo maya pues la 
portación de escopetas, que son
so
 
Yucatán Country Club 
En otros casos, el proceso de compra venta se ha dado con mayor sigilo y sin que 
existan aparentes inconformidades por parte de los ejidatarios. Tal es el caso de 
Chablekal, Dzbichaltún e Xcanatún, en donde el gobierno del estado ha promovido la 
compra de tierras para el desarrollo de zonas residenciales y clubes de lujo.  

través del intermediario Antonino Alm
compraventa de otros ejidos afectados, 30
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empresarios desarrollase en ellas una zona residencial exclusiva que han dado a 
conocer bajo el nombre de “Yucatán Country Club”. 
Dichos empresarios pagarán a plazos los terrenos que el gobierno del estado adquirió 
para ellos. “El Ejecutivo ha confirmado que su Comisión Ordenadora del Uso del 
Suelo (Cousey) intervino en la transferencia de tierras del ejido de Chablekal al grupo 

pó también en la adquisición de los 

ino de 

encial 
canatún”. A pesar de recursos legales que han iniciado los ejidatarios, todavía no se 

el comisario ejidal, que tenía una carta poder del ejido, 

a de esas 

de empresarios que proyecta construir el Yucatán Country Club. La transacción 
consistió en la compra de 300 hectáreas para el Club y 50.7 para constituir en esa 
zona una reserva territorial del gobierno del Estado. 350 hectáreas en total. En 
entrevista con este periódico, José Carlos Guzmán Alcocer, director de la Cousey, 
informa que el gobierno estatal utilizó de nuevo en esta operación los servicios del 
corredor Antonino Almazán Arteaga, quien partici
terrenos destinados al nuevo aeropuerto. Guzmán Alcocer tiene conocimiento de que 
en la asamblea ejidal correspondiente el señor Almazán compró en Chablekal, para 
fines particulares, 150 hectáreas más, incluyendo 60, cercanas a Dzibichaltún, que 
vendió luego a los hermanos Lorenzo, Francisco y Mario Molina Casares para una 
ampliación del club de golf “La Ceiba”. La Cousey no tiene noticias del dest
las 90 hectáreas restantes.” (Diario de Yucatán. Agosto de 2005). 
Las tierras compradas para desarrollar el proyecto residencial de lujo “Yucatán 
Country Club”, adquiridas a 14 pesos el metro cuadrado, se ofrecen en un sitio de 
internet a precios que fluctúan entre mil y dos mil pesos por metro cuadrado.45

En el caso de Xcanatún los ejidatarios vendieron, sin saberlo, parte de sus tierras 
ejidales para un exclusivo fraccionamiento que llevará por nombre “Resid
X
ha podido determinar si 
recibió dinero por esa venta o si lo recibió un ex funcionario de la Reforma Agraria, 
Rigoberto Paz Cen, que fungió como intermediario, pero ha sido notoria, según los 
ejidatarios, la inacción del gobierno del Estado para proteger esta propiedad del ejido 
de Xcanatún. Los ejidatarios de Xcanatún no recibieron dinero por la vent
tierras que, hasta donde ellos sabían, estaban dadas en renta. Otro terreno que colinda 
                                                 
45 www.yucatangolf.com
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con esta ex hacienda, se ha fraccionado ya con el objetivo de construir ahí viviendas 
de tipo social y medio. 
De los casos arriba citados, se desprenden diversas violaciones a los derechos del 
pueblo maya.   
Como un primer elemento, es preciso señalar que el Convenio 169 de la OIT 
establece en sus artículos  17 y 18 la obligación que tiene el estado de impedir que 
personas extrañas a esos pueblos puedan aprovecharse de sus costumbres o de su 
desconocimiento de las leyes para arrogarse la propiedad, la posesión o el uso de las 
tierras pertenecientes a ellos. De igual manera, señala la obligación de que la ley 
prevea sanciones apropiadas contra toda intrusión no autorizada en las tierras de los 
pueblos interesados o todo uso no autorizado de las mismas por personas ajenas a 
ellos, y los gobiernos deberán tomar medidas para impedir tales infracciones. 
Como se puede observar, existe una clara obligación por parte del Estado mexicano, y 
en este caso de las autoridades del estado de Yucatán, de establecer medidas para 
proteger el territorio del pueblo maya de cualquier situación que, bajo vías 
aparentemente legales, pero engañosas, signifique el despojo de sus territorios. En los 
casos arriba planteados, el gobierno estatal no sólo incumple con el Convenio 169 de 

idades 

 

la OIT, sino que fomenta, ya sea de manera directa o a través de intermediarios, la 
venta y el despojo de los territorios mayas. No sólo eso, sino que en muchos casos ni 
siquiera existe el reconocimiento de que en dichos territorios viven comun
indígenas mayas, tal como se demuestra en los documentos relativos al proyecto de 
metropolisur, en donde en ningún momento se hace consideración o referencia alguna 
a la afectación que los habitantes de las diversas Comisarías que circundan la capital, 
en su mayoría campesinos indígenas mayas, tendrían en la implementación de dichos 
proyectos.  
Los efectos que viven las comunidades indígenas cuando se implementan proyectos 
de desarrollo, ya han sido motivo de preocupación por parte del relator especial de 
Naciones Unidas para pueblos indígenas. Así, en su informe presentado de 
conformidad con la resolución 2002/65 de la Comisión, señaló que: 
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Cuando estas actividades tienen lugar en zonas ocupadas por pueblos indígenas es 
posible que sus comunidades sufran profundos cambios sociales y económicos que a 

royectos de desarrollo en gran escala afectarán inevitablemente a las 

s y las 

onde la venta de 
erras ha sido avalada por el Comisariado ejidal a pesar de que muchos ejidatarios no 

están conformes con la venta de dichos territorios. Este hecho ha generado una 

menudo las autoridades competentes son incapaces de comprender y mucho menos 
de prever. Los p
condiciones de vida de los pueblos indígenas. A veces los efectos serán beneficiosos, 
muy a menudo devastadores, pero nunca desdeñables. Se dice que los pueblos 
indígenas soportan de manera desproporcionada los costes impuestos por las 
industrias extractivas y consumidoras de recursos, las grandes presas y otros 
proyectos de infraestructura, la tala y las plantaciones, la prospección biológica, la 
pesca y la agricultura industriales, y también el ecoturismo y los proyectos de 
conservación impuestos. 
Se debe dar la máxima prioridad a los derechos humanos de los pueblo
comunidades indígenas cuando se emprenden proyectos de desarrollo en las zonas 
indígenas. Los gobiernos deberían considerar los derechos humanos de los pueblos 
indígenas como un factor clave al examinar los objetivos, costos y beneficios de 
cualquier proyecto de desarrollo en dichas áreas, en particular cuando se trata de 
grandes inversiones privadas o públicas. Los efectos económicos, sociales y 
culturales a largo plazo de los grandes proyectos de desarrollo en los medios de 
subsistencia, la identidad, la organización social y el bienestar de las comunidades 
indígenas deberán incluirse en la evaluación de sus resultados previstos y se deberán 
seguir de cerca de manera regular. Entre esos efectos figurarán las condiciones 
sanitarias y alimenticias, las migraciones y el reasentamiento, la mutación de las 
actividades económicas, el nivel de vida, así como las transformaciones culturales y 
las condiciones psicosociales, y se prestará especial atención a las mujeres y los 
niños. 
 
En otros casos, la venta y despojo de las tierras ejidales del pueblo maya, ha generado 
conflictos entre la propia comunidad pues es táctica gubernamental la cooptación de 
las autoridades ejidales, como sucede en el caso de Oxcum, en d
ti
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situación de enfrentamiento intracomunitario en la que incluso ha intervenido la 
fuerza pública para reprimir a aquellos que se oponen a la venta de terrenos, 
incoándoseles procesos penales federales como una forma de intimidación y 
desarticulación del movimiento social.  
En algunos casos la intervención del gobierno del estado en asuntos internos del ejido 
ha sido más que evidente. En Hunucmá, ante un conflicto derivado de elecciones del 
comisario ejidal, el gobierno del estado distribuyó recursos a través de aquel que se 
mostró favorable a la venta de tierras, lo que finalmente logró revertir el apoyo hacia 
el comisario electo originalmente y que encabezaba el movimiento contra el despojo. 
Tanto en Hunucmá como en Oxcum y Komchén, por citar tres ejidos, las operaciones 
de compraventa se han hecho a través de prestanombres que de manera irregular y 

edades en torno a los derechos y títulos agrarios, desacuerdos en cuanto a 
mites entre ejidos, comunidades y propiedades privadas, conflictos por el uso de 

engañosa aparecen como “avecindados” de dichos pueblos. 
En la declaración de Zirahuén por la defensa de la tierra y el territorio, ejidos, 
organizaciones y comunidades de distintos lugares del país reunidos en 2006 
denunciaron que, para que sea aceptado el PROCEDE, “el gobierno mexicano ha 
incurrido en actos ilegales, engaños, presiones, amenazas, represión e incluso 
asesinatos, además de condicionar obras, servicios y otros programas 
gubernamentales” y que “en muchos casos estas autoridades presionan, corrompen y 
amenazan a los órganos de representación ejidal y comunal, tales como Comisariados 
y Consejos de Vigilancia.” 
Esta situación no es nueva, pero sí se ha agudizado. De hecho el relator especial, en 
su informe derivado de la visita a México, estableció que:  
 
18. Las luchas campesinas por la tierra y sus recursos se agudizan por las 
ambigü
lí
recursos colectivos como bosques y aguas, invasiones y ocupaciones ilegales de 
predios y terrenos comunales por parte de madereros, ganaderos o agricultores 
privados, acumulación de propiedades en manos de caciques locales etc. La defensa 
de la tierra, que se lleva primero por la vía institucional, judicial y política, puede 
conducir a enfrentamientos con otros campesinos, o con propietarios privados, 
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autoridades públicas y las fuerzas del orden (policías, militares). En este contexto, se 
denuncian persistentes violaciones a los derechos humanos, a las cuales no son 
ajenos en ocasiones las autoridades locales o estatales y elementos de la fuerza 
pública, ya sea por omisión o por comisión. 

 

as emitidas en el informe 

o de las autoridades.  

en políticas que 
fecten al pueblo maya 

 
Ante estos hechos, las comunidades mayas no tienen recursos efectivos, ni tribunales 
ante los cuales reclamar la violación a sus derechos como pueblo indígena. Por el 
contrario, tanto ministerios públicos como jueces tienden a avalar los procesos de 
represión a que se ve sujeto el pueblo maya cuando intenta defender su territorio,
cerrando con ello cualquier posibilidad de acceso a la justicia y al reconocimiento de 
sus derechos como pueblo.  
Ninguna de las recomendaciones generales ni tampoco de l
específico de México han sido cumplidas por el gobierno del estado de Yucatán. A 
pesar de las constantes campañas realizadas por el ejecutivo para promover 
públicamente la cultura maya, en la práctica no hay ningún tipo de política pública 
que tienda a consolidar en los órganos estatales una verdadera política de 
reconocimiento y fomento del derecho del pueblo maya. En consecuencia, en la 
práctica existe una situación de invisibilización y discriminación en perjuicio del 
pueblo maya que sólo aparece en el discurso gubernamental y en espacios mediáticos, 
pero no en el actuar cotidian
 
Derecho a la consulta y a la participación 
a
La aprobación de la modificación a la Constitución estatal para reconocer al pueblo 
maya violó el derecho del pueblo maya a ser consultado, como se señaló en el 
apartado sobre reconocimiento. 
Por otra parte, la participación en políticas que les afecten es el derecho que tienen 
todos los pueblos indígenas como colectividad y de manera individual (como 
representantes del pueblo por mandato de asamblea), partiendo del respeto a su libre 
determinación y autonomía, a participar de los planes y programas de desarrollo 
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socioeconómico, político y cultural, ya sean regionales o nacionales, que les afecten 
en su desarrollo y vida cotidiana. 
El estado viola este derecho cuando no ofrece información clara, completa y accesible 
para los indígenas respecto de los proyectos, cuando no se ejerce el derecho a la 
onsulta de acuerdo con los modos culturales de los pueblos involucrados y cuando se 

los casos en los que más directa y evidentemente 

 elecciones periódicas, auténticas, 
alizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 

 de representatividad de los Pueblos Indígenas en los 

Aunado a esto, está el hecho de que estos pocos 

nivel municipal, estatal y federal. El derecho a la consulta, claramente establecido en 

c
niega su participación en el diseño, implementación, aprobación y evaluación de los 
proyectos que se les ofrecen. 
El gobierno del estado no únicamente escamotea información a los pueblos indígenas, 
como ocurre en otros estados del país, sino que en Yucatán no se presenta a los 
pueblos indígenas los proyectos para que participen en su diseño, implementación y 
evaluación, ni siquiera en 
resultarían afectados. El gobierno no contempla algún mecanismo para garantizar la 
participación del pueblo maya en los proyectos. 
La falta de respeto y de reconocimiento a estos derechos conlleva a la violación de 
otros derechos políticos, como los establecidos en el Artículo 25 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), que dice: “Todos los 
ciudadanos gozarán, sin ninguna de la distinciones mencionadas en el Artículo 2, y 
sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: a) Participar 
en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos; b) Votar y ser elegidos en
re
expresión de la voluntad de los electores”.  
Sin duda se observa una ausencia
espacios de toma de decisiones a nivel estatal y federal. Un ejemplo de ello es el 
escaso número de legisladores indígenas que se encuentran actualmente en los 
congresos locales y federales. 
legisladores indígenas no representan los intereses de los pueblos, sino de sus 
respectivas bancadas partidistas. 
Pero más grave aún son las nulas posibilidades de participación que tienen los 
Pueblos Indígenas en la dirección de los asuntos públicos y en la toma de decisiones a 
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los Acuerdos de San Andrés y el Convenio 169, es violado de manera sistemática, 
toda vez que los Pueblos Indígenas del país no han sido consultados por medios 

dígenas, impidiendo la conformación de un esquema de 

pos, sistemas de referencia e incluso  

adecuados, de acuerdo a sus usos y costumbres, sobre las políticas públicas, 
programas de gobierno y reformas legislativas que los conciernen. Ejemplo claro de 
ello es la reforma de derechos y cultura indígena llevada a cabo en 2001. De este 
modo, se ha diseñado un proyecto de nación alejado de la situación, perspectiva y 
necesidades de los Pueblos In
desarrollo de y para los pueblos que verdaderamente dé respuesta a sus demandas.”46

Resulta necesario, de acuerdo a la normatividad vigente, que en cualquier acto de 
autoridad como medidas legislativas, administrativas, el diseño y aplicación de 
políticas públicas y programas que puedan afectar los derechos, bienes o intereses de 
los Pueblos Indígenas, se deberá consultar a dichos pueblos considerando los 
siguientes requisitos: 
La consulta deberá ser: 
• Temprana, es decir que no se haya tomado la decisión y que todas las opciones y 
etapas aún sigan abiertas. 
• Informada, es decir que haya información disponible y accesible de los asuntos 
sobre los cuales se va a tomar la decisión.  
• Democrática, es decir, que los Pueblos Indígenas puedan hacer comentarios y que la 
decisión que se tome se base en ellos47. 
Se deberá determinar un mecanismo de consulta adecuado teniendo en cuenta al 
determinarlo los valores, concepciones, tiem
formas de concebir la consulta de los Pueblos Indígenas, como lo ha establecido la 
OIT48. 

                                                 
46 Agenda RTDT. 2006. IV DPI 
47 Criterios identificados por el sistema europeo de protección de los derechos humanos. El último 
punto se desprende de la Convención sobre el acceso a la información, la participación pública y el 
acceso a la justicia en asuntos ambientales. Convención Aarhus. 1998. 
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Se deberá garantizar que la consulta sea efectivamente de buena fe, asignando a 
alguna instancia autónoma la revisión de los procedimientos, la materia de la consulta 
y la forma en cómo es consultada, incluyendo la manera en que se plantea el 
problema, la difusión de información previa y con tiempos suficientes, lenguaje 
adecuado y sencillo, las personas o grupos a ser consultados y las instancias por las 
cuales se consulta, considerando sus propias vías de toma de decisiones. 
 
Derecho a participar en los beneficios de los proyectos 
El Convenio 169 de la OIT establece que: 
(...) “Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible en los 
beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa 
por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades.” 
Una palabra especial 
Convenio 169 de la O

amerita esta violación a lo establecido en el artículo del 

erecho a la libre determinación era una condición previa para la realización 
de otros derechos humanos, y debía considerarse como el fundamento que garantiza 
su autonomía mediante el cual pueden participar en los procesos de toma de 
decisiones sobre las políticas que les afectan directamente. Por consiguiente, los 

                                                                                              

IT recién trascrito y que tiene que ver con el derecho a 
participar de los beneficios de los proyectos. Se les ha despojado de sus tierras 
afectando sus territorios. Se les ha pagado a centavos tierras que se revenderán a 
millones de pesos. El extremo viene cuando se hace explícita la forma como el 
gobierno considera que se beneficiarán de los proyectos: empleándolos para estar al 
servicio de los grandes ricos que ahora vivirán y pondrán sus negocios en lo que antes 
era territorio del pueblo maya, lo que perpetúa una relación de subordinación y 
sometimiento y exhibe la discriminación hecha política pública. 
Ya en 2002, en el Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indígenas de la ONU, en su 
20º período de sesiones, “... prácticamente todos los participantes indígenas afirmaron 
que su d

                                             
48 Comité de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones: Observación individual sobre 
el Convenio núm. 169, Pueblos Indígenas y tribales. 1989. México. Ratificación: 1990. Publicación: 
2005. 
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pueblos indígenas reiteran el nexo inextricable entre su derecho a la libre 
determinación y otras cuestiones relativas a los derechos humanos de los indígenas, 
como al derecho a la tierra y a los recursos naturales, la preservación de su identidad 
cultural y los derechos al idioma y a la educación”.  
El vínculo entre el derecho al territorio y el derecho a la libre determinación se 
aprecia de manera especial en la obligación que el Convenio 169 de la ONU le señala 
 los Estados de  

Es quizá en el ámbito del acceso a la justicia, donde las violaciones a los derechos 

a
 

"a) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados 
y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se 
prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles 
directamente;  
b) Establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados 
puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros 
sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en 
instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole 
responsables de políticas y programas que les conciernan...” 
 

Es por eso que el artículo 30 de la Declaración sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas de la ONU, recientemente aprobada, establece que los Estados están 
obligados a obtener el consentimiento libre y el pleno conocimiento de los pueblos 
indígenas antes de adoptar cualquier proyecto que afecte sus tierras, territorios y otros 
recursos, lo cual no ha sido cumplido en el caso del proyecto Metrópoli Sur ni 
tampoco en otros proyectos inmobiliarios realizados por empresas privadas con 
aquiescencia y apoyo del Gobierno del Estado.  
 
Derecho a la justicia 

humanos cometidas en perjuicio del pueblo maya se hacen más evidentes. Además de 
sufrir las ineficiencias propias del sistema de justicia, que han sido documentadas por 
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diversas organizaciones y han sido motivo de varias recomendaciones 
internacionales49, el pueblo maya tiene que enfrentar la discriminación y la falta de 
reconocimiento de sus sistemas normativos cuando se encuentran ante la jurisdicción 
del estado.  
La ausencia de un sistema de justicia que haga efectivos los derechos del pueblo 
maya los sitúa en un estado de indefensión que les impide hacer frente a situaciones 
en las que se ponen en juego sus derechos como pueblo, como son los grandes 
royectos privados para el desarrollo de diversas infraestructuras que van, desde la 

constru
privado
Esta si
algunas de las consideraciones más importantes realizadas por el Relator Especial 
sobre l
indígen
situació
 
29. Es  de justicia que 
se expresa claramente la vulnerabilidad de los pueblos indígenas, quienes denuncian 

atar los servicios de un abogado 
efensor50. 

p
cción de viviendas, hasta la creación de centros turísticos y de esparcimiento 
s. Este fenómeno es el que en la actualidad se está dando en el estado.  

tuación de vulnerabilidad no es exclusiva del estado de Yucatán. De hecho 

a situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los 
as en su informe derivado de su visita a México, hacen especial énfasis en la 
n de los pueblos en el ámbito de la procuración y administración de justicia: 

precisamente en el campo de la procuración y administración

ser víctimas de discriminación, vejaciones y abusos (E/CN.4/2002/72/Add.1). Los 
informes recibidos señalan que muchos indígenas indiciados se encuentran 
desamparados ante los agentes del ministerio público o el juez por no hablar o 
entender el castellano y no contar con un intérprete en su lengua, a pesar de que la 
ley establece este derecho. Son pocos y generalmente poco capacitados los 
defensores de oficio que operan en zonas indígenas, en donde la gente por lo común 
no tiene recursos ni posibilidades de contr
d
 
                                                 
49 Ver por ejemplo, el Informe del Relator Especial sobre la independencia de los magistrados y 
abogados derivado de su misión a México 
50 E/CN.4/2004/80/Add.2, 23 de diciembre de 2003. 

 333



En la actualidad y en el caso de Yucatán estas violaciones al derecho a la justicia del 
pueblo maya se dan cuando menos en dos vertientes: Una primera que guarda 
relación con la implementación de proyectos que tienen como consecuencia la 
violación de sus derechos como pueblo indígena al territorio y ante las cuales los 

s 
ue viven los mayas cuando acuden a buscar justicia ante lo órganos del estado 

Don Ricardo Ucán nunca contó con una defensa adecuada, en ningún 
omento le fue proporcionado un traductor que le informara sobre su situación 

jurídica y lo asistiera en las audiencias y diligencias y su defensora de oficio jamás 

 de Derechos Humanos del Estado, que 

mayas se ven en estado de indefensión, proceso al que nos hemos referido en detalle 
con anterioridad, y otra que es más cotidiana y que se traduce en la negación 
sistemática por parte de los órganos encargados de procurar y administrar justicia del 
reconocimiento de sus sistemas normativos y en una aplicación discriminatoria de la 
ley y la justicia cuando se encuentran ante autoridades federales, estatales o 
municipales. 
 
La injusticia cotidiana: el caso de don Ricardo Ucán 
A la par de las violaciones derivadas de proyectos de desarrollo que impactan 
directamente en diversos derechos del pueblo maya protegidos por el Convenio 169 
de la OIT, existe otro tipo de violaciones más sistemáticas y cotidianas que son la
q
competentes para ello.   
Quizá el caso que de manera más descarnada representa la situación de 
discriminación que vive el pueblo maya cuando se encuentra ante la jurisdicción del 
estado, sea el de Ricardo Ucán Ceca, indígena maya sentenciado a 22 años de prisión 
por haber privado de la vida, en defensa propia, a Bernardino Chan Ek cuando este 
amenazaba con una escopeta a su esposa e hijas.  
A raíz de este hecho, tanto el Ministerio Público adscrito a la Agencia 12ª del Fuero 
Común, como el Juzgado Mixto y de lo Familiar del Segundo Departamento Judicial 
del estado, y el Tribunal Superior de Justicia del estado hicieron nugatorio su derecho 
de defensa. 
m

presentó ni los recursos ni las pruebas de manera adecuada y profesional, en una clara 
actitud de discriminación hacia una persona perteneciente al pueblo maya. Esta 
situación fue documentada por la Comisión
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entre otras cosas recomendó la investigación y sanción de la defensora de oficio que 
supuestamente asistió a Don Ricardo, y la reparación de las violaciones cometidas en 
perjuicio de él.   
A pesar de ello, Ricardo Ucán ha recorrido todos los caminos que la justicia ordinaria 
y extraordinaria le reconoce en la ley. En todos se le ha negado el derecho que como 
indígena tiene a hablar en su propia lengua, a contar con una defensa adecuada y a 
que los jueces y tribunales reconozcan sus sistemas normativos. El equipo 
Indignación ha elaborado un informe amplio sobre el caso de don Ricardo Ucán51.  
Para describir la discriminación a la que se enfrentan los mayas, incluimos en el 
presente informe un extracto de la sentencia de 9 de febrero de 2004 relativa al 

curso de revisión extraordinaria presentado por Ricardo Ucán, el Tribunal Superior 

rgo ni le proporcionaron intérprete, señalándose en dicha 

ndígena, aquellas que formen una 

re
de Justicia del estado estableció que: 
 
…declarando infundado su argumento consistente en que no se tomó en cuenta que 
al emitir su deposado ministerial señaló que habla y entiende poco el idioma 
castellano, así como que no sabe leer y escribir, aludiendo a su condición de 
indígena y que sin emba
ejecutoria federal, que de las constancias de autos no se advierte que pertenezca a 
una comunidad indígena con costumbres claramente especificadas… 
A mayor abundamiento, cabe hacer mención que del párrafo tercero del artículo 2º 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, refiere textualmente: 
“…Son comunidades integrantes de un pueblo i
unidad social, económica y cultural, asentada en un territorio y que reconocen 
autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres.”, circunstancias, que 
como bien señala la autoridad federal al resolver el juicio de amparo número 
380/2003, no se acreditaron en los autos de la causa, lo cual se confirma, al 
estudiarse detenidamente la misma, pues no pasa inadvertido, que considerando el 
lugar del que dijo el sentenciado, ser natural y vecino, Akil, Yucatán, de sus 
costumbres e incluso, que su propia hija Victoriana Ucán Chan, al emitir su 
                                                 
51 Los Agravios. Puede consultarse en www.indignacion.org 
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declaración preparatoria en fecha 26 veintiséis de septiembre de 2000 dos mil, adujo 
que sabe leer y escribir porque su padre (el sentenciado recurrente) le enseñó, son 
datos fidedignos e idóneos, que dejan claro, que efectivamente, no se surten los 

ta 

de educación primaria, 7 siete de educación 
ecundaria y 2 dos de bachillerato, con una unidad Médica, del Instituto Mexicano 

inario y vecino 

para el ejercicio de formas propias de gobierno interno, requisitos que entre otros, 
a Magna para considerar una 

requisitos que al efecto estipula el artículo 2º segundo de nuestra Carta Magna.  
En ese contexto, resulta obligado señalar que, según datos tomados de la 
Enciclopedia de los Municipios de México, recabados por el Instituto Nacional para 
el Federalismo y el Desarrollo Municipal, del Gobierno del Estado de Yucatán, Akil 
se erige en municipio libre correspondiente al Estado de Yucatán, en fecha 31 trein
y uno de marzo de 1919 mil novecientos diecinueve…que de acuerdo con datos 
recabados del Censo General de Población y Vivienda 2000, efectuado por el 
Instituto Nacional de Geografía e Informática (INEGI), cuenta con 11 once escuelas 
de educación preescolar, 13 trece 
s
del Seguro Social, de Primer Nivel; con cobertura de Energía Eléctrica, en un 
93.04% de agua entubada, 94.03% y drenaje en un 45.18%; Según el Anuario 
Estadístico del Estado de Yucatán, editado por el INEGI, al año 2000 dos mil, 
contaba con Agencia Postal y una red carretera, con una longitud de 122.7 
kilómetros; datos todos éstos que permiten advertir de nueva cuenta que 
evidentemente, el Municipio de Akil, Yucatán, de donde dijo ser orig
el sentenciado Ucán Seca, es una comunidad rural que cuenta con los servicios de 
infraestructura concordantes al desarrollo sociocultural del Estado, lo que a su vez, 
conlleva a determinar que no se trata de alguna unidad social, económica y 
cultural, asentada en un territorio, con autoridades propias, establecidas de 
acuerdo con sus usos y sus costumbres, ni tampoco se vislumbra, que en alguna de 
sus localidades, existan autoridades diversas para decidir sus formas internas de 
convivencia y organización social, económica, política y cultural, ni mucho menos 
que aplique sus propios sistemas normativos en la regulación de conflictos 
internos; en consecuencia, es obvio que tampoco puede elegir de acuerdo con sus 
normas, procedimientos y prácticas tradicionales, autoridades o representantes 

exige el precepto 2º segundo de nuestra Cart
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comunidad indígena, y no obstante en los autos de la recomendación emitida por la 
Comisión de Derechos humanos, aparece un diagnóstico social elaborado por 
personal de dicho organismo, en el que señala que el lugar donde se ubica el 
domicilio del acusado se localiza a dos kilómetros del Municipio, lo cierto es que 
esta distancia le permite tener acceso a los medios rurales, así como a los de 
educación, salud y de autoridad que rigen en el citado municipio…”52 (Subrayado 
nuestro).         
 
Esta apreciación por parte del Tribunal al resolver el Recurso de revisión 
extraordinaria, demuestra de manera fehaciente la percepción que desde los órganos 
de justicia se tiene del pueblo maya. Para el Tribunal, el hecho de que Ricardo Ucán 
viva en una zona cercana a una cabecera municipal que cuenta con escuelas, 
electricidad y centro de salud, le despoja de su identidad de indígena, de su derecho a 
comunicarse en su propia lengua y de que se hagan efectivos sus sistemas 
normativos, usos y costumbres. Con esta argumentación se evidencia que para el 
Estado, el respeto a los derechos de los pueblos indígenas se basa en qué tanta 
infraestructura tienen y no en la posibilidad de que, a la par de las obligaciones que 
tiene el estado de establecer políticas públicas que hagan efectivos los DESC, los 
pueblos puedan contar con una justicia propia y hacer efectivos su métodos 
tradicionales de impartición de justicia. Pareciera ser que contar con elementos 
básicos para vivir implica dejar de ser indígena, o que pertenecer y ser miembro del 
pueblo maya choca con la obligación que tiene el estado de hacer plenamente 
efectivos los derechos básicos de salud, vivienda y educación, entre otros.  
Ante la ineficiencia de los órganos encargados de procurar y administrar justicia en el 
estado, el caso de Don Ricardo fue presentado ante la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, en donde se encuentra en etapa de admisibilidad. 
El caso de Don Ricardo ejemplifica claramente los obstáculos que tienen que pasar 
los indígenas mayas cuando recurren ante los ministerios públicos y tribunales de 
                                                 
52 Resolución del Tribunal Superior de Justicia del estado de Yucatán del recurso de revisión 
extraordinaria de fecha 9 de febrero de 2004, interpuesto por Ricardo Ucán Seca. Fojas 9 y 10.  
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diversa índole en el reclamo de sus derechos elementales. El desconocimiento de los 
usos y costumbres del pueblo maya, aunado a la situación de discriminación que 
viven da una idea de la situación de vulnerabilidad en que se encuentra el pueblo 
maya ante la ausencia de instituciones que los defiendan y reconozcan sus sistemas 
normativos y sus prácticas y formas de resolución de conflictos.  
 
Sistemas normativos y elección de autoridades 

su mayoría indígena y campesina (992 habitantes según el censo del INEGI de 2000).  

El gobernador del estado de Yucatán ha hecho caso omiso de la petición de don 
Ricardo y de diversas solicitudes que le ha hecho el equipo Indignación y organismos 
nacionales e internacionales sobre el caso de don Ricardo. 
Agotadas las instancias locales, don Ricardo únicamente podría recuperar su libertad 
por la vía del indulto. A pesar de habérsele solicitado expresamente y a pesar de que 
el ejecutivo cuenta con la facultad de presentar iniciativas de ley, ha omitido hacerlo. 
Además ha contribuido a propiciar la impunidad en ese caso, como se indica en el 
apartado sobre impunidad, en este mismo informe. 
En el caso de Oxcum, la Justicia Federal también ha desconocido los sistemas 
normativos del pueblo maya. No sólo eso, sino que los ha utilizado para sujetar a 
proceso a tres campesinos mayas acusados de portar armas sin licencia. Así en la 
causa penal 36/2006, radicada en el Juzgado Segundo de Distrito del Décimo Cuarto 
Circuito, con sede en Mérida, la entonces Juez titular, determinó dictar auto de formal 
prisión en contra de Idelfonso Dzul García, Gonzalo García y Wilberth López Castro 
por los delitos de portación de arma de uso exclusivo del ejército para el primero y 
portación de arma sin licencia en el caso de los segundos. La juez, ante el argumento 
establecido por la defensa de que la utilización de escopetas no es socialmente 
reprochable en el pueblo maya, pues es un instrumento de trabajo cotidiano en el 
campo, determinó que no estaba probado que los campesinos mayas estuvieran en 
una zona rural y realizando labores propias del campo, restándole importancia al 
hecho de que Oxcum es una Comisaría eminentemente rural y con una población en 
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Estos casos son un claro ejemplo de que los órganos judiciales a nivel estatal y 
federal no representan una opción real de justicia para el pueblo maya, puesto que los 
juzgan y sentencian sin tener en consideración sus sistemas normativos, usos y 
costumbres y aplicándoles de manera estricta una ley que, en muchas ocasiones, es 
incompatible con la realidad sociopolítica del pueblo maya. Este hecho no puede 

ejar de enlazarse con la política de desarticulación que el gobierno del estado ha 
impartir justicia en el 

d
establecido para disminuir la importancia que los órganos de 
pueblo maya tienen por cuanto hace a la resolución de conflictos y el establecimiento 
de sanciones entre ellos.  
La justicia maya, fundamental para el desahogo de las controversias cotidianas que se 
suscitan en sus comunidades y pueblos, y que tiene sus principales representantes en 
las figuras del Juez de Paz y el Comisario Municipal, ha sufrido un proceso de 
desmembramiento por parte de los órganos del estado, a tal grado que cada vez tiene 
menos influencia y sus representantes son nombrados a través de procedimientos en 
los que cada vez el pueblo participa menos en la elección de su juez o comisario53. 
Aunque durante este año el Congreso de Yucatán realizó reformas a la constitución 
local derivadas de los cambios al 115 constitucional y estableció que las autoridades 
de dichas comisarías serán electas por sus propios habitantes, se sigue refiriendo a 
ellas incorrectamente como “autoridades auxiliares del Ayuntamiento” y establece 
que serán electas mediante voto universal, libre y secreto de sus habitantes de dichas 
comisarías, lo que impone un sistema de elección no decidido por los propios 
pueblos. La designación de los jueces de paz, por su parte, permanece ajena a los 
propios pueblos. 
Esta minimización de la justicia tradicional maya se ha dado a través de la reforma y 
modificación de diversas leyes estatales, mediante las cuales se ha sometido a los 
espacios de aplicación de justicia tradicional a los órganos gubernamentales. Así, la 
Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado establece en su artículo 56 que el tribunal 

                                                 
53 Puede consultarse el trabajo “Autoridades mayas en el municipio de Mérida”, disponible en: 
http://indignacion.org/Biblioteca/indigenas/pueblos_mayas_en_merida.pdf
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Superior de Justicia del Estado designará a los Jueces de Paz, a propuesta del 
Presidente Municipal de la localidad a que pertenezcan. Dichos jueces estarán 
sometidos al Tribunal Superior de Justicia del estado y sólo podrán conocer sobre 
asuntos civiles cuyo interés no exceda de 200 veces el salario mínimo que rija en la 
Ciudad de Mérida, y de aquellos cuyo conocimiento les confiere el Código de 
Procedimientos Civiles del Estado. En tal virtud, las competencias y posibilidades de 
que la justicia más cercana al pueblo maya sea verdaderamente efectiva, están 
severamente limitadas a cuestiones de mínima cuantía, dejando en manos de un poder 
judicial que discrimina y omite reconocer los sistemas normativos del pueblo maya, 

dígena (costumbre jurídica) deberá ser reconocido y respetado en 

apoyar  las policías comunitarias, juzgados indígenas y otras formas de solución de 

la resolución de controversias que tendrían, desde la lógica maya, una forma distinta 
de resolverse.   
La reforma constitucional reciente en Yucatán omite referirse a sistemas normativos 
del pueblo maya.  Esa reforma reciente establece que: 
“El  Estado  garantizará  al  pueblo  maya  la  aplicación  de  sus  propias  formas  
de  regulación para la solución de conflictos internos, como medio alternativo de 
justicia;  sujetándose  a  los  principios  jurídicos  de  oralidad,  publicidad,  
inmediación,  contradicción,  economía  y  concentración,  con  pleno  respeto  a  sus  
derechos  y  garantías  y  de manera  relevante,  la  dignidad  de  las mujeres,  sin  
contravenir  las  leyes vigentes.” 
Es preciso recordar las recomendaciones emitidas en esta materia por el Relator 
especial sobre pueblos indígenas de Naciones Unidas, al Estado mexicano: 
 
93. El derecho in
toda instancia judicial que involucre a una persona o comunidad indígena y deberá 
ser incorporado en una nueva concepción de la justicia indígena. 
… 
96. El gobierno federal y los gobiernos estatales deberán reconocer, respetar y 

conflictos propias de los pueblos indígenas.  
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El gobierno de Yucatán, como parte del Estado mexicano, tienen la obligación de 
acatar, sin cortapisa alguna, estas recomendaciones que pretenden hacer efectivos los 
derechos de los pueblos indígenas reconocidos en el Convenio 169 de la OIT.  
 
Derecho a una vida digna  
Los datos de pobreza y marginación que se manejan, tanto desde las mismas 
instituciones de gobierno como desde otras organizaciones independientes54, revelan 
que en los pueblos indígenas se concentra con mayor densidad el fenómeno de la 
pobreza y sus efectos. Desde la perspectiva de los derechos humanos, la pobreza 
constituye una violación múltiple de las libertades fundamentales de los seres 
humanos y, por sobre todo, la violación del derecho a vivir una vida digna tal como lo 

 
 en tanto que ser humano, de 

o de que la pobreza constituye una negación de los 

ínima de 
bienes y servicios. […] la pobreza puede definirse como una condición 

consagran los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. Esto implica
básicamente la capacidad de realizarse con dignidad
poder gozar de una vida digna que valorice al individuo y que le permita volcar a la 
sociedad lo mejor de sí mismo.  
El Comité Derechos Económicos Sociales y Culturales de la ONU ha emitido su 
posición frente a la pobreza55. Dice:  
 

“El Comité está convencid
derechos humanos. […] En los últimos tiempos, la pobreza se ha definido a 
menudo como la insuficiencia de ingresos para adquirir una cesta m

humana que se caracteriza por la privación continua o crónica de los recursos, 

                                                 
54 Indicadores socioeconómicos de los pueblos indígenas de México CDI-C onapo 2002. / INEGI 
(www.inegi.gob.mx) / Tocando fondo: Resultados básicos de la Encuesta sobre marginalidad, pobreza e identidad 
del pueblo Maya de Yucatán (EMPIMAYA 2004), entre otros. 
55 Este Comité es uno de los Órganos de Vigilancia de los Tratados de Derechos Humanos y está integrado por 
expertos independientes. Emitió una declaración sobre Cues

acto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cult
tiones sustantivas que se plantean en la aplicación del 

urales: La Pobreza y el Pacto Internacional de 
erechos Económicos, Sociales y Culturales. Declaración E/C.12/2001/10 aprobada por el Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales el 4 de Mayo de 2001, <www.unhchr.ch>. 

P
D
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la capacidad, las opciones, la seguridad y el poder necesarios para disfrutar de 
un nivel de vida adecuado y de otros derechos civiles, culturales, económicos, 
políticos y sociales”. 

 
En su agenda presentada recientemente, la Red de Derechos Humanos “Todos los 

o percibe ingresos y 33 por ciento recibe menos de 

dece algún grado de desnutrición , 
ntre la población indígena, 27.3 por ciento de la población de quince años y más no 

sabe le
De ma
nivel d
vida, a
compa
discriminación histórica, sí, pero continuada en las políticas de gobierno y agudizada 

Derechos para Todas y Todos” expresa, en el apartado de pueblos indios, la 
marginación como problema de discriminación y sostiene que: “La totalidad de la 
población indígena se encuentra en el estrato económico más bajo, lo cual indica un 
problema de distribución de riqueza, pero sobre todo una discriminación de carácter 
estructural.” 
En localidades mayas (con 40 por ciento y más de población indígena) el 69.2 por 
ciento no cuenta con seguridad social, es decir, es considerada población sin 
derechohabencia a servicios de salud.56

Los escasos ingresos en la población que vive en esos mismos municipios (16 por 
ciento de la población ocupada n
dos salarios mínimos57) afectan grave e integralmente la vigencia de sus derechos. El 
85 por ciento de la población maya pa 58

E
er ni escribir, mientras que el promedio nacional es de 9.5 por ciento.59

nera generalizada y colectiva, el pueblo maya se ve impedido de acceder a un 
e vida adecuado y de encontrar garantizados los elementales derechos a la 
 la salud, a la vivienda, a la educación y a la alimentación. La condición 
rtida de pobreza por todos los grupos étnicos del país exhibe la profunda 

por el actual modelo económico, de suyo excluyente. 

                                                 
56 Indicadores socioeconómicos de los pueblos indígenas de México. CDI-Conapo 2002. 
57 Indicadores socioeconómicos... 
58 Gilberto Balam Pereira citado por José Palacios/Proceso, 11 de octubre de 2004. 
59 Fuente: Indicadores con perspectiva de género para los pueblos indígenas. Patricia Fernández Ham 
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Por otr
invisib
adecua  un caso, los programas no son diseñados de acuerdo a 

s especificidades culturales de la población maya, ni de acuerdo con ella y, muchas 

iscriminación. Esta situación de exclusión y discriminación hunde sus 

judicial de Yucatán violan de 
forma cotidiana el derecho del pueblo maya a la jurisdicción del estado al no tomar en 

a parte, la discriminación persistente en todos los niveles de gobierno que 
iliza al pueblo maya obstaculiza aún más el acceso a un nivel de vida 
do. En salud, por citar

la
veces, ni siquiera en su lengua.60

“La marginación no es la causa, sino la consecuencia de un sistema que excluye a los 
indígenas por no considerar el marco cultural que los hace Pueblos. Estamos 
hablando de una exclusión de carácter estructural no atendida, a pesar de ser una 
demanda presente al menos en los últimos tres siglos, que los mantiene en una 
situación de d
raíces en la falta de reconocimiento a su libre determinación.”61

 
Conclusiones 
Por la ausencia de consulta informada y de buena fe en legislación y programas que 
les afecten, por omisión frente a los abusos de particulares, por cometer 
discriminación los tres poderes de Yucatán incumplen la obligación de proteger, 
promover y respetar el derecho del pueblo maya a la libre determinac óni , así como 
los derechos derivados de éste y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales.  
Las condiciones de pobreza y de pobreza extrema que comparten los integrantes del 
pueblo maya y, en general, los integrantes de los pueblos indígenas del país revela la 
incapacidad del estado mexicano actual para garantizar a las poblaciones indígenas el 
acceso pleno a sus derechos económicos, sociales, culturales y ambientales.  
El equipo Indignación ha podido constatar que tanto en la procuración como en la 
administración de justicia, los poderes ejecutivo y 

                                                 
60 Ver el informe “Mujeres mayas, VIH/Sida y Derechos Humanos. Marzo de 2006”, que puede 
consultarse en     www.indignacion.org. 
61 Agenda RTDT. IV DPI. 2006. 

 333



cuenta sus sistemas normativos y al incumplir la obligación elemental de 
garantizarles un juicio en su propia lengua.  
Particular preocupación causa a este equipo el continuo despojo de tierras y territorios 
mayas que se inició desde 1992, con las reformas al artículo 27 constitucional, y que 
se ha intensificado en los últimos años. Frente a despojos cometidos por particulares 

nsultar a los pueblos 
ayas que resultarían afectados por proyectos diseñados y ejecutados por el propio 

itido exigir este requisito ante la implementación de proyectos 

el gobierno de Yucatán incumple, por omisión, su obligación de proteger derechos 
del pueblo maya. El despojo, sin embargo, resulta más deplorable cuando el propio 
gobierno lo ejecuta a través de engañosas operaciones de compraventa y de 
intervenciones dolosas y encubiertas en asuntos internos de asambleas ejidales que, 
además, han causado profundas divisiones en los pueblos afectados.  
De manera sistemática el gobierno del Estado ha omitido co
m
gobierno y ha om
desarrollados por particulares, lo que lo hace incumplir la obligación de proteger este 
derecho del pueblo maya tanto por omisión como por comisión. Una operación de 
compraventa concluida, aun si salvara formas legales, no exime de la obligación de 
consultar al pueblo maya sobre cualquier proyecto que pretenda realizarse en su 
territorio y obtener su autorización para realizarse.  
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6. Igualdad de género 

Usted es la culpable 
 
 
La administración 2001-2007 envió una 
señal alentadora al transformar el instituto 
de la mujer en el Instituto para la Equidad 
de Género en Yucatán. Sin embargo, esa 
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ra la Eliminación de Todas las Formas de 
iscrimi

iglas en inglés), el cual ha suscrito 
México. 
Las observaciones finales hechas a México 
por el Comité en agosto de 2006 señalan 
que: “8. El Comité observa con 
preocupación el que no haya una 
armonización sistemática de la legislación y 
de otras normas federales, estatales y 
municipales con la Convención, lo cual 
tiene como consecuencia la persistencia de 
leyes discriminatorias en varios estados y 

transformación no se reflejó en la 
implementación de acciones concretas 
encaminadas a lograr la igualdad entre 
hombres y mujeres. Ni siquiera se presentan 
en los distintos informes de gobierno las 
medidas que en Yucatán se han 
implementado para cumplir con los 
compromisos establecidos por el Comité 
pa
D
por sus s

nación contra la Mujer (CEDAW, 



dificulta la aplicación efectiva de la Convención. El C
explicaciones proporc
cumplan las leyes fe

ue México es parte, 
unicipios no adoptan las reformas legislativas necesarias para garantizar su 

umplimiento.” 
gualdad entre mujeres 

bligatorio entre los niveles federal y 
siciones legislativas, el Comité observa 
s suficientes para coordinar y lograr la 

este proceso.” 
l diseño de algunas políticas públicas. 

y Derechos humanos” elaborado por el 
asentábamos: La persistencia de la 
dad del Estado mexicano de diseñar y 

ro ocasiona que las 
riesgos adicionales, tanto de adquirirlo 

e algún familiar.” 
n el género, a la violación a los derechos 
 motivos étnicos. En un estado en el que 

ayas constituyen el 30 por 
la población total en la entidad.” 

 el caso que se ejemplifica, campañas 
ujeres de Yucatán y, 

catán pone de manifiesto la ausencia 
ado en los derechos humanos y en la 

n como delito, como se señala en otras 
es en estado de indefensión frente a esa 

omité lamenta las escasas 
ionadas sobre los mecanismos existentes para que los estados 

derales y los tratados internacionales de derechos humanos en 
así como sobre las medidas que se toman cuando los estados y q

m
c
“10. Tomando nota de la aprobación de la Ley general para la i
y hombres, destinada a establecer un vínculo o
estatal en la formulación de políticas y dispo
con preocupación que no existen mecanismo
interacción con los estados y los municipios en 
Las mujeres todavía permanecen invisibles en e
Así, en el informe “Mujeres mayas, VIH/Sida 
equipo Indignación en marzo de 2006 
discriminación contra la mujer y la incapaci
ejecutar medidas eficaces encaminadas a lograr la equidad de géne
mujeres enfrentemos la pandemia del VIH con 
como de sobrellevar la enfermedad nuestra o d
“En esta región maya a la inequidad basada e
de las mujeres, se añade la discriminación por
el 59.2 por ciento de la población es maya, las mujeres m
ciento de 
La invisibilización ocasiona que no haya, en
específicas de prevención ni información diseñada para las m
menos, para las mujeres mayas. 
El aumento del VIH/Sida en las mujeres en Yu
de programas estatales con un enfoque bas
equidad de género. 
Además, al no estar tipificada la discriminació
secciones de este informe, se deja a las mujer
violación a los derechos humanos. 
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Como medidas urgentes, señalábamos en el informe de 2006: 
1. Combatir toda forma de discriminación 

a) Tipificar la discriminación 
b) Realizar campañas dirigidas a eliminar la discriminación contra la 

mujer maya y aumentar el presupuesto destinado a este rubro. 
2. Promover, proteger y garantizar los derechos sexuales y reproductivos de las 

on los conocimientos y 

nales de derechos 

la Mujer. 

conómica de las mujeres: acceso a la propiedad de la 

mujeres mayas de Yucatán 
3. Promover el acceso de las mujeres a métodos de prevención que puedan ser 

controlados por ellas mismas 
4. Contar con una política de prevención en materia de Vih/Sida, particularmente 

a) Asegurarse de que las mujeres mayas cuenten c
los medios para protegerse del VIH/Sida, es decir, diseñar programas 
de prevención orientados a mujeres mayas. 

b) Aumentar el presupuesto destinado a la prevención del VIH/Sida. 
c) Difundir información y diseñar campañas que rompan con los 

estereotipos de género 
d) Revisar el marco legal de Yucatán para adecuarlo a los estándares 

recomendados por los organismos internacio
humanos en general y, en particular, realizar las medidas necesarias 
para que en Yucatán sean efectivos los principios y derechos 
establecidos en la Convención para la Eliminación de Todas las 
Formas de Violencia contra 

e) Garantizar a todas las mujeres el acceso a una justicia pronta y 
expedita y acabar con la impunidad. 

5. Promover la autonomía e
tierra y de la vivienda, así como acceso a créditos, etcétera. 

6. Garantizar el derecho de las mujeres al más alto nivel posible de salud física y 
mental. 
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Violencia de género 
La ctiva de género se nota incluso en lo 
más eviden . En la información proporcionada a través 
de los info
contra las muje
Si b
género ducación) y se reportan cursos ofrecidos en esta 
mat
establezcan acciones a favor de las mujeres, el hecho de no contar con información 
mín
comenzado
incluso al hom
informe. Tamp s por violencia contra las 
mujeres, de
El equipo I
en casos de ag mujeres, puesto que la ley tipifica la violencia 
intrafamili
testimonios ofr
En México 43
violencia de pa
declaró haber
psicológica; 2 ara controlar sus ingresos y el 
flujo de los
la forma en qu
Do
provoc mas de violencia 
sex

ausencia de una política integral con perspe
te: la violencia contra la mujer
rmes de gobierno ni siquiera se cuenta con información acerca de delitos 

res, violencia de género y/o violencia intrafamiliar. 
ien los informes del ejecutivo intentan ofrecer algunos datos con perspectiva de 

 (sobre todo en pobreza y e
eria a servidores públicos y asesorías a distintos municipios de Yucatán para que 

ima sobre violencia contra las mujeres exhibe que este problema no ha 
 ni siquiera a registrarse, a pesar de que en Yucatán los casos han llegado 

icidio. Al feminicidio. Ni siquiera esta información viene en el sexto 
oco cuántas personas han sido consignada

lito que posiblemente se haya tipificado como lesiones.  
ndignación ha constatado la dificultad de denunciar violencia intrafamiliar 

resión física contra las 
ar como la “agresión reiterada” y, para considerarla así, no bastan los 

ecidos por la mujer agredida, sino que se exigen denuncias previas. 
.2% de las mujeres de 15 años y más sufrieron algún incidente de 
reja a lo largo de su última relación conyugal. De estas mujeres, 37.5% 

 recibido agresiones emocionales que afectan su salud mental y 
3.4% recibió algún tipo de agresión p

 recursos monetarios del hogar, así como cuestionamientos con respecto a 
e dicho ingreso se gasta. 

s de cada diez mujeres confesó haber sufrido algún tipo de violencia física que les 
aron daños permanentes o temporales. Las mujeres vícti

ual cometida por sus propias parejas representan el 9%; ellas declararon haber 
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sufrido diversas formas de intimidación o dominación para tener relaciones sexuales 

 fecha (2005), se 

sin su consentimiento. 62

En Yucatán, el porcentaje de mujeres con al menos un incidente de violencia a lo 
largo de su relación con su última pareja fue de 37.9 por ciento. 63  El 23.8 por ciento 
señaló haber tenido un incidente violento en el ámbito laboral. 64

El Estado tendría que garantizar a la mujer las condiciones necesarias para que 
abandone una relación violenta. Contrario a esto, en Yucatán el equipo Indignación 
ha observado que algunas instituciones (Como el DIF) insisten en privilegiar la 
reconciliación de la pareja aun en los casos de violencia de género (que en Yucatán se 
identifica únicamente como violencia intrafamiliar) en vez de proporcionar la 
asesoría jurídica necesaria para la denuncia del delito y la sanción del responsable. 
La violencia contra las mujeres se agrava y perpetúa por la impunidad, que en sí 
misma constituye otra violación a los derechos humanos.  
En Yucatán “Resulta altamente significativo que del año dos mil a la
haya condenado en sentencia a tan solo 93 casos de un total de 2276 averiguaciones 
previas integradas por el Ministerio Público, lo que significa que el 96% de los casos 
de violencia familiar formalmente investigados por las autoridades competentes, 
quedan impunes.”65

Además, la incapacidad del aparato judicial para sancionar la violencia de género 
también es un factor determinante para que mujeres permanezcan en relaciones 
violentas, muchas veces siendo objeto de violación sexual por parte de su pareja.  
Por otra parte, nueve de cada diez víctimas de delitos sexuales de 18 años y más 
durante 2004 fueron mujeres.66

                                                 
62 Encuesta Nacional de la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH), 2006. Inmujeres-Inegi. 
Comunicado de Indujeres. Junio de 2006 
63 Encuesta Nacional de la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH), 2006. Indujeres-Inegi. 
Tabulados básicos disponibles en www.inegi.gob.mx 
64 Idem. 
65 Recomendación general 03/2005 de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán 
66 Fuente: INEGI-ICESI. Encuesta Nacional sobre inseguridad (ENSI) 2005. 
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Si bien no hay información sobre violencia contra las mujeres y condición étnica, el 
estudio referido señala que “por tipo de localidad la violencia física la padecen en 

e cada cien mujeres 

ra, 

ignación ha documentado 

as mujeres.  

 las 

anecen impunes. 
En la administración 2001-2007 se presentaron incluso acusaciones de hostigamiento 
sexual en contra de funcionaros de gobierno que fueron protegidos por el ejecutivo. 

ivero Salero, director del hospital “San Carlos” de Tizimín del Gobierno del 

igual magnitud mujeres del ámbito rural y urbano: 9 de cada cien mujeres rurales o 
urbanas son objeto de agresiones físicas. En el caso de violencia sexual, más mujeres 
rurales que urbanas son objeto de este tipo de violencia: 9 d
rurales por 7 de cada cien urbanas.” 
En todo caso es importante señalar que la violencia y discriminación en contra de las 
poblaciones indígenas del país ha vulnerado sus instituciones para aplicar justicia, lo 
que acentúa el problema de la impunidad con relación a la violencia contra las 
mujeres que viven en municipios mayas en Yucatán.  
Los ministerios públicos, con procedimientos complejos y ajenos a su cultu
establecidos en zonas urbanas y, por tanto, de difícil y costoso acceso para ellas, no 
están capacitados en cuestiones de género. El equipo Ind
que tampoco se respeta el elemental y mínimo derecho al intérprete, lo que dificulta 
aún más el acceso de las mujeres a la justicia y agrava la impunidad. 
La violencia económica ejercida contra la mujer y, en general, la inequidad en el 
acceso a la propiedad, al trabajo remunerado y a los créditos es otro factor de riesgo 
de violencia contra l
 
Violencia laboral 
A la desigualdad de salarios en el ámbito laboral, la discriminación ejercida contra
mujeres y la violación a los derechos laborales se suman eventos de hostigamiento 
sexual contra mujeres en el ámbito laboral que perm

Al menos tres casos fueron difundidos por CEPRODEHL y otras organizaciones 
cales: en contra de Ramón lo Mancilla Becerra, administrador de la CFE en la 

Península; contra el director del CEDEM, Edwin Ramírez Pech, y contra El Dr. Juan 
David R
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Estado denunciado penalmente por el delito de hostigamiento sexual por la jefa del 
Departamento de Mantenimiento de Servicio y Especialización. 
En el documento de la CEDAW ya citado se expresa que: “14. Siguen preocupando al 
Comité las actitudes patriarcales comunes que impiden a las mujeres disfrutar de sus 
derechos humanos y constituyen una causa fundamental de la violencia contra ellas. 
El Comité expresa su preocupación por el clima general de discriminación e 

e leyes para garantizar la igualdad llevan a Yucatán 
 incumplir con medidas mínimas para garantizar la igualdad a las mujeres. A esto se 

 la violencia intrafamiliar que dificulta la sanción a quienes 

s de prevención 

inseguridad reinante en las comunidades; los lugares de trabajo, en particular las 
maquilas; y los territorios con presencia militar, como las zonas de las fronteras norte 
y sur, que pueden poner a las mujeres en un peligro constante de sufrir violencia, 
maltrato y acoso sexual.” 
Asimismo “30. El Comité reitera su preocupación sobre la situación de los derechos 
laborales de la mujer en las industrias maquiladoras, en particular la falta de acceso a 
la seguridad social y la persistencia de prácticas  discriminatorias como las pruebas de 
embarazo.” 
 
Conclusiones 
La ausencia de una ley contra la discriminación, la ausencia de leyes estatales contra 
la violencia hacia las mujeres y d
a
añade una tipificación de
incurren en ella. 
El gobierno del estado de Yucatán, en vez de cumplir con sus obligaciones de 
combatir la discriminación, incurre en ella al no diseñar los programa
desde un enfoque que considere el género y la condición étnica. 
La impunidad que ha prevalecido en las denuncias de violencia así como en los casos 
de hostigamiento sexual en el ámbito laboral dificulta el acceso de las mujeres a al 
justicia y perpetúa la violencia. 
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7. Derechos civiles y políticos: 

Participación ciudadana y 
condiciones democráticas 

 
 
a) Organismos ciudadanos: Instituto Electoral, CODHEY e INAIP 

“La conformación de 

años, uno de los 
objetivos perseguidos 
por numerosas 

comunicado emitido en 

o indispensable en el 

vivimos en nuestro país 
a sido la laboriosa construcción de instituciones que, operadas y supervisadas por 

gente ajena al poder público y a los partidos políticos, ofrecieran a los ciudadanos y
                                                

organismos públicos 
ciudadanizados ha sido, 
desde hace muchos 

organizaciones civiles 
en todo el país” 
indicaba el equipo 
Indignación en un 

200667. 
Continuábamos: “Un 
pas
proceso de transición 
democrática que 

h
 

 
67 El comunicado completo puede consultarse www.indignacion.org  “Cartas y comunicados 2001-2007”. 
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ciudadanas vigilancia puntual e imparc
contribu
“Tres in
comision
los institutos
“Constatamo
iudadanizadas están todavía en proceso de construir, fortalecer y defender la 
utonomía e independencia que requieren para su desempeño. En la elaboración del 

los 
intereses de los partidos políticos que las propuestas ciudadan
“La CNDH no cuenta con una reconocida independencia y su
de recursos públicos ha sido ampliamente documentada68.  
El Instituto Federal Electoral, a pesar de que logró construir u
independencia e imparcialidad, ha resentido en su renovaci
partidos ajenas a los intereses de la ciudadanía. 
“El Instituto Federal de Acceso a la Información es todavía
tener una idea clara de los aspectos positivos y negativos de s
“Los tropiezos encontrados en la conformación de este tipo
federal, se repiten en los estados de la república. En el caso d
derechos humanos Indignación A.C. ha hecho públicas sus o
la actuación de la CODHEY y de las modificaciones que tod
la ley del ramo para garantizar que a la presidencia de ese organismo llegue una 
persona con trayectoria probada y experiencia para defender 
yucatecos. 
“La conformación del Consejo del Instituto de Acceso a la 
Estado de Yucatán (INAIP) fue cuestionado por el Equipo Ind
sus integrantes a una personas vinculada con el partido Acció

ial de las acciones del gobierno y 
yeran a la consolidación de la democracia. 
stituciones ciudadanas han surgido en el país como fruto de ese esfuerzo: las 
es públicas de derechos humanos, los consejos electorales y, la más reciente, 

 de acceso a la información pública.  
s que, tanto en el ámbito federal, como en el estatal, las instituciones 

c
a
marco legal que rige a estas instituciones y en su conformación han pesado más 

as. 
 ineficiencia y dispendio 

na cuota significativa de 
ón negociaciones de los 

 muy joven para poder 
u funcionamiento.  
 de organismos a nivel 
e Yucatán, el equipo de 
piniones con respecto a 

avía se necesitan hacer a 

los derechos de las y los 

Información Pública del 
ignación al incluir entre 

n Nacional69.  

                                                 
68 Para tener una idea más amplia de la actuación de la CNDH, ver la página www.atalaya.itam.mx 

cia”. 69 Comunicado del Equipo Indignación emitido el 8 de septiembre de 2004 con el título “Oscura transparen
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Pero quizá el organismo que exhibió de forma más burda la vulneración a su 
autonomía por parte de los poderes legislativo, ejecutivo y empresarial fue el Instituto 

iese celebrado como triunfo de la 

bierno del estado y 

a los 

ebilitan la democracia. 

 político, 
sugieran o sostengan la versión de un acuerdo ajeno a la voluntad de los y los 
electores. 

s contra el 
a 

Electoral del Estado de Yucatán (IEEY), ahora IPEPAC.  
Una reforma electoral largamente exigida por distintas organizaciones de la sociedad 
civil, reforma que en otras circunstancias se hub
ciudadanía, se convirtió en instrumento para desintegrar un consejo e integrar otro, en 
una intervención concertada entre el Ejecutivo y el Legislativo. 
La reforma convirtió a Yucatán en el primer estado de la república mexicana en 
contemplar las candidaturas independientes, lo que garantiza en forma efectiva el 
derecho de cualquier ciudadana o ciudadano a participar en el go
subsana la violación que implica sujetar ese derecho a la postulación a través de algún 
partido político. 
Sin embargo, la intención de la reforma —destituir a los consejeros— opacó el logro, 
implicó una grave vulneración a la autonomía del consejo electoral desaparecido y 
debilitó las instituciones ciudadanas. 
El IPEPAC (Instituto para los procesos electorales y la participación ciudadana) se 
constituyó por consenso pero los partidos al interior del Congreso se dividieron 
consejeros de tal forma que se aceptaron dos propuestas del PAN, dos del PRI y una 
del PRD llegando al extremo de incluir entre los consejeros a un ex directivo del PRD 
local. El resultado ha sido, además del ataque a las instituciones ciudadanas, un 
consejo “partidizado” que contradice su carácter ciudadano. 
El primer proceso electoral organizado por ese Consejo (mayo de 2007) permitió y 
dejó sin sanciones irregularidades que implican un retroceso en materia electoral en 
Yucatán y d
La debilidad del IPEPAC se refleja también en el hecho de que, a pesar de que el 
resultado del proceso electoral favoreció a la candidata del PRI con siete puntos de 
diferencia, diversos actores, incluyendo al presidente nacional de un partido

La ausencia de investigación y sanción con respecto a denuncias pública
Gobernador y el PAN por la utilización de recursos públicos, la presunt
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participación del hermano del gobernador en la compra de credenciales de elector, la 
acusación contra personas identificadas con el PRI también de compra de 
credenciales así como compra y coacción del voto permiten la suspicacia. 

s partidos políticos y 

íticos han mostrado falta de voluntad política en el proceso de 

nas organizaciones de la sociedad civil persiste 

lidad de los consejeros 

ben establecer mecanismos legales para que no 

La actuación del IPEPAC no se ha ceñido a los principios de transparencia, legalidad 
y objetividad que deben regir sus actuaciones. 
La ausencia de investigación y sanción de hechos, que podría constituir delito 
electoral, hace del voto prácticamente un objeto propiedad de lo
el IPEPAC se muestra como protector de éstos y no como garante de los derechos de 
los ciudadanos. 
La ciudadanización de los organismos autónomos ha sido saboteada por los partidos 
políticos al interior del Congreso y fuera de él. Centrados solamente en sus intereses, 
los partidos pol
democratización de las instituciones, lo que ha obstaculizado el fortalecimiento del 
marco legal que las rige y ha impedido que lleguen a dichos organismo personas con 
amplia trayectoria ciudadana. En algu
la preocupación de que la conformación de esas instituciones, más que consolidar la 
democracia a través de los organismos ciudadanos, ha sido utilizada para legitimar al 
Estado.  
El Diagnóstico sobre la situación de los derechos humanos en México, publicado por 
la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
en México, asienta la necesidad de “fortalecer la imparcia
electorales ciudadanos a todos los niveles a través de nuevas reglas de designación. 
Una posible solución es reforzar el “diseño público” del entramado institucional 
para evitar sesgos evidentes. Se de
sean los partidos al interior del Congreso los que designen a las y los consejeros 
electorales. El proceso de selección debe favorecer la representación ciudadana, de 
género y de las regiones del país” .  70

                                                 
70 El subrayado es nuestro. Cfr. OACNUDH México, Diagnóstico… pp. 56-57 
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b) Otras formas de participación ciudadana 
Otras formas de participación ciudadana, a través de consejos consultivos en algunas 
instancias de gobierno, vieron también limitado su alcance por la forma como fueron 

nformación, estos consejos exhibieron 

sta incongruente representación se dio en el Instituto para la Equidad 

l empresario Gustavo Ricalde. 

unicación 
Si bien la legislación general de medios corresponde al ámbito federal y es en esa 
instancia donde tendrá que garantizarse el derecho a la comunicación en su sentido 
más amplio, tal como lo proponen los organismos internacionales de derechos 

concebidos. Sin reglamento que dé certeza a su existencia y haga transparente el 
proceso de selección de sus integrantes y su co
también el concepto que de la sociedad civil tiene el ejecutivo: las cámaras de 
comercio y los organismos empresariales, que en realidad representan intereses muy 
particulares, en este caso los patronales. 
Un extremo de e
de Género del estado de Yucatán (IEGY). La presidencia del consejo ciudadano de 
este instituto se le otorgó a un empresario de la radiodifusión, Bernardo Laris, quien 
opera Radio Rasa en la entidad, precisamente una radiodifusora que manejó 
noticieros en forma conjunta con el gobierno del estado, como se registra en el 
siguiente inciso. 
Pero también se vio reflejada la vinculación empresarial del gobierno y su necesidad 
de agradar al sector empresarial en el comité ciudadano creado para evaluar gastos de 
donativos recibidos en el estado a raíz del paso del huracán Isidoro, comité que 
presidió e
El caso de estos organismos y las estrechas relaciones entre el ejecutivo y las cámaras 
patronales exhibió a un gobierno al servicio de los empresarios, que se entiende 
constituido para éstos.  
A la vez, el ejecutivo desdeñó a organismos sociales así como a agrupaciones civiles 
de derechos humanos, hostigó a defensores, reprimió a ejidatarios y tuvo una tensa 
relación con la ciudadanía organizada, incumpliendo incluso su obligación de 
responder a comunicaciones escritas. 
 
c) Democracia y medios de com
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humanos, el control gubernamental sobre los medios de comunicación estatales 

oducen en el sistema Rasa de radio? ¿Qué tipo de alianza hay entre 

líticos, los partidos y las organizaciones 

torgados a políticos de oposición? ¿Por qué no se limitan los 

s no los hace el gobierno, b) el director de esos 
edios no sale del Ejecutivo, sino de los congresos, c) las alianzas con medios 

noticieros tienen un directorio 

posiciones editoriales, g) el gobierno no tiene más espacios que otros actores. En 

refleja la incapacidad de la administración 2001-2007 para conducirse con criterios 
democráticos. De hecho, la política con respecto a los medios estatales mantuvo 
durante todo el sexenio el mismo carácter de órganos oficiosos y oficialistas al 
servicio del ejecutivo estatal. 
El gobernador prefirió desaparecer el Diario del Sureste pero mantuvo el canal de 
televisión estatal, TreceTV, con el mismo esquema con el que lo mantuvieron los 
gobiernos priístas. 
Incluimos fragmentos del artículo “¿Cambios a la vista?” escrito por Irving Berlín 
Villafaña, antropólogo y analista de medios, publicado en el Diario de Yucatán el 27 
de febrero de 2007. 
“¿Por qué los noticieros del Canal 13 son responsabilidad del Gobierno del Estado? 
¿Por qué el director es nombrado por el Ejecutivo? ¿Por qué los noticieros de esa 
televisora se repr
un medio de servicio público y la iniciativa privada para transferir contenidos y 
recursos humanos? ¿Cuándo se licitaron esos espacios y con base en qué criterios se 
decidieron? ¿Por qué el Canal 13 no tiene un directorio plural donde estén 
representados los académicos, los po
ciudadanas? ¿Por qué no existe supervisión de contenidos por parte del Congreso? 
¿Por qué el propio espacio informativo no se monitorea a sí mismo y da indicadores 
sobre tiempos y tonos o
espacios destinados al gobierno del Estado? 
“Si hacemos un recuento de las principales televisoras de servicio público del mundo 
—especialmente Televisión Española, BBC de Londres y Televisión Nacional de 
Chile— veremos que: a) los noticiero
m
privados son dictaminadas en el legislativo, d) los 
plural donde están representados periodistas y partidos políticos, e) los informes de 
contenidos y permanencias al “aire” son discutidas en consejos plurales, f) los propios 
canales se monitorean a sí mismos y dan a conocer en informes verificables sus 
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pocas palabras, los medios de servicio público son independientes del ejecutivo no 
solo porque sus empleados lo digan, sino porque estructuralmente lo son.  
(...) 
“Nada de eso pasa en Yucatán. El Canal 13 o TreceTV sigue estando en manos del 
gobierno y eso es un condicionamiento estructural inevitable.” 
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8. Una evaluación de la 57 Legislatura: 

Leyes a modo 
 
A pesar de que fue la 57 legislatura la que aprobó una ley de participación ciudadana, este 

ongreso se distinguió por desdeñar opiniones ciudadanas, incluso contrariando la ley que 
ahora le obliga a hacer públicas las iniciativas de ley y dejando sin respuesta y sin el 
elemental acuse de recibo cartas, comunicaciones, propuestas y exigencias. 
Al asumir sus funciones la 57 legislatura, en julio de 2004,  el equipo Indignación hizo 
público un documento con urgencias legislativas en materia de derechos humanos71 basadas 
                                                

C

 
71

 Indignación A.C. Agenda para legislar los Derechos Humanos 
A la luz de las recientes recomendaciones que la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos en México hizo al Estado Mexicano, proponemos las urgencias en materia de derechos humanos, ahora que iniciará 
una nueva legislatura: 
• Consideramos indispensable que se introduzca el concepto de derechos humanos en la Constitución local. Debe también 
aclararse en nuestra máxima ley local que, en caso de ausencias en nuestra legislación, entran supletoriamente las leyes federales 
y los tratados internacionales que el Estado mexicano haya firmado y ratificado. 
• Aun cuando consideramos un logro la ley contra la tortura, consideramos que debe revisarse su tipificación para que se apegue 
a los estándares que proponen la ONU y la OEA. 
• Consideramos de vital importancia una reforma integral de la Ley de Servidores Públicos, que regule las obligaciones de los 
funcionarios públicos con respecto a la Codhey (deber de proporcionar información requerida y colaborar con esa institución) y 
que incorpore el respeto a los derechos humanos como criterio para el otorgamiento y la revisión de nombramientos de 
funcionarios. 
• En el caso de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, pensamos que debe ser elevada a rango constitucional, que deben 
hacerse modificaciones legales para que solamente el Congreso (y no el Ejecutivo) pueda modificar el presupuesto que la 
CODHEY formule, y para incluir, entre los requisitos indispensables para el nombramiento del presidente de la CODHEY, que 
tenga una trayectoria pública en el trabajo a favor de los derechos humanos. 
• Distintas formas de participación ciudadana, como el plebiscito y el referéndum, deben estar garantizadas en las leyes. 
• Consideramos indispensable para garantizar el respeto a los derechos humanos que se tipifique como delito la discriminación. 
• En el caso de la procuración y la administración de justicia, creemos necesaria una transformación de fondo. Urge una reforma 
al obsoleto código penal en muchas de sus disposiciones, en su lenguaje, en el hecho de que no contempla nuevas categorías de 
delitos, que adolece de inequidad de género, etc. En lo que toca a los delitos cometidos por funcionarios gubernamentales en el 
pasado, consideramos que debe ponerse los medios para evitar la impunidad. 
• El diagnóstico que encontramos en las diferentes plataformas políticas sobre el problema de la seguridad pública se centró en 
las medidas prácticas para combatir el delito (más policías, elevación de penas, etc.) pero omitieron relacionar el crecimiento de 
la delincuencia con la problemática social. Muchas de las acciones propuestas en las plataformas parecen acciones en defensa de 
los que más tienen, olvidando los altos índices de pobreza y marginación que se esconden detrás del aumento de la delincuencia. 
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en el Diagnóstico sobre Derechos H
Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas. 
Si bien algunas demandas fueron parcialmente 
urgencias en materia de derechos humanos

amentablemente, varios de ellos permanecen, c
revenir, erradicar y sancionar la discriminación, la reforma a la ley de servidores públicos 

la agenda de la 

El Congreso del Estado, sin poner previamente la iniciativa a disposición de la ciudadanía, 
posición del propio 

umanos en México promovido por la Oficina del Alto 

atendidas, la agenda presentada contenía 
 que constituían verdaderos rezagos. 
omo la necesidad de crear una ley para L

p
que actualmente favorece la impunidad al establecer que a los tres meses prescribe la 
posibilidad de sancionar administrativamente a cualquier funcionario público señalado de 
incumplir con sus obligaciones, la ley integral contra la violencia de género, por mencionar 
algunas. Otras urgencias planteadas por el equipo sí formaron parte de 
legislatura, pero fueron mal trabajadas, como la ley de participación ciudadana o la reforma 
constitucional en materia indígena. 

aprobó reformas constitucionales en materia indígena desdeñando la 
pueblo maya en esa materia que, denunciando una consulta amañada, acudió con más de dos 

                                                                                                                                           
• En cuestión de equidad de género, creemos importante que se plantee una revisión integral: el presupuesto, el lenguaje, los 
programas, las acciones, etc. Para lograr una total equidad. Consideramos que es hora de  generar una ley integral contra la 
violencia de género. 
• Desde sus plataformas, varios partidos se manifestaron a favor de una revisión del estatuto legal de los pueblos indígenas, 
aunque no aclararon qué tipo de revisión favorecerán. La Constitución local debe reconocer los derechos del pueblo maya y 
creemos que debe abrirse un debate sobre la conveniencia de una ley que respete los acuerdos de San Andrés y el convenio 169 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), firmada y ratificada por nuestro país. 
• Ante los altos y escandalosos índices de pobreza y marginación en Yucatán, consideramos urgente que los legisladores señalen 
en las leyes la responsabilidad del Estado con relación a los derechos económicos sociales y culturales (alimentación, empleo, 
educación, salud, etc.). Recientemente se elevó a rango constitucional el derecho a la alimentación. Esperamos que la actual 
legislatura considere la dramática situación que vive nuestro Estado por los altos índices de desnutrición que padecen los 
habitantes e impulse una visión de respeto a derechos para evitar paliativos o medidas caritativas que pervierten la relación entre 
habitantes y autoridades. 
• Es urgente una reforma a la Constitución local para homologarla a la reforma federal del artículo 115. Esta reforma debe 

 considerar que los derechos políticos de los habitantes de las comisarías están siendo violentados, porque no existe
reglamentación que les garantice elegir libremente a sus autoridades inmediatas, 
• que son los comisarios municipales. 
• Por último, a juicio de este equipo, en la necesaria reforma de la ley electoral hay que ajustar el código de manera que el 
respeto a los derechos humanos sea un elemento fundamental en los procesos de admisión de candidatos.  
• Reiteramos también la demanda de que desaparezca el Tribunal Superior Electoral. Creemos que los ciudadanos y ciudadanas 
tenemos derecho a que los servidores públicos de todos los niveles se comprometan a fondo con el respeto a los derechos 
humanos. Nosotros, desde la sociedad civil continuaremos vigilantes. 
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mil firmas ante los legisladores en septiembre de 2005 expresando su posición al respecto, la 
cual no fue ni respondida ni tomada en cuenta. 
Esta misma legislatura omitió atender la solicitud que el equipo Indignación le hizo para 
establecer la figura del indulto en la legislación local, solicitud respaldada por más de 
setecientas personas, por la Red Todos los Derechos para Todas y Todos que agrupa a 50 
organizaciones de derechos humanos del país y por 
el Relator Especial sobre pueblos indígenas de las 
Naciones Unidas.  
El Congreso ni siquiera respondió las 
comunicaciones que, sobre esta materia, le 
dirigieron tanto la Red como el Relator. Si bien 
una diputada retomó la solicitud y la presentó 

en su intento por controlar las instituciones 

 que le impedía remover a los 

como iniciativa, el Congreso no le ha dado 
seguimiento. 
La 57 legislatura incurrió en actuaciones ilegales 

ciudadanas. Creó el IPEPAC como mecanismo 
para desaparecer al anterior Consejo Electoral, 
contraviniendo la ley
consejeros. 
La actual legislatura ratificó a los integrantes del 
Tribunal Superior de Justicia, otorgándoles el 
carácter de inamovibles. La inamovilidad es 
deseable, pero la legislatura omitió evaluar su 
labor. Aunque la fracción panista en el Congreso 
se opuso a la ratificación, no revisó ni evaluó el 
trabajo de magistrados que han cometido y/o 
convalidado graves violaciones a los derechos humanos72. 

or Indignación con motivo de la ratificación de los magistrados, En el comunicado emitido p
este equipo señalaba que en Yucatán ni siquiera se cuenta con alguna instancia para vigilar el 

                                                 
72 Ver comunicado de Indignación: Justicia inmóvil, poderes inamovibles. 22 de abril de 2005 
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desempeño y funcionamiento de los integrantes del Poder Judicial y evitar la impunidad de 
quienes incurren en actos de corrupción, como podría ser el Consejo de la Judicatura que 

tuación del anterior ombudsman local, 
dió no solicitar su reelección. Aunque el 

por consenso al actual ombudsman, se abstuvo de construir criterios de 
idónea para el cargo, como puede 

l defensor muestra hacia el gobierno. 
insaculó en 2004 a los integrantes del 
do de Yucatán sin valorar las distintas 

se cargo, es decir, personas que por su 
, imparcialidad y conocimientos en materia 

e cuando revisaban las cuentas de los 
 que se harían acreedores, una intensa 
tes del Consejo Electoral del Estado. 

desviar recursos, pero el Congreso del 
sperar los resultados de una investigación y de una auditoría, encontró un truco 

al no está entre sus facultades: hizo un 
y que aprobó para crear otro instituto 
 le hizo llegar la Coparmex poco antes, 

rial, el ejecutivo y el legislativo para 

n la que se basó todo el proceso. Los 
puestas del PAN, dos del PRI y una del 

ación constatada por el hecho de 

Congreso del estado para sancionar a los consejeros que hubiesen incurrido en algún desvío. 
Encontró que tres de siete consejeros incurrieron en ese ilícito por la asombrosa cantidad de 2 

existe a nivel federal y en algunos estados, a pesar de que una de las recomendaciones que el 
relator sobre la independencia de Jueces y Abogados dirige al Estado mexicano es que todos 
los estados cuenten con una instancia de esta naturaleza.
La actual legislatura también omitió evaluar la ac
Sergio Salazar Vadillo, aunque finalmente éste deci
Congreso nombró 
evaluación y aplicarlos para nombrar a la persona 
constatarse con la complaciente actuación que el actua
El Congreso del Estado, de forma irresponsable, 
Consejo Ciudadano del Instituto Electoral del Esta
candidaturas para elegir a las personas idóneas para e
trayectoria pudieran garantizar independencia
electoral. 
Al poco tiempo de entrar en funciones, precisament
partidos políticos y preparaban las sanciones a las
campaña mediática  se desató contra las y los integran
Fueron acusados en medios de comunicación de 
Estado, sin e
para violar la ley y “despedir” a los consejeros, lo cu
nuevo instituto electoral. Toda vez que la nueva le
estuvo basada en la propuesta de reforma electoral que
se presume un acuerdo entre esa cámara empresa
destituir ilegalmente a los consejeros. 
El nuevo instituto electoral reflejó la ilegalidad e
integrantes fueron nombrados por consenso: dos pro
PRD. El carácter ciudadano del consejo se desvirtuó, afirm
que entre los consejeros se incluyó a uno que fue presidente del PRD local. 
A fines de junio de 2007 se dio a conocer ya la investigación que tuvo que haber hecho el 

mil 280 pesos, sumados los desvíos de los tres responsables. 
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El Consejo, enfrentado a su propio absurdo, publicitó la noticia de que procedería penalmente 
contra esos tres consejeros expresando que esa denuncia significaba el fin de la impunidad en 
Yucatán. 
En 2004 el equipo Indignación planteó la pertinencia de contar con una ley integral contra la 
violencia de género. El año pasado se aprobó una ley federal en esta materia que incluso 

o 

 para adolescentes en conflicto con la ley. Este hecho implicó que muchos niños y 

e 

 ningún proceso para implementar las diversas 

obliga a los estados a legislar al respecto. Sin embargo, en Yucatán aún no se inician los 
trabajos para contar con una ley en esta materia. 
El Congreso pretendió realizar una reforma a la Ley de la Comisión de derechos Humanos 
del Estado de Yucatán que minaba las facultades de dicha institución y promovía la 
impunidad de autoridades violadoras de derechos humanos. De no haber sido por el reclam
público de la sociedad civil organizada, el Congreso del estado hubiese concretado una 
reforma que hubiera significado un grave retroceso en la labor de la Codhey.  
El Congreso del estado no cumplió con la obligación constitucional de establecer, en los 
tiempos señalados por el artículo 18 de la Constitución Federal, una ley y un sistema integral 
de justicia
niñas siguieran siendo sujetos a proceso ante el Consejo Tutelar para Menores, órgano 
inconstitucional desde el 12 de septiembre de 2006. Esta omisión ha implicado la violación al 
derecho a ser juzgado por un tribunal independiente e imparcial y al debido proceso d
aquellos menores que siguen siendo procesados en el Consejo Tutelar como consecuencia de 
esta negligencia legislativa.  
El Congreso del estado no se pronunció públicamente, ni mucho menos creó alguna comisión 
investigadora ni emitió punto de acuerdo alguno, sobre los hechos de represión realizados por 
el Ejecutivo estatal: el de campesinos de Caucel y Oxcum en julio y octubre de 2006, y el de 
manifestantes anti-Bush del 13 de marzo de 2007, por mencionar los más graves.  
El Congreso del estado no inició
recomendaciones emitidas por organismos internacionales en materia de derechos humanos. 
En tal virtud, no hubo ningún cambio cualitativo ni en la normatividad ni en el 
funcionamiento de las instituciones que permitiera la posibilidad de hacer efectivos los 
derechos humanos de las y los yucatecos. 
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Conclusiones 
 
El finiquito del Patronato nos convoca a reflexionar en dos aspectos que pueden 
alentar el trabajo de la sociedad civil en los próximos años. 
La persistencia de la pobreza, la desigualdad y la exclusión, violatorias de los 
derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, constatan que la alternancia 
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partidista en Yucatán y en México garantizó la continuación de un modelo económico 
que mantiene a la mayoría de la población empobrecida y al servicio de una minoría, 
perpetuando relaciones de dependencia y discriminación 
A esto se suma la lógica actual de desdibujamiento del Estado y la reducción de la 
función de los gobernantes a gerentes administradores de un negocio. Algunos 
sectores sostienen la hipótesis de que el discurso de los derechos humanos y, sobre 
todo, las instituciones públicas para protegerlos, han servido más que nada para 
legitimar al proyecto económico actual. A lo sumo, una válvula de escape del sistema 
prevaleciente. 
El Patronato es uno de los estilos posibles de administración del gobierno que tiene el 
actual proyecto económico. Existen otros estilos y modos de ejercer la gerencia: los 
hay autoritarios, los hay sutiles y simuladores, los hay academicistas o simplemente 
administrativos, los hay militaristas o barbajanes y patanes. Todo según el público 
consumidor. 
El Patronato, desde su carácter de gobierno elitista con rasgos asistenciales intentó 
neutralizar e ignorar el compromiso del Estado con los Derechos Humanos dándoles 
un “breve espacio” en sus informes y desentendiéndose del compromiso con su plena 
vigencia. 
Desde esa lógica gerencial de los derechos humanos, emplazados a ser una oferta 
más, por cierto que muy reducida, según lo que reporta el Patronato en sus propios 
informes, se redujo a proveer capacitación y cursos de “buen comportamiento” a 
policías y a la mejora y/o construcción de espacios para las fuerzas de represión. 
El uso de la fuerza contra quienes am
“Gran centro comercial” en que 
consecuencia no sólo justificable, 

revaleciente en este proyecto. Así lo constata el hecho de que, a pesar de ser 

sistemáticamente desde hace más de dos décadas, se garantizaron desde la óptica del 

enazan con irrumpir de manera inadecuada en el 
se ha pretendido convertir al Estado, es una 
sino defendida por “el estado de derecho” 

p
responsable de tres eventos de represión en el último año que implicaron graves 
violaciones a los derechos y libertades fundamentales, ni siquiera se sintió obligado a 
rendir cuentas de su actuación y omitió cualquier referencia a esos eventos. 
Las inversiones, incluidas las que se ofertan en tierra abaratada de ejidos vulnerados 
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mercado de acabar con el campo por ser poco redituable, administrando su final con 
paliativos asistenciales, por demás insuficientes, mientras llega la próxima generación 
libre de “las ataduras de la prehistórica milpa”. 
Expulsados de sus propias tierras, las opciones para el pueblo maya, campesinos sin 
tierras, fue la capacitación en campos internacionales como braceros, listos para 
“maquilar pepinos de exportación”. Para los gobiernos gerenciales, cuando más, los 
derechos humanos pertenecen a la esfera de las “utopías” y no de las cosas serias, 
como las inversiones, son incómodos por tener que pasar por explicaciones de 
gobernabilidad internacional, sin entender por qué. 

pótesis los del Patronato son gerentes, nada más. Y la debilidad del 

 autoritarismo. 

En consecuencia, los derechos que realmente valen son los derechos del consumidor. 
Una gran empresa que en realidad impacta poco las decisiones que tomen sus 
gerentes y los socios locales, pero que sí impacta de lleno a la vida de quienes 
trabajan en ella y los que están al servicio de la Plaza. 
Desde esa hi
Estado y todas sus instituciones nos representa una seria amenaza no sólo para la 
vigencia de los derechos humanos sino para la viabilidad misma de la democracia. El 
acelerado deterioro de la gestión pública sin duda ha desembocado en el uso de la 
fuerza y el
La segunda reflexión es desde afuera de “su mercado”. Los capítulos del informe 
aportan una serie de elementos para salirse de la lógica de la empresa y mirar el 
ejercicio del poder en estos 6 años. Los derechos humanos prevalecen como el 
criterio para enjuiciar al Estado, como testigo de las y los excluidos. 
Hoy, desde esa perspectiva, constatamos que el Patronato fracasó en ser garante de 
los derechos humanos y demostró una vez más que las acciones asistenciales, con su 
alta dosis de clasismo y, en Yucatán, de racismo, soslayaron la obligación del Estado 
de garantizar plenamente los derechos de todas y todos, empezando con los derechos 
a la igualdad, a la justicia y a la libertad.  
 
El gobierno de Patricio Patrón Laviada: 
A) Utilizó las instituciones del estado para privilegiar el desarrollo de proyectos de 
empresarios estatales y nacionales con nula repercusión en el bienestar común. 
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Mucha de la infraestructura, a cuenta del erario público, desarrollada en el estado se 
realizó con estos fines. Un ejemplo de lo anterior es el establecimiento de “mega-
proyectos” en Comisarías y regiones prioritariamente campesinas mayas que 

 a ser mano de obra barata sin 

s laborales y de vida digna.    

 públicas gubernamentales, sino que se mantuvo en la 

ningún cambio 

, persistieron en el estado conductas graves 
e violación a los derechos humanos cometidas por servidores públicos. La tortura, la 

 a la defensa adecuada y al debido proceso 

permitió, no sólo adquirir tierras a precios irrisorios aprovechándose de la pobreza 
extrema en la que vive la mayoría de la población campesina y el nulo impulso a la 
política agraria, sino garantizar mano de obra barata que preste sus servicios en 
dichos proyectos. A pesar de que el argumento fundamental es y será que la 
consecuencia de estos proyectos es el fomento del empleo, en realidad se está 
condenando a los habitantes de dichas comisarías
derechos laborales y con el riesgo creciente de su pérdida de identidad cultural. Es su 
única opción, puesto que no se desarrolló ninguna política pública tendiente a 
impulsar proyectos agrarios o de desarrollo que brindaran a quienes han subsistido de 
este sector, una oportunidad de mejorar sus condicione
B) Para la consecución de su política empresarial el gobierno saliente no dudó en 
utilizar a la fuerza pública ante determinados brotes de inconformidad. Los cuerpos 
policíacos y la Procuraduría de Justicia estuvieron al servicio del proyecto económico 
impulsado por el Gobernador saliente. No sólo se reprimió a quienes se opusieron o 
cuestionaron las políticas
impunidad a quienes, desde la ilegalidad lucraron con la pobreza de la gente e 
hicieron de las instituciones cotos de poder. La justicia funcionando al revés: 
protegiendo al poderoso y criminalizando al pobre.  
C) La administración de Patricio Patrón Laviada no impulsó 
sustantivo en las instituciones públicas ni en la normatividad en materia de derechos 
humanos. El sistema y las leyes, al ser funcionales al proyecto, debían permanecer 
inmutables, a pesar de que esto significara la persistencia de graves situaciones de 
discriminación, inequidad, pobreza y violaciones cotidianas a los derechos humanos.   
D) Como consecuencia del punto anterior
d
incomunicación, la violación al derecho
fueron prácticas sistemáticas por parte de cuerpos policíacos y Ministerios Públicos, 
muchas veces bajo la aquiescencia del Poder judicial del estado. Violaciones que, 

 333



además, no fueron investigadas, ni mucho menos sancionadas, al no existir 
instituciones independientes que permitieran a los ciudadanos acceder a la justicia.   
E) El pueblo maya, casi sesenta por ciento de la población del estado, se mantuvo sin 
reconocimiento en la Constitución local hasta el final de la administración —un 
reconocimiento hecho a través de una iniciativa de reforma constitucional que no se 
les presentó para obtener su aprobación— pero los derechos del pueblo maya fueron 
violados a través del diseño de políticas públicas que los excluyeron, de la ausencia 
de consultas, en el proceso de elaboración y aprobación del presupuesto estatal, en la 
aplicación de programas, en la ‘impartición de justicia’ y a través de las condiciones 
de extrema pobreza en la que vive la mayor parte de sus integrantes. 
F) En este mismo sentido se puede hablar de los derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. La administración saliente cumplió, en el mejor de los casos, con un rol 
meramente asistencial. No tuvo como objetivo modificar las condiciones que generan 

ión que dotara de herramientas a 

la pobreza extrema y la inequidad en el estado, sino paliar aquellas situaciones 
coyunturales que se le presentaban y que evidenciaban el grave deterioro que padecen 
los DESCA en Yucatán.  
G) El proyecto económico y político impulsado por Patricio Patrón tuvo, en el 
Congreso del Estado a su principal cómplice. Ninguna de las dos legislaturas que 
acompañaron a lo largo de estos seis años al gobierno saliente fue capaz de establecer 
medidas de control y vigilancia para frenar la política excluyente de esta 
administración. Tampoco trabajaron en una legislac
los ciudadanos para hacer frente a las situaciones de discriminación y violación a 
derechos humanos generadas por la política gubernamental. 
H) Los derechos humanos no fueron una prioridad en el sexenio de Patricio Patrón 
Laviada porque en su lógica, el bienestar común proviene de las ventajas derivadas 
del libre mercado y, en consecuencia, de los proyectos empresariales. Es decir, los 
derechos pasan por ser empleados de maquiladoras, empresarios y no por la acción 
decidida del estado que garantice igualdad. 
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Medidas urgentes y obligaciones en materia de derechos 
humanos 
El gobierno del estado de Yucatán, en sus tres ámbitos, está obligado reconocer y 
proteger plenamente los derechos humanos y a crear condiciones que garanticen el 
disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales a toda la población. 
Para lograrlo, el equipo Indignación considera que son medidas urgentes: 

- Establecer un equipo especializado que dé seguimiento e implemente en 
Yucatán las medidas necesarias para cumplir las múltiples recomendaciones 
internacionales en materia de derechos humanos dirigidas al Estado mexicano. 
Dicho equipo debe tener como objetivo determinar cuáles son las 
recomendaciones que pueden ser implementadas por ser competencia de los 
poderes estatales, así como las medidas a tomar para su cumplimiento.  

 
En materia de derechos económicos, sociales y culturales:  

- Cumplir con las recomendaciones y propuestas ya formuladas al Estado 
mexicano, entre otras: 

- Reconocer en la Constitución local los DESC y establecer la obligación de su 
progresividad y su correlativa prohibición de regresividad.73 

- Revisar las políticas económica y social para ajustarla al cumplimiento de las 
obligaciones del Estado en materia de derechos económicos, sociales y 
culturales.74 

- Promover la justiciabilidad de los DESC, mediante el desarrollo de legislación 
y capacidades institucionales para que toda persona o grupo víctima de una 
violación —cometida tanto por representantes del Estado como por actores 
privados y sociales— a sus derechos económicos, sociales y culturales, tenga 
acceso a los recursos legales y a instancias que le permitan hacer denuncia y 

                                                 
 
74 Propuesta contenida en el Diagnóstico sobre la situación de los derechos humanos en México, de la Oficina del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México. 
74 Idem. 
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ejercer el derecho al resarcimiento adecuado en la forma de re
comp

stitución, 
ensación, rehabilitación y satisfacción o garantías de no repetición.75 

o poniendo 

- 

ner el 

- 
 
 
 

- Diseñar y ejecutar una política de desarrollo regional para reducir la 
polarización económica entre clases sociales y establecer metas específicas y 
evaluables para la estrategia.76 

- Garantizar los servicios médicos a toda la población del estad
especial énfasis en aquellos lugares en donde es difícil el acceso a centros de 
salud.  
Garantizar, en concordancia con la Federación, el acceso a todo tipo de 
medicinas y medicamentos para la población, con especial atención a quienes 
se encuentran en situaciones de especial vulnerabilidad, como las personas 
afectadas con VIH-sida, cáncer y otras enfermedades cuyos tratamientos no 
pueden ser interrumpidos.   

- De manera urgente, establecer un programa de emergencia para dete
elevado nivel de desnutrición entre los niños y niñas mayas. Reconocer el 
derecho a la alimentación y diseñar las estrategia para revertir este flagelo, 
con metas específicas y evaluables. 

- Abstenerse de aprobar cualquier ley o reglamento que afecte al pueblo maya 
sin ceñirse estrictamente a la normatividad de consulta establecida en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, especialmente el convenio 
169 de la OIT. En todo caso, cualquier propuesta legislativa deberá considerar 
la autodeterminación del pueblo maya y, en concordancia con ésta, obtener 
previamente su aprobación. 
Reconocer la lengua maya como una lengua oficial en el estado.  

                                                 
75 Idem. 
76 Idem. 
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En ma
- nte 

tual sistema de justicia penal en el estado, 

n este tenor, es preciso establecer las siguientes medidas para lograr un 

d procesal entre el ministerio público y el 

icacia en las 
investigaciones.  
 

xperiencias recientes, aun cuando se encuentran en etapas germinales, indican que 
es posible iniciar a nivel estatal una transformación profunda de los órganos 
encargados de procurar y administrar justicia sin necesidad de depender de los 

teria de procuración y administración de justicia:  
La propuesta para que el Procurador de Justicia sea nombrado directame
por el Congreso, es insuficiente como medida para impulsar un cambio radical 
en la labor cotidiana de ministerios públicos y jueces. Es indispensable iniciar 
el proceso para reformar el ac
teniendo como parámetro las diversas recomendaciones que organismos 
nacionales e internacionales de derechos humanos han realizado sobre el 
tema. E
sistema de justicia penal eficaz y respetuoso de los derechos de víctimas del 
delito y procesados.  

1. La oralidad de los juicios.  
2. El cambio de un sistema inquisitorial a uno de corte acusatorio, en 
donde exista equida
procesado. 
3. El fortalecimiento e independencia de la Defensoría Pública. 
4. El reconocimiento y respeto pleno del derecho de presunción de     

       inocencia. 
5. El reconocimiento pleno del derecho de coadyuvancia para la 
víctima del delito y/o su abogado.  
6. La validez de las declaraciones sólo ante el juez de la causa.  
7. La utilización de la prisión preventiva como medida excepcional y 
no como regla general, lo que implica limitar el catálogo de delitos 
graves.  
8. La creación de una policía científica para garantizar ef

E
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procesos que a nivel federal se estén generando. Vemos con mucho interés, por 
ejem

- 

- 

era que exista al interior del Poder Judicial del Estado un 
órgano ión, vigilancia y disciplina de Jueces y 
Magist
próxim
judicatura preponderantemente ciudadano. 

 
En materia

- ar las violaciones a derechos humanos que quedaron 
impune
genera ndato, sino incluso las anteriores y 
que el Dichas 
investi
investi
integra o para las víctimas y/o familiares de esas violaciones a 
derech

- Iniciar una investigación independiente e imparcial sobre el proceso de 
compraventa de terrenos ejidales realizada durante el sexenio de Patricio 

ilegalmente adquiridos.  

plo, el caso de Chihuahua.  
Vigilar, evaluar y mejorar la eficacia de las Fiscalías Especializadas en 
violencia de género y delitos sexuales cometidos en perjuicio de mujeres, 
niños y niñas. Dichas fiscalías deberán contar con personal expresamente 
capacitado en la atención e investigación de casos de abuso sexual y/o 
violencia intrafamiliar o de género.  
Realizar las propuestas legislativas a la Constitución y Ley Orgánica del 
Poder Judicial del estado, para establecer en Yucatán un consejo de la 
judicatura, de tal man

 encargado de la administrac
rados, dejando al pleno del Tribunal la única y vital tarea de juzgar. El 
o gobierno tiene la posibilidad de establecer un Consejo de la 

 de combate a la impunidad:  
Investigar y repar

s durante el sexenio de Patricio Patrón Laviada, no sólo aquellas 
das durante los seis años de su ma
gobierno saliente se negó a investigar, sancionar y reparar. 

gaciones deberán tener como resultado no sólo la ubicación, 
gación y sanción de los responsables, sino también la reparación 
l del dañ
os humanos.  

Patrón Laviada cuya legalidad ha sido sistemáticamente cuestionada por 
campesinos y diversos grupos sociales. En caso de existir irregularidades, 
adoptar las medidas necesarias para restituir las propiedades y terrenos 
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- Impulsar la aprobación en el Congreso del estado de la propuesta legislativa 
que pretende establecer la figura del indulto en la normatividad estatal. Lo 

- 
olicíacos, de tal manera que estos sean 

 
n materia de reconocimiento y ampliación de derechos:  

 la normatividad estatal una 

- unto anterior, reconocer expresamente en la legislación 

- 

ordancia con la sociedad civil.  

anterior con el objetivo de que el gobierno pueda establecer medidas que 
beneficien a quienes han sido procesados y sentenciados en franca violación a 
sus derechos fundamentales.  
En materia de seguridad pública, investigar las violaciones a derechos 
humanos cometidas por elementos p
sancionados y apartados de la labor de prevención. En este tenor, es preciso 
establecer un servicio civil y profesional de carrera al interior de la Secretaría 
de Protección y vialidad, de tal manera que los cuerpos policíacos cuenten con 
elementos eficaces para prevenir el delito y al mismo tiempo respetar los 
derechos humanos. En la construcción de una política en materia de seguridad 
pública, debe considerarse la participación de la sociedad.  

E
- Impulsar las reformas necesarias para incluir en

ley especial para prevenir, sancionar y erradicar la discriminación en el 
estado, contando para ello con la participación de todos los grupos 
tradicionalmente discriminados en Yucatán: Mujeres, homosexuales e 
indígenas mayas, por mencionar a los más agraviados. Dicha normatividad 
deberá, no sólo sancionar cualquier conducta discriminatoria sino establecer 
una serie de medidas tendientes a equiparar la situación de desventaja 
histórica en la que se  han ubicados dichos sectores sociales.  
En relación con el p
civil del estado la posibilidad de que se legalicen las uniones entre personas 
del mismo sexo, con el objetivo de que éstas adquieran los derechos que 
tradicionalmente se han reconocido a los matrimonios heterosexuales. 
Realizar las reformas necesarias para consolidar la autonomía e independencia 
de la Comisión de derechos Humanos del estado de Yucatán. Dichas reformas 
deben plantearse en conc
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La atención de estas medidas urgentes recae en ámbitos de competencia del 
cutivo y/o del Legislativo. Desde la obligación de garantizar la plena vigencia 
os derechos humanos el equipo Indignación continuará evaluando la actuación 
as autoridades.  

Eje
de l
de l
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